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INICIATIVAS 
 

DE LA DIP. MARÍA GUADALUPE EDITH 

CASTAÑEDA ORTIZ CON PROYECTO DE DECRETO 

POR EL QUE SE REFORMA EL ARTÍCULO 418 DEL 

CÓDIGO PENAL FEDERAL, SE ADICIONA LA 

FRACCIÓN XX RECORRIÉNDOSE LA FRACCIÓN 

XXI DEL ARTÍCULO 29 DE LA LEY ORGÁNICA DE 

LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA FEDERAL Y SE 

ADICIONA LA FRACCIÓN VI AL ARTÍCULO 1º DE 

LA LEY ORGÁNICA DEL EJÉRCITO Y FUERZA 

AÉREA MEXICANOS 

 

La suscrita, María Guadalupe Edith Castañeda 

Ortiz, diputada de la LXIV Legislatura del 

Honorable Congreso de la Unión, integrante del 

Grupo Parlamentario de Morena, con fundamento 

en lo dispuesto en el artículo 71, fracción II, de la 

Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, artículos 6, fracción I, 77 y 78 del 

Reglamento de la Cámara de Diputados, someto a 

la consideración de esta asamblea, iniciativa con 

proyecto de decreto por el que se reforma el 

artículo 418 del Código Penal Federal, se adiciona 

la fracción XX recorriéndose la fracción XXI del 

artículo 29 de la Ley Orgánica de la 

Administración Pública Federal. Se adiciona la 

fracción VI al artículo 1º de la Ley Orgánica del 

Ejército y Fuerza Aérea Mexicanos, bajo la 

siguiente: 

 

Exposición de motivos 

 

El estudio, realizado por el Centro de Estudios 

Sociales y de Opinión Pública (CESOP) de la 

Cámara de Diputados de fecha 17 de julio de 2017, 

arrojó datos importantes en materia de medio 

ambiente, concretamente en la deforestación que 

existe en nuestro país. 

 

El estudio en cita, menciona que México cuenta 

con aproximadamente 64 millones de hectáreas de 

bosques de clima templado y selvas que abarcan el 

32% del territorio nacional. Adicionalmente el 

país cuenta con 56 millones de hectáreas de 

matorrales y cerca de 2 millones de has. de 

vegetación. Tales recursos son de gran 

importancia para el país desde el punto de vista 

social, económico y ambiental. 

 

Según el “Estudio de tendencias y perspectivas del 

sector forestal en América Latina al año 2020”, 

estima que la remoción anual de madera es del 

orden de los 56 millones de m3 por año. La 

contribución directa del sector forestal es de 5,000 

millones de dólares por año (0.81% del PIB 

nacional) y genera alrededor de 100,000 empleos 

permanentes cuyo sueldo es entre 3-4 veces 

superior al sueldo derivado de actividades 

agropecuarias. 

 

Lamentablemente, México ocupa uno de los 

primeros lugares en tasas de deforestación en el 

mundo, la mayor parte de los estudios se han 

enfocado en la cuantificación del proceso, existen 

diversas estimaciones a nivel nacional, cuyos 

rangos fluctúan entre 75,000 ha/año a cerca de 

1.98 millones de ha/año. Sin embargo, las 

estimaciones oficiales muestran una pérdida de 

vegetación arbolada en los últimos años de cerca 

de 1.08 millones de hectáreas por año, cifra que se 

estima en 775,800 ha/año si solo se consideran 

bosques y selvas.  

 

Los bosques son fundamentales para el 

funcionamiento de la tierra, retienen vastas 

cantidades de carbono y liberan oxígeno, influyen 

en las lluvias, filtran el agua dulce, evitan las 

inundaciones y previenen la erosión del suelo, 

producen alimentos naturales, leña y medicinas 

que benefician a las personas en general. 

 

Las causas principales de la deforestación entre 

otras son: La expansión de la agricultura, que 

incluye la ganadería comercial y los grandes 

cultivos, la minería, la hidroelectricidad y otros 

proyectos de infraestructura como nuevas 

carreteras que tienen impactos considerables, 

como la apertura de los bosques, la tala de árboles 

y los incendios. 

 

La deforestación es un grave problema para la 

salud del planeta que nos afecta a todos y, aunque 

los intentos por frenarla logran discretos 

resultados, no consiguen revertir la tendencia. El 
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desastre ambiental ocasionado por la progresiva 

desaparición de la masa forestal provoca pérdidas 

ambientales incalculables y de difícil o imposible 

recuperación. 

 

Más que hablar de árboles me atrevería hablar de 

bosques, de ecosistemas y de todo lo que afecta o 

depende de ellos, y es precisamente con este 

enfoque como se entiende que la tala 

indiscriminada o la tala inmoderada de árboles sea 

mucho más que un atentado ecológico puntual en 

un área concreta, ya que termina afectando a todo 

el planeta. Sobre todo, porque se trata de una 

práctica muy extendida que se lleva a cabo a escala 

global.  

 

Otro factor en la deforestación son los incendios. 

En el reporte semanal de resultados de incendios 

forestales 2018 de la Comisión Nacional Forestal 

(Conafor) dependiente de la Secretaría del Medio 

Ambiente y Recursos Naturales (Semarnat), se 

señala que del primero de enero al 15 de 

noviembre de 2018 se registraron 6,908 incendios 

forestales en 32 entidades federativas, afectando 

una superficie de 487,521.50 hectáreas, de esta 

superficie, el 96.31% correspondió a vegetación 

en los estratos herbáceo y arbustivo y el 3.69% a 

arbóreo. Los estados con mayor número de 

incendios fueron México, Chihuahua, Michoacán, 

Ciudad de México, Jalisco, Puebla, Chiapas, 

Durango, Guerrero y Tlaxcala, que representaron 

el 79.05% del total nacional. Las entidades 

federativas con mayor superficie afectada fueron: 

Chihuahua, Sonora, Jalisco, Durango, Guerrero, 

Oaxaca, Nayarit, Baja California, Coahuila y 

Michoacán que representaron el 82% del total 

nacional. 

 

Otro dato de suma importancia son los días 

hombres aplicados en el combate a los incendios 

forestales, en el mismo periodo del primero de 

enero al 15 de noviembre del año pasado son: 

Conafor 45,261 (19.08%), Brigadas Rurales 

Estatales 28,040 (11.82%) , Brigadas Rurales 

Municipales 9,759 (4.11%), Servicios 

Ambientales 3,222 (1.36%), Personal 

subcontratado 130 (0.05%) Conanp oficiales 

federales 781 (0.33%), gobierno del estado 34,183 

(14.41%), Protección Civil Estatal 2,514 (1.06%), 

gobierno del municipio 10.761 (4.54%), 

Protección Civil Municipal 6,434 (2.71%), 

Voluntarios 29,985 (12.64%), Propietarios y 

Poseedores de Terrenos Forestales 43,222 

(18.27%), ONG´s 500 (0.21%), Asociación de 

Silvicultores 5,026 (2.12%), Sector Privado 834 

(0.35%), Autorizaciones y Aprovechamiento 

Forestal 1,674 (0.71%), para un total nacional de 

237,179 días/hombre en el combate a incendios 

forestales 

 

El 98% de los incendios forestales en México son 

atribuidos al ser humano, el resto se debe a causas 

naturales derivadas de fenómenos como descargas 

eléctricas entre otras. Actualmente en la 

legislación federal los incendios forestales son 

castigados con multas administrativas y la tala de 

árboles con una sanción penal, cuya media 

aritmética no excede de cinco años, esto ocasiona 

que la persona que comete el delito mediante el 

pago de una multa quede exonerada. 

 

Es de destacar lo señalado en los artículos 192 y 

202 del Código Nacional de Procedimientos 

Penales, el primero de ellos, determina la figura de 

la suspensión condicional del proceso cuando el 

auto de vinculación a proceso del imputado se 

haya dictado por un delito cuya media aritmética 

de la pena de prisión no exceda de cinco años; el 

segundo artículo en estudio, determina que el 

Ministerio Público podrá solicitar la apertura del 

procedimiento abreviado cuando el delito por el 

cual se lleva a cabo el procedimiento abreviado sea 

sancionado con pena de prisión cuya media 

aritmética no exceda de cinco años. 

 

Artículos del Código Nacional de Procedimientos 

Penales 
 

“Artículo 192. Procedencia 

La suspensión condicional del proceso, a solicitud del 

imputado o del Ministerio Público con acuerdo de 

aquél, procederá en los casos en que se cubran los 

requisitos siguientes: 

 

I.  Que el auto de vinculación a proceso del 

imputado se haya dictado por un delito cuya media 

aritmética de la pena de prisión no exceda de cinco 

años; 
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II.  Que no exista oposición fundada de la víctima y 

ofendido, y 

 

III.  Que hayan transcurrido dos años desde el 

cumplimiento o cinco años desde el incumplimiento, 

de una suspensión condicional anterior, en su caso. 

 

Lo señalado en la fracción III del presente artículo, 

no procederá cuando el imputado haya sido absuelto 

en dicho procedimiento.” 

 

“Artículo 202. Oportunidad 

 

El Ministerio Público podrá solicitar la apertura del 

procedimiento abreviado después de que se dicte el 

auto de vinculación a proceso y hasta antes de la 

emisión del auto de apertura a juicio oral. 

 

A la audiencia se deberá citar a todas las partes. La 

incomparecencia de la víctima u ofendido 

debidamente citados no impedirá que el Juez de 

control se pronuncie al respecto. 

 

Cuando el acusado no haya sido condenado 

previamente por delito doloso y el delito por el cual 

se lleva a cabo el procedimiento abreviado es 

sancionado con pena de prisión cuya media 

aritmética no exceda de cinco años, incluidas sus 

calificativas atenuantes o agravantes, el Ministerio 

Público podrá solicitar la reducción de hasta una 

mitad de la pena mínima en los casos de delitos 

dolosos y hasta dos terceras partes de la pena mínima 

en el caso de delitos culposos, de la pena de prisión 

que le correspondiere al delito por el cual acusa. 

 

En cualquier caso, el Ministerio Público podrá 

solicitar la reducción de hasta un tercio de la mínima 

en los casos de delitos dolosos y hasta en una mitad 

de la mínima en el caso de delitos culposos, de la pena 

de prisión. Si al momento de esta solicitud, ya 

existiere acusación formulada por escrito, el 

Ministerio Público podrá modificarla oralmente en la 

audiencia donde se resuelva sobre el procedimiento 

abreviado y en su caso solicitar la reducción de las 

penas, para el efecto de permitir la tramitación del 

caso conforme a las reglas previstas en el presente 

Capítulo. 

 

El Ministerio Público al solicitar la pena en los 

términos previstos en el presente artículo, deberá 

observar el Acuerdo que al efecto emita el 

Procurador.” 

 

Es decir, que la suspensión condicional y el 

procedimiento abreviado se dará siempre y cuando 

el delito por el que el imputado es acusado no 

exceda de la media aritmética de cinco años y 

actualmente el delito de corte, arranque, derribo o 

tala de árboles, se encuentra penalizado con una 

pena de seis meses a nueve años, lo cual la media 

aritmética es de cuatro años ocho meses, 

alcanzando la suspensión condicional y el 

procedimiento abreviado, por ello, se propone en 

la presente iniciativa reformar el artículo 418 del 

Código Penal Federal para aumentar la penalidad 

como mínima un año y máxima diez años, lo cual 

la media aritmética sería cinco años seis meses, 

por lo tanto, quien se coloque en la hipótesis de la 

norma no alcanzaría los beneficios de la 

suspensión condicional y el procedimiento 

abreviado. 

 

Por otra parte, se propone anexar la fracción IV al 

artículo 418 del Código Penal Federal, para 

sancionar penalmente a la persona que 

dolosamente provoque incendios forestales. No se 

desconoce para la proponente que actualmente la 

figura de incendios forestales se encuentra 

sancionada sólo de manera administrativa con 

multa equivalente de 150 a 30,000 veces la Unidad 

de Medida y Actualización, de conformidad con 

los artículos 155 fracción XXIV concatenado con 

los artículos 156 y 157 fracción III de la Ley 

General de Desarrollo Forestal Sustentable, pero 

es necesario que se eleve a delito y sea tipificado 

como tal. 

 

Para una mejor claridad de lo aquí planteado, me 

permito realizar el siguiente comparativo: 

 

Texto vigente Texto propuesto 

Artículo 418.- Se 

impondrá pena de 

seis meses a nueve 

años de prisión y por 

equivalente de cien a 

tres mil días multa, 

siempre que dichas 

actividades no se 

realicen en zonas 

urbanas, al que 

ilícitamente: 

 

Artículo 418.- Se 

impondrá pena de un 

año a diez años de 

prisión y por 

equivalente de cien a 

tres mil días multa, 

siempre que dichas 

actividades no se 

realicen en zonas 

urbanas, al que 

ilícitamente: 
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I. Desmonte o 

destruya la 

vegetación natural; 

 

II. Corte, arranque, 

derribe o tale algún o 

algunos árboles, o 

 

III. Cambie el uso 

del suelo forestal. 

  

I. Desmonte o destruya 

la vegetación natural; 

 

II. Corte, arranque, 

derribe o tale algún o 

algunos árboles, o 

 

III. Cambie el uso del 

suelo forestal. 

 

 IV.  Provoque 

incendios forestales. 

 

Igualmente se propone adicionar la fracción XX 

recorriéndose la fracción XXI del artículo 29 de la 

Ley Orgánica de la Administración Pública 

Federal y adicionar la fracción VI al artículo 1º de 

la Ley Orgánica del Ejército y Fuerza Aérea 

Mexicanos, con la finalidad que el Ejército 

Mexicano vigile e inspeccione los bosques, para 

combatir la tala de árboles de manera clandestina 

y evitar los incendios forestales con el objeto de 

contribuir al cuidado del medio ambiente.  

 

Cabe recordar que actualmente el Ejército 

Mexicano cuenta con el Plan DN-III-E, 

instrumento operativo militar que establece los 

lineamientos generales a los organismos del 

Ejército y Fuerza Aérea Mexicanos, para realizar 

actividades de auxilio a la población civil afectada 

por cualquier tipo de desastre. 

 

El Plan DN-III-E cuenta con tres fases que rigen 

la participación del personal del Ejército y Fuerza 

Aérea Mexicanos; siendo las siguientes: 

 

Fase de prevención. Permite una preparación 

para reaccionar en forma oportuna y tomar 

acciones dirigidas a controlar el riesgo, evitar o 

mitigar el impacto destructivo de los desastres 

sobre la vida y bienes de la población, la planta 

productiva, los servicios públicos y del medio 

ambiente. 

 

Fase de auxilio. Son las acciones destinadas 

primordialmente a salvaguardar la vida de las 

personas, sus bienes y la planta productiva y a 

preservar los servicios públicos y el medio 

ambiente, ante la presencia de un agente 

destructivo. 

 

Fase de recuperación. Proceso orientado a la 

reconstrucción y mejoramiento del sistema 

afectado (población y entorno), así como, a la 

reducción del riesgo de ocurrencia y la magnitud 

de los desastres futuros.  

 

Es decir, mediante la primera etapa el Ejército 

Mexicano interviene de manera preventiva en los 

desastres sobre la vida y bienes de la población, la 

planta productiva, los servicios públicos y del 

medio ambiente.  

 

Datos de la propia Secretaría de la Defensa 

Nacional indican que el año 2018, se emplearon 

5,454 elementos militares en el combate de 

incendios forestales, sofocando 189 incendios que 

afectaron a 88,927 hectáreas, es decir, actualmente 

el Ejército ya interviene en el cuidado del medio 

ambiente y en los desastres naturales, pero ello no 

es suficiente, se requiere la intervención de forma 

permanente, directa y preventiva, de acción no de 

reacción.  

 

Por lo anterior, la presente iniciativa tiene por 

objeto sancionar penalmente a quien provoque un 

incendio y aumentar la sanción a quien tale 

ilegalmente árboles, así como facultar al Ejército 

para que vigile, inspeccione los bosques con la 

finalidad de proteger el medio ambiente. 

 

Con base en lo expuesto y con fundamento en el 

artículo 71, fracción II, de la Constitución Política 

de los Estados Unidos Mexicanos, artículos 6, 

fracción I, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara 

de Diputados, someto a la consideración de esta 

Asamblea: 

 

Proyecto de decreto por el que se reforma el 

artículo 418 del Código Penal Federal, se adiciona 

la fracción XX recorriéndose la fracción XXI del 

artículo 29 de la Ley Orgánica de la 

Administración Pública Federal, se adiciona la 

fracción VI al artículo 1º de la Ley Orgánica del 

Ejército y Fuerza Aérea Mexicanos. 
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Artículo primero. – Se reforma el artículo 418 del 

Código Penal Federal. 

  

Artículo 418.- Se impondrá pena de un año a diez 

años de prisión y por equivalente de cien a tres mil 

días multa, siempre que dichas actividades no se 

realicen en zonas urbanas, al que ilícitamente: 

 

I.-III. 

 

IV.  Provoque incendios forestales. 

 

Artículo segundo. - Se adiciona la fracción XX 

recorriéndose la fracción XXI del artículo 29 de la 

Ley Orgánica de la Administración Pública 

Federal. 

 

Artículo 29.- A la Secretaría de la Defensa 

Nacional, corresponde el despacho de los 

siguientes asuntos: 

 

I.- IX… 
 

XX.- Vigilancia, visita, inspección en los 

bosques con la finalidad de proteger el medio 

ambiente, sin perjuicio de las atribuciones que 

correspondan a otras dependencias. 

  

XXI… 

 

Artículo tercero. - Se adiciona la fracción VI al 

artículo 1/o. de la Ley Orgánica del Ejército y 

Fuerza Aérea Mexicanos.  

 

Artículo 1/o. El Ejército y Fuerza Aérea 

Mexicanos, son instituciones armadas 

permanentes que tienen las misiones generales 

siguientes: 

 

I.-V…  

 

VI.- Vigilancia, visita, inspección en los bosques 

con la finalidad de proteger el medio ambiente, 

sin perjuicio de las atribuciones que 

correspondan a otras dependencias. 

 

Artículo transitorio 

Artículo único. - El presente decreto entrará en 

vigor al día siguiente de su publicación en el 

Diario Oficial de la Federación. 

 

Salón de Sesiones del Palacio Legislativo de San 

Lázaro, a 23 de abril de 2019 

 

Dip. María Guadalupe Edith Castañeda Ortiz 

 

 

 

 
 

 

 

DE LA DIP. REYNA CELESTE ASCENCIO ORTEGA 

CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE 

ADICIONA UN PÁRRAFO AL ARTÍCULO 4º Y UNA 

FRACCIÓN AL ARTÍCULO 73º DE LA 

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS 

UNIDOS MEXICANOS 

 

La que suscribe, Reyna Celeste Ascencio Ortega, 

diputada federal integrante del Grupo 

Parlamentario de Morena de la LXIV Legislatura 

de la Cámara de Diputados del Honorable 

Congreso de la Unión, con fundamento en lo 

dispuesto en el artículo 71, fracción II, y 72 de la 

Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, y en los artículos 6, numeral 1, 77 y 

78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, 

somete a consideración de esta soberanía la 

siguiente Iniciativa con proyecto de decreto por el 

que se adiciona un párrafo al artículo 4º y una 

fracción al artículo 73 de la Constitución Política 

de los Estados Unidos Mexicanos, en materia de 

juventud, al tenor de lo siguiente:  

 

Planteamiento del problema 

 

Las personas jóvenes en nuestro país enfrentan a 

una realidad en la que las necesidades sociales y 

las problemáticas dependen de la situación global 

en la que se encuentren, es decir, dependen del 

entorno social, cultural y económico en el que se 

están desenvolviendo. 
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Las leyes expedidas por el Congreso han buscado 

garantizar los derechos de ciertos grupos de la 

población como los adultos mayores, niñas, niños 

y adolescentes, mujeres, personas con 

discapacidad, entre otros. Sin embargo, las y los 

jóvenes se han visto relegados a pesar de que 

actualmente se está viviendo un importante bono 

demográfico que podría mejorar la situación del 

país, especialmente en materia económica y 

educativa. 

 

Es momento de escuchar las voces de millones de 

jóvenes que reclaman derechos como el acceso a 

la educación, a la salud, a un trabajo digno, bien 

remunerado y con prestaciones, acceso a una 

vivienda digna, a la información, el derecho a ser 

escuchados, a vivir en un país sin violencia y una 

serie de derechos más que demanda este grupo 

poblacional. 

 

A pesar de las estrategias implementadas por las 

diferentes instituciones no se han presentado 

soluciones de fondo, es por ello que resulta 

necesario enunciar que las personas jóvenes son 

sujetos de derechos protegidos por nuestra 

Constitución y los tratados internacionales y 

facultar al Congreso de la Unión para que este 

pueda emitir una ley general en materia de 

juventud, que garantice el desarrollo integral de las 

y los jóvenes y sus derechos sean garantizados y 

exigibles. 

 

Antecedentes 

 

La presente iniciativa busca representar un 

esfuerzo que se ha realizado por varias legislaturas 

en el Congreso de la Unión y representa un avance 

en la garantía de los derechos de la juventud 

mexicana. 

 

La ruta legislativa en favor de las personas 

jóvenes, no ha sido fácil ni corta, tanto para 

quienes han presentado un insumo legislativo de la 

misma naturaleza de la presente como para 

quienes han propuesto una ley general en 

beneficio de las personas jóvenes. 

Como antecedente, encontramos la iniciativa 

presentada el 29 de abril de 2010 por diputados 

integrantes de la Comisión de Juventud y Deporte 

de la LXI Legislatura. Las modificaciones que 

proponían los iniciantes eran reformar la fracción 

XXIX-J del artículo 73 y adicionar el artículo 4° 

con un nuevo párrafo 10, recorriéndose el actual, 

ambos de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos. 

 

Dicha propuesta fue modificada por la Comisión 

de Puntos Constitucionales, presentando el 

dictamen el primero de marzo de 2012 y aprobado 

por el pleno en votación nominal por 299 votos a 

favor y cuatro abstenciones. 

 

La minuta se recibió en el Senado el 6 de marzo de 

2012 y se turnó a las Comisiones Unidas de Puntos 

Constitucionales y de Estudios Legislativos. 

Comisiones que presentaron el proyecto de 

dictamen al pleno el 30 de abril de 2013 y fue 

aprobado por 100 votos a favor, tres en contra y 

dos abstenciones. 

 

Debido a que el proyecto tuvo modificaciones se 

devolvió a la Cámara de Diputados. La Minuta fue 

recibida el 27 de junio de 2013 y turnada a la 

Comisión de Puntos Constitucionales el 2 de julio 

de 2013. 

 

De acuerdo con la fracción II del artículo 95 del 

Reglamento de la Cámara de Diputados, en el 

momento de anunciar el turno, el Presidente de la 

Cámara, dará noventa días como plazo a la 

comisión para que presente el dictamen 

correspondiente. 

 

Este plazo podrá ser prorrogable por noventa días 

más solo por una vez (fracción I, numeral 2, 

artículo 95 del Reglamento). En caso de que en 

esos 180 días no se realice un dictamen, la facultad 

de la comisión se tendrá por precluida, y el 

presidente deberá emitir la declaratoria de 

publicidad a más tardar, dos sesiones ordinarias 

después, para que la Mesa Directiva la incluya en 

el orden del día para su discusión y votación en el 

pleno dos sesiones ordinarias después. 
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Sin embargo, la minuta tiene cinco años de 

haberse recibido en la Cámara de Diputados sin 

haber sido analizada y discutida en la comisión o 

en el pleno como lo menciona el reglamento. 

 

Al ser la juventud uno de los grupos de la 

población que han sido mayormente relegados y 

vulnerados resulta necesario generar todo el 

andamiaje jurídico que permita garantizar sus 

derechos en igualdad de condiciones. 

 

Exposición de motivos 

 

En este momento, está viva la generación de 

jóvenes más grande de la historia en el mundo. 

Existen en el globo 1,800 millones de personas 

entre 10 y 24 años. 

 

Cerca del 90% de ellos viven en regiones en 

desarrollo, donde son la población más numerosa. 

Estas cifras irán en aumento entre 2015 y 2030, 

cerca de 1900 millones de jóvenes cumplirán 15 

años.1 

 

El concepto de juventud es un término que, por un 

lado, permite identificar el periodo de vida de una 

persona que se ubica entre la infancia y la adultez, 

que de acuerdo a la Ley del Instituto Mexicano de 

la Juventud, es entre los 12 a los 29 años.2 

 

En México, la estimación de la población total es 

de 119, 938, 473 millones de personas, según la 

Encuesta Intercensal 2015 del Inegi. De esa 

población, 37, 504, 392 millones son jóvenes de 

12 a 29 años. Lo que representa el 31.4% de la 

población total de México.3 

 

Aunque existen cifras duras sobre la realidad de 

las personas jóvenes, todavía hay muchos retos 

pendientes para cumplir en beneficio de esta 

población. 

 

                                                 
1 https://www.un.org/sustainabledevelopment/es/la-

juventud/  
2 Gobierno Federal. (2017). ¿Qué es ser joven? 25/11/2018, 

de Imjuve Sitio web: 

https://www.gob.mx/imjuve/articulos/que-es-ser-

joven?idiom=es 

Uno de los grandes diagnósticos que existen son 

los Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS) de 

las Naciones Unidas, que a través de la llamada 

Agenda 2030, insta a todos los países, ya sean 

ricos, pobres o de ingresos medianos, a adoptar 

medidas para promover la prosperidad al tiempo 

que protegen el planeta. Reconocen que las 

iniciativas para acabar con la pobreza deben ir de 

la mano de estrategias que favorezcan el 

crecimiento económico y aborden una serie de 

necesidades sociales, entre las que cabe señalar la 

educación, la salud, la protección social y las 

oportunidades de empleo, a la vez que luchan 

contra el cambio climático y promueven la 

protección del medio ambiente. 

 

Los ODS son 17 y cada uno tiene metas 

específicas a cumplir en los próximos 12 años. Por 

supuesto, la población joven se encuentra 

vinculada de manera transversal a través de los 

objetivos de la siguiente forma: 

 
Objetivo 4, Educación con Calidad 

4.4 De aquí a 2030, aumentar considerablemente el número 

de jóvenes y adultos que tienen las competencias necesarias, 

en particular técnicas y profesionales, para acceder al 

empleo, el trabajo decente y el emprendimiento 

4.6 De aquí a 2030, asegurar que todos los jóvenes y una 

proporción considerable de los adultos, tanto hombres como 

mujeres, estén alfabetizados y tengan nociones elementales 

de aritmética 

 

Objetivo 8, Trabajo decente y crecimiento económico 

8.5 De aquí a 2030, lograr el empleo pleno y productivo y el 

trabajo decente para todas las mujeres y los hombres, 

incluidos los jóvenes y las personas con discapacidad, así 

como la igualdad de remuneración por trabajo de igual 

valor 

 

8.6 De aquí a 2020, reducir considerablemente la 

proporción de jóvenes que no están empleados y no cursan 

estudios ni reciben capacitación 

8.b De aquí a 2020, desarrollar y poner en marcha una 

estrategia mundial para el empleo de los jóvenes y aplicar 

el Pacto Mundial para el Empleo de la Organización 

Internacional del Trabajo 

3 Con datos del Instituto Mexicano de la Juventud. De 

acuerdo a la Ley del Instituto, por su importancia estratégica 

para el desarrollo del país, la población joven es la que se 

encuentra comprendida entre los 12 y 29 años  

 

https://www.un.org/sustainabledevelopment/es/la-juventud/
https://www.un.org/sustainabledevelopment/es/la-juventud/
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Objetivo 10, Reducción de las Desigualdades 

10.2 De aquí a 2030, potenciar y promover la inclusión 

social, económica y política de todas las personas, 

independientemente de su edad, sexo, discapacidad, raza, 

etnia, origen, religión o situación económica u otra 

condición 

 

A pesar de que existen metas acertadas, la realidad 

de las personas jóvenes es dura. Vale la pena 

destacar que, en todo el mundo, las adolescentes y 

las mujeres jóvenes se enfrentan a desigualdades 

basadas en el género, exclusión, discriminación y 

violencia, lo que las expone a un mayor riesgo de 

contraer VIH.4 Sin olvidar las deficiencias 

educativas que frenan el desarrollo, 617 millones 

de jóvenes en el mundo carecen de los 

conocimientos básicos en aritmética y de un nivel 

mínimo de alfabetización. 

 

Las mujeres, niñas y adolescentes tienen un futuro 

aún más alarmante. Nuestro país enfrenta un 

problema grave para nuestras adolescentes, la tasa 

de fecundidad entre este sector, aumentó en 10% 

en los últimos cinco años, de acuerdo a la Encuesta 

Intercensal 2015. 

 

Los jóvenes son un factor permanente de 

discriminación en México. De acuerdo con la 

Encuesta Nacional de Discriminación5, la muestra 

señaló que existe un enorme prejuicio irracional al 

adoptar comportamientos negativos sobre los 

jóvenes al considerarlos irresponsables hasta en un 

60.3%, donde las entidades federativas de mayor 

discriminación para los jóvenes son Michoacán, 

Guerrero, Sinaloa, Nayarit y Colima.6 

 

De igual forma el 16.3% de los jóvenes en México 

señaló haber sufrido discriminación en la calle o 

transporte público, en el trabajo o en la escuela y 

en la propia familia. El 15.7% de los jóvenes en 

México también ha sufrido discriminación al 

negarles sus derechos en los servicios médicos, en 

programas sociales y en oficinas de gobierno. 

 

                                                 
4 https://www.un.org/sustainabledevelopment/es/health/  
5 ENADIS, CONAPRED, 2017. 

De acuerdo con datos de Conapred, el problema 

principal de los jóvenes en México es que casi la 

mitad de la población total vive en situación de 

pobreza pues cerca de 19.7 millones de jóvenes 

tienen ingresos menores a la línea de bienestar. 

 

Por su parte, el Inegi publicó estadísticas 

referentes a la juventud mexicana, donde se 

visualizó que en materia educativa al menos el 

66.8% de los jóvenes de 15 a 29 años no asiste a 

la escuela. 

 

Por rango de edad, los adolescentes de 15 a 19 

años, 52.8% reportan escolaridad de nivel básico: 

9% con primaria (6.7% completa y 2.3% 

incompleta), mientras que el 43.7% tienen al 

menos un grado de secundaria. Mientras que los 

jóvenes de 15 a 29 años, 32.9% cuentan con 

educación media superior y 19.4% cuentan con 

educación superior. 

 

De acuerdo con datos de la Encuesta Nacional de 

Ocupación y Empleo al primer trimestre de 2018 

el 5.8% de la población económicamente activa de 

15 a 29 años, está desocupada, encontrando que el 

porcentaje más alto de desocupación en la 

población joven se encuentra entre los 20 y 24 

años, con un 6.7%, mientras que la tasa es 6.4% 

para el grupo de 15 a 19 años y 4.6% para el grupo 

de 25 a 29 años. 

 

Sin embargo, el mayor problema no es que el 

porcentaje de la población económicamente activa 

sea muy bajo, sino que, de los 15 millones de 

personas jóvenes ocupadas de 15 a 29 años, 59.5% 

labora en el sector informal, es decir, se 

encuentran en actividades productivas que no 

generan beneficios a la economía fiscal y mucho 

menos brinda algún tipo de prestación laboral al 

joven. 

 

De acuerdo con datos del Inegi, ocho de cada 10 

personas jóvenes de 15 a 29 años, no goza de este 

tipo de beneficios, en tanto que 13.7% goza de 

6 Porcentaje de la población de 18 años y más que considera 

que los jóvenes son irresponsables, ENADIS, CONAPRED, 

2017. 

https://www.un.org/sustainabledevelopment/es/health/
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prestaciones laborales, excluyendo el acceso a 

servicios de salud. 

 

Lamentablemente con los nuevos esquemas de 

contratación los jóvenes en el país se encuentran a 

la deriva en materia laboral, pues aun cuando estos 

se encuentran trabajando para el sector formal y 

pagan impuestos por su trabajo, aun así, muchos 

no cuentan con las prestaciones que marca la Ley 

en la materia. 

 

En cuanto al acceso a los servicios de salud, el 

Conapred menciona en su encuesta de 2017 que 

las personas jóvenes tienen un bajo acceso a 

servicios médicos de calidad. Por ejemplo, apenas 

un tercio (32.3%) tiene acceso al ISSSTE, al 

IMSS, a los servicios de salud de Pemex u otros 

similares.7 

 

Este mismo organismo publicó recientemente una 

ficha temática sobre la situación de los jóvenes, en 

la cual menciona que 24.9 millones de jóvenes 

tienen carencia por acceso a la seguridad social, 

9.1 millones (24.6%) por acceso a alimentación, 

8.2 millones (22.2%) por acceso a servicios 

básicos en la vivienda, 8.3 millones (22.5%) por 

acceso a los servicios de salud, 5.1 millones 

(13.8%) por calidad y espacios en la vivienda, y 

5.1 millones (13.8%) en rezago educativo.8 

 

Para que una sociedad se califique como 

igualitaria, no sólo se requiere garantizar el 

ejercicio de los derechos de todas las personas, 

sino generar acciones afirmativas para que las 

personas pertenecientes a grupos históricamente 

discriminados, tengan un acceso efectivo a las 

mismas oportunidades de desarrollo económico y 

social respecto del resto de la población.9 

 

                                                 
7 Consejo Nacional para Prevenir la Discriminación. (2018). 

Encuesta Nacional Sobre Discriminación 2017. 25/11/2018, 

de Conapred Sitio web: 

https://www.conapred.org.mx/index.php?contenido=pagina

&id=604 
8 Consejo Nacional para Prevenir la Discriminación. (2018). 

Ficha Temática: Personas Jóvenes. 25/11/2018, de Conapred 

Sitio web: 

Es fundamental que además de acciones 

afirmativas, las instituciones de todos los poderes 

y órdenes de gobierno, adopten y ejecuten una 

visión de igualdad y no discriminación así como la 

perspectiva de juventud, a través de la cual se 

eliminen las barreras en el ejercicio de los 

derechos y se dé impulso a la población juvenil 

para eliminar cualquier tipo de desventaja.10 

 

Es importante señalar que los jóvenes son un 

sector de la población que se ha visto relegado en 

cuanto al cumplimiento de sus derechos, pues en 

su mayoría las cifras muestran a un alto porcentaje 

de jóvenes en situaciones precarias, donde la 

pobreza, la falta de educación, acceso a la salud y 

a un trabajo digno, bien remunerado y con 

prestaciones son las principales deudas con los 

jóvenes. 

 

Para lograr una sociedad en la que todos los 

mexicanos tengan acceso efectivo a los derechos 

que reconoce la constitución política del país, es 

necesario consolidar un Estado democrático que 

asegure el pleno respeto de garantía de los 

derechos humanos, pues sin ellas se limita la 

capacidad de la ciudadanía para demandar sus 

derechos y por ende se debilita la legitimidad del 

Estado. 

 

Uno de los instrumentos internacionales que 

reconoce los derechos de las y los jóvenes es la 

Convención Iberoamericana de los Derechos de 

los Jóvenes, la cual fue firmada por México, sin 

embargo, dicha acción no significa que este 

acuerdo internacional sea parte del marco jurídico 

internacional al que México deba acatarse, lo 

anterior se debe principalmente a que no ha sido 

ratificado. 

 

http://www.conapred.org.mx/userfiles/files/160620%20Fic

ha%20tem%C3%A1tica%20-

%20Personas%20j%C3%B3venes.pdf. 
9 Gobierno Federal. (2014). PROGRAMA Nacional de 

Juventud 2014-2018. 25/11/2018, de DOF Sitio web: 

http://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5343095

&fecha=30/04/2014 
10 Ibídem 
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Anterior a esto existe la “Declaración de Lisboa” 

aprobada en la I Conferencia Mundial Ministros 

Responsables de la Juventud, celebrada en 

Portugal en 1998, la cual constituye un marco de 

cooperación interinstitucional en el dominio de las 

políticas de la juventud.11 

 

Cabe resaltar que la ONU exhortó, mediante la 

resolución 40/14, a todos los Estados, a todas las 

organizaciones gubernamentales, a los órganos 

interesados de la ONU y a los órganos 

especializados a que presten constante atención en 

la labor futura de planificación y adopción de 

medidas complementarias adecuadas en la esfera 

de la juventud. 

 

Por su parte, la resolución 40/15 busca que los 

Estados parte de las Naciones Unidas promuevan 

los derechos humanos y disfrute de estos por los 

jóvenes, especialmente en cuanto a la educación, 

formación profesional y el trabajo. 

 

Otro de los esfuerzos internacionales se presenta 

en la resolución 50/81, en la cual se adoptó el 

“Programa de Acción Mundial para los Jóvenes 

hasta el 2000 y subsiguientes”, programa en el que 

se identifica como esferas prioritarias la 

educación, el empleo, el hambre y la pobreza, la 

salud, el medio ambiente, el uso indebido de las 

drogas, la delincuencia juvenil y la plena 

participación de las y los jóvenes. 

 

Además de los anteriores, la ONU, comprometida 

con los derechos de los jóvenes y teniendo como 

objetivo visibilizar a este grupo de la población en 

1999 declaró al 12 de agosto como el Día 

Internacional de la Juventud. 

 

Aunado a lo anterior, se debe resaltar que en 

legislaturas anteriores a ésta, se han presentado 

una serie de iniciativas que buscaban expedir leyes 

generales o federales sobre derechos de la 

juventud; sin embargo, al dictaminarse eran 

desechadas pues se aludía a que el Congreso no 

                                                 
11 Organismo Internacional de Juventud para Iberoamérica. 

(S.F.). Preámbulo. 25/11/2018, de Juventud.org Sitio web: 

http://juventud.org/convenciondederechos/ 

cuenta con esa facultad, a pesar de que la fracción 

XXXI del artículo 73 de la constitución menciona 

que es facultad del Congreso “expedir todas las 

leyes que sean necesarias, a objeto de hacer 

efectivas todas las facultades anteriores, y todas 

las otras concedidas por esta Constitución a los 

Poderes de la Unión”. 

 

Dentro de los dictámenes en comento se 

argumentaba que de acuerdo con lo que menciona 

la Constitución en su artículo 40 y 73, México es 

una república que está constituida de estados libres 

y soberanos en todo lo concerniente a su régimen 

interior, pero estos estados se encuentran unidos 

en una federación, razón por la cual se otorga a 

cada poder en sus distintos órdenes de gobierno 

facultades exclusivas y concurrentes. 

 

Es por ello que el artículo 124 de la Carta Magna 

estipula que las facultades que no están 

expresamente concedidas por esta constitución a 

los funcionarios federales, se entienden reservadas 

a los estados o a la Ciudad de México, en los 

ámbitos de sus respectivas competencias. 

 

Por lo tanto, se puede interpretar que la facultad 

para legislar en materia de juventud se encuentra 

reservada a los estados o a la Ciudad de México, 

sin embargo, los esfuerzos para cumplir con los 

derechos de los jóvenes han sido rebasados y la 

necesidad de expedir una Ley General de los 

Derechos de los Jóvenes es un reclamo constante 

que requiere ser escuchado y atendido. 

 

Tal como lo mencionó la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación en su tesis P./J.5/2010 “las 

leyes generales son normas expedidas por el 

Congreso de la Unión que distribuyen 

competencias entre los distintos niveles de 

gobierno en las materias concurrentes y sientan las 

bases para su regulación, de ahí que no pretenden 

agotar la regulación de la materia respectiva, sino 

que buscan ser la plataforma mínima desde la que 
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las entidades puedan darse sus propias normas 

tomando en cuenta su realidad social.”12 

 

Facultar al Congreso para legislar en materia de 

juventud surge de la necesidad de generar un 

instrumento jurídico que permita coordinar las 

políticas públicas, acciones, actividades y 

programas a favor de la juventud mexicana. 

 

La pluralidad de la sociedad, la heterogeneidad de 

las y los jóvenes, la complejidad de demandas 

ciudadanas y las crisis económicas, son algunos de 

los fenómenos que cada vez reclaman buscar 

caminos más creativos, diversos e incluyentes para 

la toma de decisiones y la solución de problemas 

públicos.13 

 

La propuesta específica se puede presentar de la 

siguiente manera: 

 

DICE SE PROPONE 

Artículo 4.  

(…) 

 

 

(Sin correlativo) 

 

 

Artículo 4. 

(…) 

Las personas jóvenes 

tienen derecho a su 

desarrollo integral, el 

cual se garantizará 

mediante la 

protección de los 

derechos humanos y 

las garantías 

reconocidas en esta 

Constitución y los 

tratados 

internacionales de los 

que nuestro país sea 

parte. Para cumplir 

con el objetivo, la Ley 

establecerá los 

instrumentos 

necesarios y la 

concurrencia de la 

Federación, las 

                                                 
12 Suprema Corte de Justicia. (2010). Tesis P./J.5/2010. 

25/11/2018, de SCJN Sitio web: 

https://sjf.scjn.gob.mx/SJFSist/paginas/DetalleGeneralV2.a

spx?Clase=DetalleTesisBL&ID=165224&Semanario=0 

Entidades 

Federativas y los 

Municipios.  

 

Artículo 73.- El 

Congreso tiene 

facultad: 

I…. a la XXIX-O…. 

XXIX-P BIS.  

 

 

(Sin correlativo) 

 

 

 

XXIX-Q…. a la 

XXXI…. 

 

 

Artículo 73.- El 

Congreso tiene 

facultad: 

I…. a la XXIX-O…. 

XXIX-P Bis. Para 

expedir leyes que 

garanticen el 

desarrollo integral de 

las personas jóvenes, 

y que establezcan la 

concurrencia de la 

Federación, las 

Entidades 

Federativas, los 

Municipios y, en su 

caso, las alcaldías de 

la Ciudad de México, 

en el ámbito de sus 

respectivas 

competencias, en 

materia de juventud. 

XXIX-Q…. a la 

XXXI…. 

 

Fundamento legal 

 

Por lo anteriormente expuesto, y con fundamento 

en lo dispuesto por los artículos 71 fracción II, y 

74, fracción IV, de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos, y de los artículos 6o., 

numeral 1, fracción I, 77 y 78 del Reglamento de 

la Cámara de Diputados, la suscrita diputada 

Reyna Celeste Ascencio Ortega, someto a 

consideración de esta soberanía la siguiente 

Iniciativa con proyecto de: 

 

DECRETO POR EL QUE SE ADICIONA UN 

PÁRRAFO AL ARTÍCULO 4º Y UNA 

FRACCIÓN AL ARTÍCULO 73 DE LA 

13 Gobierno Federal. (2014). PROGRAMA Nacional de 

Juventud 2014-2018. 25/11/2018, de DOF Sitio web: 

http://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5343095

&fecha=30/04/2014 
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CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS 

ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, EN 

MATERIA DE JUVENTUD 

 

Único. - Se adiciona un último párrafo al 

artículo 4º y la fracción XXIX-P Bis al artículo 

73 de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos, para quedar como sigue: 

 

Artículo 4.- 

 

(…) 

 

Las personas jóvenes tienen derecho a su 

desarrollo integral, el cual se garantizará 

mediante la protección de los derechos 

humanos y las garantías reconocidas en esta 

Constitución y los tratados internacionales de 

los que nuestro país sea parte. Para cumplir con 

el objetivo, la Ley establecerá los instrumentos 

necesarios y la concurrencia de la Federación, 

las Entidades Federativas y los Municipios.  

 

Artículo 73.- El Congreso tiene facultad: 

 

I…. a la XXIX-O…. 

 

XXIX-P Bis. Para expedir leyes que garanticen 

el desarrollo integral de las personas jóvenes, y 

que establezcan la concurrencia de la 

Federación, las Entidades Federativas, los 

Municipios y, en su caso, las alcaldías de la 

Ciudad de México, en el ámbito de sus 

respectivas competencias, en materia de 

juventud. 

 

XXIX-Q…. a la XXXI…. 

 

Transitorios 

 

Primero. El presente decreto entrará en vigor el 

día siguiente al de su publicación en el Diario 

Oficial de la Federación. 

 

Segundo. El Congreso de la Unión, deberá 

expedir la Ley que garanticen el desarrollo integral 

de las personas jóvenes, y que establezcan la 

concurrencia de la Federación, las Entidades 

Federativas, los Municipios y, en su caso, las 

alcaldías de la Ciudad de México, en el ámbito de 

sus respectivas competencias, en materia de 

juventud, dentro de un plazo de 180 contado a 

partir de la entrada en vigor del presente decreto. 

 

Palacio Legislativo de San Lázaro a 23 de abril de 

2019 

 

Dip. Reyna Celeste Ascencio Ortega 

 

 

 

 
 

 

 

DEL DIP. RAÚL ERNESTO SÁNCHEZ BARRALES 

ZAVALZA CON PROYECTO DE DECRETO QUE 

REFORMA LOS ARTÍCULOS 3, 17, 19, 21, 30, 32, Y 

34 DE LA LEY DE EXTRADICIÓN INTERNACIONAL 

 

El que suscribe, Raúl Ernesto Sánchez Barrales 

Zavalza, somete a consideración del pleno de esta 

Honorable Cámara de Diputados, la presente 

iniciativa que reforma los artículos 3, 17, 19, 21, 

30, 32 y 34 de la Ley de Extradición Internacional, 

con el objetivo de actualizar la mencionada ley 

vigente para permitir que sea la autoridad judicial 

a través del Juez de Distrito correspondiente y de 

la Fiscalía General de la República en conjunto, 

las que resuelvan los casos de extradición, así 

como el destino de los bienes decomisados en 

dichos casos. 

 

Exposición de motivos 

 

Las facultades resolutorias y ejecutorias de los 

casos de extradición deben decaer en la figura 

jurídica del Juez de Distrito correspondiente, y de 

la Fiscalía General de la República, y no en la 

Secretaría de Relaciones Exteriores, dado que solo 

la autoridad judicial debe ser la única que pueda 

determinar la procedencia de la extradición 

mediante el acto de una sentencia, si la misma 

cumple con el fondo de lo solicitado, y si se 

encuentra debidamente fundada y motivada con 

respecto al análisis de las pruebas.  



Enlace Parlamentario 14  

 

Jueves 25 de abril de 2019 

Por lo anterior, se propone evitar que haya una 

falta al debido proceso en todo ciudadano 

mexicano sometido a un proceso de extradición, 

para que sea una autoridad judicial y no una 

dependencia de la Administración Pública Federal 

como lo es la Secretaría de Relaciones Exteriores, 

la que determine la situación jurídica procedente 

en todo caso de extradición. 

  

Por ello, es prioritario que sean un juez de Distrito 

y la Fiscalía General de la República en conjunto, 

las autoridades competentes en la resolución de los 

casos de extradición, así como en el asunto 

correspondiente a los bienes decomisados del 

imputado, para que éstos no sean entregados al 

estado extranjero solicitante. 

 

DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN 

LOS ARTÍCULOS 3, 17, 19, 21, 30, 32 Y 34 DE 

LA LEY DE EXTRADICIÓN 

INTERNACIONAL 

 

Ley vigente Propuesta 

Artículo 3.- Las 

extradiciones que el 

Gobierno Mexicano 

solicite de estados 

extranjeros, se regirán 

por los tratados 

vigentes y a falta de 

éstos, por los artículos 

5, 6, 15 y 16 de esta 

Ley. 

 

Las peticiones de 

extradición que 

formulen las 

autoridades 

competentes federales, 

de los Estados de la 

República o del fuero 

común del Distrito 

Federal, se tramitarán 

ante la Secretaría de 

Relaciones Exteriores 

por conducto de la 

Procuraduría General 

de la República. 

Artículo 3.- Las 

extradiciones que el 

Gobierno Mexicano 

solicite de estados 

extranjeros, se regirán 

por los tratados 

vigentes y a falta de 

éstos, por los artículos 

5, 6, 15 y 16 de esta 

Ley. 

 

Las peticiones de 

extradición que 

formulen las 

autoridades 

competentes federales, 

de los Estados de la 

República o del fuero 

común del Distrito 

Federal, se tramitarán 

ante la Secretaría de 

Relaciones Exteriores, 

por conducto de la 

Fiscalía General de la 

República. 

Artículo 17.- Cuando 

un Estado manifieste 

la intención de 

presentar petición 

formal para la 

extradición de una 

determinada persona, 

y solicite la adopción 

de medidas 

precautorias respecto 

de ella, éstas podrán 

ser acordadas siempre 

que la petición del 

Estado solicitante 

contenga la expresión 

del delito por el cual se 

solicitará la 

extradición y la 

manifestación de 

existir en contra del 

reclamado una orden 

de aprehensión 

emanada de autoridad 

competente.  

 

Si la Secretaría de 

Relaciones Exteriores 

estimare que hay 

fundamento para ello, 

transmitirá la petición 

al Procurador General 

de la República, quien 

de inmediato 

promoverá ante el Juez 

de Distrito que 

corresponda, que dicte 

las medidas 

apropiadas, las cuales 

podrán consistir, a 

petición del 

Procurador General de 

la República, en 

arraigo o las que 

procedan de acuerdo 

con los tratados o las 

leyes de la materia. 

Artículo 17.- Cuando 

un Estado manifieste 

la intención de 

presentar petición 

formal para la 

extradición de una 

determinada persona, 

y solicite la adopción 

de medidas 

precautorias respecto 

de ella, éstas podrán 

ser acordadas siempre 

que la petición del 

Estado solicitante 

contenga la expresión 

del delito por el cual se 

solicitará la 

extradición y la 

manifestación de 

existir en contra del 

reclamado una orden 

de aprehensión 

emanada de autoridad 

competente.  

 

Si la Secretaría de 

Relaciones Exteriores 

estimare que hay 

fundamento para ello, 

transmitirá la petición 

al Fiscal General de 

la República, quien de 

inmediato promoverá 

ante el Juez de Distrito 

que corresponda, que 

dicte las medidas 

apropiadas, las cuales 

podrán consistir, a 

petición del Fiscal 

General de la 

República, en arraigo 

o las que procedan de 

acuerdo con los 

tratados o las leyes de 

la materia. 

 

El Juez de Distrito 

correspondiente, 
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tendrá plenitud de 

jurisdicción para 

valorar las pruebas y 

datos que le 

presenten las partes 

en la solicitud de la 

petición formal.  

Artículo 19.- Recibida 

la petición formal de 

extradición, la 

Secretaría de 

Relaciones Exteriores 

la examinará y si la 

encontrare 

improcedente no la 

admitirá, lo cual 

comunicará al 

solicitante. 

Artículo 19.- Recibida 

la petición formal de 

extradición, la 

Secretaría de 

Relaciones Exteriores 

y la Fiscalía General 

de la República la 

examinarán, y si la 

encontraren 

improcedente no la 

admitirán, lo cual 

comunicarán al 

solicitante. 

Artículo 21.- Resuelta 

la admisión de la 

petición la Secretaría 

de Relaciones 

Exteriores enviará la 

requisitoria al 

Procurador General de 

la República 

acompañando el 

expediente, a fin de 

que promueva ante el 

Juez de Distrito 

competente, que dicte 

auto mandándola 

cumplir y ordenando la 

detención del 

reclamado, así como, 

en su caso, el secuestro 

de papeles, dinero u 

otros objetos que se 

hallen en su poder, 

relacionados con el 

delito imputado o que 

puedan ser elementos 

de prueba, cuando así 

lo hubiere pedido el 

Estado solicitante. 

Artículo 21.- Resuelta 

la admisión de la 

petición la Secretaría 

de Relaciones 

Exteriores, enviará la 

requisitoria al Fiscal 

General de la 

República 
acompañando el 

expediente, a fin de 

que promueva ante el 

Juez de Distrito 

competente, que dicte 

auto mandándola 

cumplir y ordenando la 

detención del 

reclamado, así como 

el secuestro de 

evidencias, dinero 

depositado en 

cuentas nacionales 

y/o extranjeras, y 

otros objetos que se 

hallen en su poder, o 

que puedan ser 

elementos de prueba, 

lo cual será 

decomisado por la 

autoridad de la 

Fiscalía General de la 

República para 

realizar la 

investigación 

correspondiente, y en 

ningún caso será 

entregado al Estado 

solicitante.  

 

El aseguramiento y 

decomiso de los 

bienes estarán 

sujetos a la Ley 

Federal de Extinción 

de Dominio y demás 

leyes según 

corresponda. 

Artículo 30.- La 

Secretaría de 

Relaciones Exteriores 

en vista del expediente 

y de la opinión del 

Juez, dentro de los 

veinte días siguientes, 

resolverá si se concede 

o rehúsa la 

extradición.  

En el mismo acuerdo, 

se resolverá, si fuere el 

caso, sobre la entrega 

de los objetos a que se 

refiere el artículo 21. 

Artículo 30.- La 

Fiscalía General de la 

República, en vista 

del expediente y de la 

sentencia del Juez de 

Distrito, dentro de los 

veinte días siguientes, 

resolverá si se concede 

o rehúsa la 

extradición, e 

informará a la 

Secretaría de 

Relaciones 

Exteriores para que 

emita la declaratoria 

correspondiente, y 

notifique al detenido. 

En el mismo acuerdo, 

la Fiscalía General de 

la República 
resolverá lo 

concerniente al 

destino de los bienes y 

objetos decomisados a 

los que se refiere el 

artículo 21, y en 

ningún caso serán 

entregados al Estado 

solicitante. 
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Artículo 32.- Si el 

reclamado fuere 

mexicano y por ese 

solo motivo se 

rehusare la 

extradición, la 

Secretaría de 

Relaciones Exteriores 

notificará el acuerdo 

respectivo al detenido, 

y al Procurador 

General de la 

República, poniéndolo 

a su disposición, y 

remitiéndole el 

expediente para que el 

Ministerio Público 

consigne el caso al 

tribunal competente si 

hubiere lugar a ello. 

Artículo 32.- Si el 

reclamado fuere 

mexicano y por ese 

solo motivo se 

rehusare la 

extradición, la 

Secretaría de 

Relaciones Exteriores 

notificará el acuerdo 

respectivo al detenido, 

y al Fiscal General de 

la República, 

poniéndolo a su 

disposición, y 

remitiéndole el 

expediente para que el 

Ministerio Público 

consigne el caso al 

tribunal competente si 

hubiere lugar a ello. 

Artículo 34.- La 

entrega del reclamado, 

previo aviso a la 

Secretaría de 

Gobernación, se 

efectuará por la 

Procuraduría General 

de la República al 

personal autorizado 

del Estado que obtuvo 

la extradición, en el 

puerto fronterizo o en 

su caso a bordo de la 

aeronave en que deba 

viajar el extraditado. 

La intervención de las 

autoridades mexicanas 

cesará, en éste último 

caso, en el momento 

en que la aeronave esté 

lista para emprender el 

vuelo. 

Artículo 34.- La 

entrega del reclamado, 

previo aviso a la 

Secretaría de 

Gobernación, se 

efectuará por la 

Fiscalía General de la 

República al personal 

autorizado del Estado 

que obtuvo la 

extradición, en el 

puerto fronterizo o en 

su caso a bordo de la 

aeronave en que deba 

viajar el extraditado. 

La intervención de las 

autoridades mexicanas 

cesará, en éste último 

caso, en el momento 

en que la aeronave esté 

lista para emprender el 

vuelo. 

 

Transitorio 

 

Artículo primero. El Presente decreto entrará en 

vigor el día siguiente de su publicación en el 

Diario Oficial de la Federación. 

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 22 de abril de 

2019 

 

Dip. Raúl Ernesto Sánchez Barrales Zavalza 

 

 

 

 
 

 

 

DE LA DIP. SILVIA LORENA VILLAVICENCIO 

AYALA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE 

SE REFORMAN Y ADICIONAN DIVERSAS 

DISPOSICIONES DE LA LEY GENERAL PARA LA 

IGUALDAD DE MUJERES Y HOMBRES Y DE LA LEY 

FEDERAL DEL TRABAJO 

 

Quien suscribe, Silvia Lorena Villavicencio 

Ayala, diputada federal integrante del Grupo 

Parlamentario de Morena, con fundamento en lo 

dispuesto en los artículos 71, fracción II, de la 

Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, y 6, numeral 1, fracción I, 77, 78 y 

demás aplicables del Reglamento de la Cámara de 

Diputados, somete a la consideración de esta 

asamblea la presente iniciativa con proyecto de 

decreto por el que se reforman y adicionan 

diversas disposiciones de la Ley General para la 

Igualdad de Mujeres y Hombres y de la Ley 

Federal del Trabajo al tenor de la siguiente: 

 

Exposición de motivos 

 

En las últimas décadas, nuestro país se ha 

encaminado en una senda de transformaciones 

económicas y políticas; sin embargo, estos 

cambios no han significado mejores condiciones 

de vida para amplios sectores de la población. La 

dinámica de la desigualdad y los efectos que esta 

tiene sobre la vida diaria de las personas, así como 

sus graves consecuencias en la integración social, 

hacen que nuestro país requiera, de manera 

urgente, de una profunda renovación en materia de 

inclusión y participación ciudadana, la cual debe 

detonar en nuevas rutas de convivencia e incidir 

en nuestra democracia representativa y en mejores 

niveles de desarrollo.  
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En numerosas convenciones, tratados e informes, 

tanto internacionales como nacionales, se han 

expuesto y visibilizado las condiciones de 

desventaja por razones de género que enfrentan las 

mujeres en el mundo en todos los ámbitos. Uno de 

los espacios en el que persiste la desigualdad entre 

mujeres y hombres es el del mercado laboral. Y es 

que, a pesar de que cada vez más mujeres se han 

incorporado a la fuerza de trabajo, su participación 

en la economía continúa siendo menor en 

comparación con los hombres. 

  

Actualmente, las mujeres constituyen poco más de 

la mitad de la población en México y, 

potencialmente, la mitad de su fuerza de trabajo. 

Pero nuestro país aún no ha pasado por una 

reestructuración cultural y social de la división 

sexual del trabajo que nos lleve a lograr las 

condiciones para que las mujeres participen en 

igualdad de oportunidades, desde las 

circunstancias de contratación y oportunidades de 

ascenso, hasta las prestaciones y las condiciones 

laborales, que deben ser diferentes para mujeres y 

hombres. Por ejemplo, aproximadamente 277 mil 

mujeres han sido despedidas por embarazarse en 

los últimos tres años14.  

 

A las mujeres culturalmente se les han impuesto 

los deberes del hogar y los cuidados, los cuales 

solo han dificultado su participación en las 

actividades económicas. Y es que, estas tareas 

representan cargas de trabajo adicionales y 

situaciones emocionales que impiden que la mujer 

dedique un mayor tiempo y empeño en el 

desarrollo de su vida profesional. 

 

Si bien es cierto que las brechas salariales de 

género, reflejo de la discriminación y la 

desigualdad en el mercado laboral, han disminuido 

en nuestra región en las últimas décadas, los 

                                                 
14 En el marco del Sistema Nacional de Información 

Estadística y Geográfica, el Instituto Nacional de Estadística 

y Geografía (INEGI), llevó a cabo en el último trimestre de 

2016, la cuarta Encuesta Nacional sobre la Dinámica de las 

Relaciones en los Hogares 2016 (ENDIREH-2016).  

 

Esta encuesta ofrece a la sociedad y al estado información 

referente a las experiencias de violencia de tipo físico, 

esfuerzos continúan siendo insuficientes ya que 

persisten como obstáculo para la autonomía 

económica de las mujeres y la superación de la 

pobreza y la desigualdad en América Latina y el 

Caribe. Y es que, cabe mencionar que las brechas 

salariales de género en México han sido estudiadas 

ampliamente y se han hecho esfuerzos legislativos 

importantes, como las cuotas legislativas de 

género y el logro que ha significado la cada vez 

mayor representación femenina en la política 

mexicana, por mencionar solo un ejemplo.  

 

En México, las mujeres ganan en promedio 34.2% 

menos que los hombres, de acuerdo con datos del 

Consejo Nacional para Prevenir la Discriminación 

(Conapred), es decir, por cada 100 pesos que gana 

un hombre por su trabajo, las mujeres perciben 

65.8 pesos. Al mismo tiempo, las mujeres en el 

ámbito laboral tienen 7% menos probabilidad de 

no tener seguro médico. 

 

Las mujeres adultas con estudios universitarios 

ganan 79% de los ingresos de los hombres si 

laboran como empleadas u obreras, 68% cuando 

se trata del grupo de patronas o empleadoras y 

75% si son trabajadoras por cuenta propia. 

   

De los adultos que tuvieron acceso a la educación 

superior, 87.8% de los hombres participan en la 

economía, en comparación con sólo 69.3% de las 

mujeres. Es decir, alrededor del 30% de las 

mexicanas adultas que fueron a la universidad, 

más de un millón, no utiliza sus conocimientos en 

algún trabajo remunerado. Y es que, según 

indicadores del Inegi, el 57.4% de las mujeres que 

trabajan, se encuentra en un trabajo informal. 

 

La brecha salarial entre hombres y mujeres 

constituye un problema complejo en el que 

intervienen muchas causas que suelen estar 

económico, sexual, emocional y patrimonial, que han 

enfrentado las mujeres de 15 años y más en los distintos 

ámbitos de su vida (de pareja, familiar, escolar, laboral y 

comunitario) y recopila información, sobre los agresores y 

los lugares donde ocurrieron las agresiones. 

Disponibleen:https://www.inegi.org.mx/programas/endireh/

2016/  

 

https://www.inegi.org.mx/programas/endireh/2016/
https://www.inegi.org.mx/programas/endireh/2016/
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interrelacionadas. El hecho de que siga existiendo 

hoy en día se debe a desigualdades de género más 

amplias en los planos económico y social. Se dan 

casos en que los hombres y mujeres no reciben el 

mismo salario a pesar de realizar el mismo trabajo 

o trabajos de igual valor. Esos casos podrían ser 

una consecuencia de la llamada «discriminación 

directa», que consiste, simplemente, en que las 

mujeres reciben un trato menos favorable que los 

hombres. Alternativamente, podrían estar 

causados por ciertas políticas o prácticas que, si 

bien no se diseñaron con fines discriminatorios, 

conducen a una desigualdad en el trato dispensado 

a hombres y mujeres. 

 

La participación en el mercado de trabajo de 

hombres y mujeres varía considerablemente según 

las características de capital humano de los 

participantes, como en el caso del nivel de 

educación o la edad. Estudios de la Organización 

Internacional del Trabajo (OIT), muestran que la 

participación de los hombres es independiente de 

su nivel de educación, mientras que lo contrario 

acontece para las mujeres. En efecto, a mayor 

nivel de educación, corresponde a una 

participación laboral femenina más importante 

que casi llega a equiparar a la de los hombres en 

los rangos altos de la escala educacional. 

  

La participación de mujeres en el sector laboral ha 

aumentado considerablemente en los últimos 

años, sin embargo, México aún está por debajo del 

promedio de la Organización para la Cooperación 

y el Desarrollo Económico (OCDE). Al mismo 

tiempo que enfrentan condiciones laborales más 

desfavorables que sus pares hombres, debido a que 

su trabajo se centraliza en sectores ocupacionales 

con bajos salarios. 

 

Otro de los impactos que la brecha salarial tiene 

sobre las mujeres es que, al obtener menos 

ingresos a lo largo de su vida, tienen pensiones 

más bajas y un mayor riesgo de pobreza en la 

tercera edad.  

 

Acabar con el diferencial salarial entre hombres y 

mujeres debe ser una prioridad en México. Sin 

embargo, a pesar de la aprobación de varias 

políticas para combatir el problema, tales como la 

implementación de cuotas en la Cámara de 

Diputados y la creación de becas que permiten que 

el número de mujeres estudiando en universidades 

sea similar al de hombres, México sigue siendo 

muy tradicional respecto al papel de las mujeres 

en el mercado laboral.  

 

Para esto, se debe desarrollar un plan de acción 

encaminado a eliminar la brecha salarial entre 

hombres y mujeres basado en cinco criterios: 1) 

mejorar la aplicación de políticas ya existentes, a 

través de incrementar la calidad de los sistemas 

estadísticos, realizar campañas de sensibilización, 

etc.; 2) promover la integración de la perspectiva 

de género en el ámbito escolar; 3) reducir la 

violencia de género realizando políticas efectivas 

en pro de la mujer; 4) colaborar con los 

empresarios para mejorar la relación laboral, 

privada y familiar de las empleadas; 5) analizar las 

prácticas y los sistemas salariales de las 

organizaciones públicas y privadas, mejorando la 

situación cuando lo amerite.  

 

Es importante comparar las políticas públicas 

hechas en otros países cuya brecha salarial es 

mínima para poder implementar acciones 

efectivas que resuelvan el problema. Un ejemplo 

de lo anterior es lo que se ha venido realizando en 

Islandia, donde es ilegal pagar un salario menor a 

una mujer o a un hombre por el mismo trabajo, por 

lo que desde hace diez años ostenta la menor 

diferencia salarial según el Índice Global de la 

Brecha de Género elaborada por el FMI. 

 

¿Qué beneficios tendría eliminar la brecha 

salarial? 

  

•      La creación de una sociedad más justa e 

igualitaria. 

  

Una mayor igualdad entre hombres y mujeres 

produciría beneficios para la economía y para la 

sociedad en general. La eliminación de la brecha 

salarial entre hombres y mujeres contribuiría a 

reducir los niveles de pobreza y a aumentar los 

ingresos que reciben las mujeres a lo largo de su 

vida. No solo se evitaría el riesgo de que las 
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mujeres cayeran víctimas de la pobreza a lo largo 

de su vida laboral, sino que también se reduciría el 

riesgo de pobreza tras la jubilación. 

 

•      La creación de empleos de calidad. 

  

Las mujeres tienen cada vez mayores expectativas 

respecto a su carrera profesional, por lo que, si las 

empresas quieren atraer a los mejores talentos, la 

igualdad en el trabajo se torna indispensable. Para 

ello es muy importante crear empleos de calidad y 

formar una mano de obra altamente motivada. Los 

empleos de calidad son cruciales para poder 

construir un entorno de trabajo positivo en que a 

todos los trabajadores se les valore por su trabajo. 

  

•      Con ello se benefician las empresas, los 

trabajadores y la economía. 

  

Los empresarios pueden obtener beneficios si 

utilizan los talentos y las capacidades de las 

mujeres de manera más eficaz, por ejemplo, 

valorando las capacidades de la mujer y diseñando 

políticas de conciliación de la vida laboral y 

familiar, así como de formación y desarrollo 

profesional. Las mujeres poseen capacidades y 

talentos a los que no se les suele sacar partido en 

el lugar de trabajo, por lo que su potenciación 

puede ayudar a las empresas a hacer frente a la 

falta de ideas. Valorar a las mujeres por el trabajo 

que realizan y ofrecerles una remuneración justa 

por sus competencias y su potencial puede hacer 

mejorar el rendimiento y la eficacia de una 

empresa, por ejemplo, al atraer y retener al 

personal mejor cualificado y preparado, y al 

ofrecer una imagen positiva a los clientes. 

  

Las empresas que aplican planes y estrategias de 

igualdad en sus lugares de trabajo ofrecen el mejor 

ambiente posible para el trabajador, 

independientemente de cuál sea su sexo. 

Asimismo, tener un buen ambiente de trabajo 

ayuda a una empresa a atraer clientes, a mejorar su 

rendimiento y a impulsar el espíritu competitivo. 

Los trabajadores que tienen mayor confianza en sí 

mismos y que se sienten valorados por las 

funciones que realizan tienden a ser más 

innovadores y productivos en su trabajo. 

 •      La disminución del número de procesos 

judiciales y reclamaciones. 

  

En una organización en la que se garantiza que los 

empleados recibirán igual retribución por un 

trabajo del mismo valor, los empresarios evitarán 

reclamaciones por discriminación y prácticas 

laborales injustas. Así se evitará el emplear tiempo 

y dinero en atender a demandas y procesos 

judiciales posteriores.  

  

•      Una base para la recuperación y el crecimiento 

económico. 

  

Durante la crisis financiera y económica, la 

participación de la mujer en la economía y su 

contribución a las finanzas familiares han 

aumentado. Por ello, es muy importante mantener 

vivas las cuestiones de la igualdad de género y de 

la eliminación de la brecha salarial entre hombres 

y mujeres, ya que contribuyen a la creación de 

empleo, la competitividad y la recuperación 

económica. 

  

La situación de las mujeres en relación con los 

ingresos las coloca en una condición de 

vulnerabilidad que afecta su autonomía y 

empoderamiento económico, debido a que existe 

una proporción considerable de mujeres que no 

tienen ingresos propios y, por otro lado, de las que 

cuentan con ingresos se observa notables 

diferencias respecto a los hombres en la magnitud 

de sus ingresos y en la composición de los mismos. 

 

Por tanto, la reducción de la brecha salarial entre 

mujeres y hombres en México no solo requiere 

enfocarse en la igualdad económica, sino en una 

conciliación entre la vida profesional y personal de 

la mujer, así como en la armonización de políticas 

públicas que faciliten su desarrollo académico y 

laboral. 

 

De acuerdo con lo anteriormente expresado se 

presentan las siguientes consideraciones: 

 

1.- La Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos en su artículo 4º párrafo primero 

establece la igualdad ante la ley para hombres y 
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mujeres1, de igual forma por mandato del artículo 

123 párrafo primero2, se decreta que el trabajo es 

un derecho universal protegido por la Norma 

Suprema, y en la fracción VII del apartado A3, que 

rige las relaciones laborales de los trabajadores 

sujetos al régimen del Instituto Mexicano del 

Seguro Social, establece la igualdad salarial sin 

distinciones por “sexo”, lo que constituye la 

protección de las mujeres ante la desigualdad 

salarial, réplica en el apartado B, fracción V4, 

relativo a las relaciones de trabajo de los 

servidores públicos de la nación. Dicho de otra 

manera, las distinciones basadas en el género en 

materia de sueldos y salarios son 

inconstitucionales y por tanto establecen una 

desigualdad en el acceso a los derechos humanos, 

que debe ser identificada, prevenida y erradicada, 

bajo los principios constitucionales. 

 

2.- La Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos otorga supremacía legal en la Unión a 

los Tratados Internacionales en virtud de su 

artículo 1335, de igual forma, dado el tratamiento 

competencial del artículo 1246 y la facultad 

                                                 
1 Artículo 4o. El varón y la mujer son iguales ante la ley. …  

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 

DOF: 05-02-1917 
2 Artículo 123. Toda persona tiene derecho al trabajo digno 

y socialmente útil; al efecto, se promoverán la creación de 

empleos y la organización social de trabajo, conforme a la 

ley. 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 

DOF: 05-02-1917, última reforma DOF: 18-06-2008. 
3 Artículo 123: … 

I. a VI. … 

VII.  Para trabajo igual debe corresponder salario igual, 

sin tener en cuenta sexo ni nacionalidad. Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos, DOF: 05-02-

1917 
4 Artículo 123: … 

B. Entre los Poderes de la Unión y sus trabajadores: 

I. a IV. … 

V.  A trabajo igual corresponderá salario igual, sin 

tener en cuenta el sexo;  

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 

DOF: 05-02-1917 
5 Artículo 133. Esta Constitución, las leyes del Congreso de 

la Unión que emanen de ella y todos los tratados que estén 

de acuerdo con la misma, celebrados y que se celebren por 

el Presidente de la República, con aprobación del Senado, 

serán la Ley Suprema de toda la Unión. Los jueces de cada 

expresa del artículo 73, fracción X7, la Federación 

tiene competencia única para legislar en materia 

de trabajo, por lo que le concierne realizar las 

reformas conducentes para aplicar lo estipulado en 

los Tratados Internacionales en materia de 

derechos laborales a la normatividad mexicana. 

 

3.- En primer término y a efectos del considerando 

segundo de la Iniciativa, se tiene por ratificado por 

el Estado Mexicano, el Convenio sobre igualdad 

de remuneración (C100), de la Organización 

Internacional del Trabajo OIT8, que expresa lo 

siguiente: 

 
Artículo 1 

A los efectos del presente Convenio: 

(a) el término remuneración comprende el salario o 

sueldo ordinario, básico o mínimo, y cualquier otro 

emolumento en dinero o en especie pagados por el 

empleador, directa o indirectamente, al trabajador, en 

concepto del empleo de este último; 

(b) la expresión igualdad de remuneración entre la 

mano de obra masculina y la mano de obra femenina 

por un trabajo de igual valor designa las tasas de 

remuneración fijadas sin discriminación en cuanto al 

sexo. 

entidad federativa se arreglarán a dicha Constitución, leyes 

y tratados, a pesar de las disposiciones en contrario que 

pueda haber en las Constituciones o leyes de las entidades 

federativas. 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 

DOF: 05-02-1917, última reforma 29-01-2016. 
6 Artículo 124. Las facultades que no están expresamente 

concedidas por esta Constitución a los funcionarios 

federales, se entienden reservadas a los Estados o a la Ciudad 

de México, en los ámbitos de sus respectivas competencias. 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
DOF: 05-02-1917, última reforma 29-01-2016. 
7 Artículo 73. El Congreso tiene facultad: 

I. a IX. … 

X.  Para legislar en toda la República sobre 

hidrocarburos, minería, sustancias químicas, explosivos, 

pirotecnia, industria cinematográfica, comercio, juegos con 

apuestas y sorteos, intermediación y servicios financieros, 

energía eléctrica y nuclear y para expedir las leyes del 

trabajo reglamentarias del artículo 123; 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 

DOF: 05-02-1917, última reforma DOF: 20-07-2007 
8 Convenio sobre Igualdad de remuneración (C100) OIT, 

ratificado por México el 23 de Agosto de 1952, disponible 

en: 

https://www.ilo.org/dyn/normlex/es/f?p=NORMLEXPUB:

12100:0::NO::P12100_ILO_CODE:C100  

https://www.ilo.org/dyn/normlex/es/f?p=NORMLEXPUB:12100:0::NO::P12100_ILO_CODE:C100
https://www.ilo.org/dyn/normlex/es/f?p=NORMLEXPUB:12100:0::NO::P12100_ILO_CODE:C100
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Artículo 2 

1. Todo Miembro deberá, empleando medios 

adaptados a los métodos vigentes de fijación de tasas 

de remuneración, promover y, en la medida en que 

sea compatible con dichos métodos, garantizar la 

aplicación a todos los trabajadores del principio de 

igualdad de remuneración entre la mano de obra 

masculina y la mano de obra femenina por un trabajo 

de igual valor. 

2. Este principio se deberá aplicar sea por medio de: 

(a) la legislación nacional; 

(b) cualquier sistema para la fijación de la 

remuneración, establecido o reconocido por la 

legislación; 

(c) contratos colectivos celebrados entre empleadores 

y trabajadores; o 

(d) la acción conjunta de estos diversos medios. 

 

Y a efectos del considerando tercero, se cita el 

Convenio sobre discriminación (ocupación y 

empleo), (C111)9 de la misma Organización 

Internacional del Trabajo, que de igual forma 

establece medidas para evitar la discriminación 

por motivos de género de acuerdo con lo siguiente: 

 
Artículo 1 

1. A los efectos de este Convenio, el 

término discriminación comprende: 

(a) cualquier distinción, exclusión o preferencia 

basada en motivos de raza, color, sexo, religión, 

opinión política, ascendencia nacional u origen social 

que tenga por efecto anular o alterar la igualdad de 

oportunidades o de trato en el empleo y la ocupación; 

(b) cualquier otra distinción, exclusión o preferencia 

que tenga por efecto anular o alterar la igualdad de 

oportunidades o de trato en el empleo u ocupación 

que podrá ser especificada por el Miembro interesado 

previa consulta con las organizaciones 

representativas de empleadores y de trabajadores, 

cuando dichas organizaciones existan, y con otros 

organismos apropiados. 

2. Las distinciones, exclusiones o preferencias 

basadas en las calificaciones exigidas para un empleo 

determinado no serán consideradas como 

discriminación. 

3. A los efectos de este Convenio, los 

términos empleo y ocupación incluyen tanto el 

acceso a los medios de formación profesional y la 

admisión en el empleo y en las diversas ocupaciones 

como también las condiciones de trabajo. 

 

Artículo 2 

                                                 
9 Convenio sobre la Discriminación (Ocupación y Empleo) 

(C111), OIT, ratificado por México el día 11 de septiembre 

Todo Miembro para el cual este Convenio se halle en 

vigor se obliga a formular y llevar a cabo una política 

nacional que promueva, por métodos adecuados a las 

condiciones y a la práctica nacionales, la igualdad de 

oportunidades y de trato en materia de empleo y 

ocupación, con objeto de eliminar cualquier 

discriminación a este respecto. 

 

Artículo 3 

Todo Miembro para el cual el presente Convenio se 

halle en vigor se obliga por métodos adaptados a las 

circunstancias y a las prácticas nacionales, a: 

(a) tratar de obtener la cooperación de las 

organizaciones de empleadores y de trabajadores y de 

otros organismos apropiados en la tarea de fomentar 

la aceptación y cumplimiento de esa política; 

(b) promulgar leyes y promover programas 

educativos que por su índole puedan garantizar la 

aceptación y cumplimiento de esa política; 

(c) derogar las disposiciones legislativas y modificar 

las disposiciones prácticas administrativas que sean 

incompatibles con dicha política; 

(d) llevar a cabo dicha política en lo que concierne a 

los empleos sometidos al control directo de una 

autoridad nacional; 

(e) asegurar la aplicación de esta política en las 

actividades de orientación profesional, de formación 

profesional y de colocación que dependan de una 

autoridad nacional; 

(f) indicar en su memoria anual sobre la aplicación de 

este Convenio las medidas adoptadas para llevar a 

cabo esa política y los resultados obtenidos. 

 

Expresado lo anterior es menester del Estado 

aplicar las medidas conducentes para lograr los 

objetivos que los convenios anteriores disponen, 

dada su supremacía legal en términos de la 

constitución, reiterando lo expresado por la misma 

Norma Fundamental, así las cosas se conviene 

desarrollar mejores prácticas en la ejecución de las 

políticas públicas a efectos de disminuir el 

impacto de la brecha salarial entre mujeres y 

hombres, que constituye como ya se ha expresado 

una forma de inequidad que debe ser atendida por 

las autoridades conducentes. 

 

4.- La Convención para Eliminar toda Forma de 

Discriminación contra la Mujer, conocida por sus 

siglas como CEDAW, establece en forma 

particular la obligación de los Estados Parte para 

de 1961, disponible en:  

https://www.ilo.org/dyn/normlex/es/f?p=NORMLEXPUB:

12100:0::NO::P12100_ILO_CODE:C111  

https://www.ilo.org/dyn/normlex/es/f?p=NORMLEXPUB:12100:0::NO::P12100_ILO_CODE:C111
https://www.ilo.org/dyn/normlex/es/f?p=NORMLEXPUB:12100:0::NO::P12100_ILO_CODE:C111
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desarrollar acciones, que conlleven a la igualdad 

salarial, reiterando el término “trabajo de igual 

valor”, sobre el cual se basarán las conclusiones de 

la exposición de motivos, que sustenta la 

iniciativa, así se considera pertinente citar de 

forma textual el artículo 11 numeral 1 de dicho 

tratado internacional que a la letra dice: 

 
Artículo 11. 1. Los Estados Partes adoptarán todas 

las medidas apropiadas para eliminar la 

discriminación contra la mujer en la esfera del 

empleo a fin de asegurar, en condiciones de 

igualdad entre hombres y mujeres, los mismos 

derechos, en particular:  
 

El derecho al trabajo como derecho inalienable de 

todo ser humano; El derecho a las mismas 

oportunidades de empleo, inclusive a la aplicación de 

los mismos criterios de selección de cuestiones de 

empleo; El derecho a elegir libremente profesión y 

empleo, el derecho al ascenso, a la estabilidad en el 

empleo y a todas las prestaciones y otras condiciones 

de servicio, y el derecho al acceso a la formación 

profesional y al readiestramiento, incluido el 

aprendizaje, la formación profesional y el 

adiestramiento periódico;  

 

El derecho a igual remuneración, inclusive 

prestaciones, y a igualdad de trato con respecto a 

un trabajo de igual valor, así́ como a igualdad de 

trato con respecto a la evaluación de la calidad de 

trabajo; El derecho a la seguridad social, en 

particular en casos de jubilación, desempleo, 

enfermedad, invalidez, vejez u otra incapacidad para 

trabajar, así́ como el derecho a vacaciones pagadas;  

El derecho a la protección de la salud y a la seguridad 

en las condiciones de trabajo, incluso la salvaguardia 

de la función de reproducción.  
 

Este postulado incluye acciones más profundas a 

desarrollar que las establecidas en la legislación 

laboral mexicana, en su bloque constitucional, 

dado que no se reconoce el término “trabajo de 

igual valor”, sin embargo, su incorporación al 

bloque requiere una revisión profunda del marco 

jurídico y de la responsabilidad de las instituciones 

que actualmente tienen esa función, lo cual se 

expondrá a detalle más adelante. 

 

5.- Con la ratificación de la CEDAW, México se 

compromete a atender en todos sus niveles de 

gobierno las recomendaciones vinculantes, de 

forma que la implementación del Tratado 

Internacional sea integral y contemple las 

adecuaciones al marco normativo nacional, para 

que se incida directamente en las políticas 

públicas.  

 

En ese tenor se considera conveniente referir las 

observaciones que la Oficina del Alto 

Comisionado de las Naciones Unidas para los 

derechos humanos ha externado en relación con 

nuestro país en los siguientes documentos: 

 

Observaciones finales del Comité para la 

Eliminación de la Discriminación contra la 

Mujer (CEDAW/C/MEX/7-8) en sus reuniones 

1051a y 1052a, celebradas el 17 de julio de 2012. 

 

Empleo  

 

22. El Comité observa con preocupación la 

persistencia de las prácticas discriminatorias 

contra la mujer en el ámbito del empleo, como el 

requisito de presentar certificados de ingravidez 

para acceder a un empleo o mantenerlo, la práctica 

de someter a las embarazadas a condiciones de 

trabajo difíciles o peligrosas para forzarlas a 

renunciar al empleo, y que la reforma de la Ley 

Federal del Trabajo esté pendiente desde hace 

varios años. Preocupan también al comité los 

informes de que tres de cada 10 mujeres han sido 

víctimas de actos de violencia en el lugar de 

trabajo, incluido el abuso y el hostigamiento 

sexual. Otro motivo de preocupación son las 

enormes diferencias de salarios entre hombres 

y mujeres y que el 56,6% de la población 

trabajadora femenina se desempeñe en el 

sector de trabajo no estructurado y, por 

consiguiente, no tenga acceso a las prestaciones 

de seguridad social. Preocupan también las 

desigualdades en las condiciones laborales de los 

trabajadores domésticos, el 99% de los cuales son 

mujeres, ya que sufren discriminación en la 

remuneración, los horarios de trabajo y las 

prestaciones.  

 

23. El Comité reitera su recomendación anterior 

de que el Estado parte armonice plenamente su 

legislación laboral con el artículo 11 del convenio 
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y acelere la adopción de la Ley Federal del 

Trabajo, pendiente desde hace varios años. Insta al 

Estado parte a que:  

 

 a) Adopte medidas para garantizar la 

igualdad de oportunidades para mujeres y 

hombres en el mercado laboral, inclusive 

recurriendo a medidas especiales de carácter 

temporal, con objetivos que hayan de alcanzarse 

en un plazo prefijado, conforme a lo dispuesto en 

el artículo 4, párrafo 1, de la convención y en la 

recomendación general 25 (2004) del comité, y 

proporcionando a la Inspección General de 

Trabajo los recursos humanos y financieros que 

sean necesarios y efectivos para supervisar y 

sancionar las prácticas discriminatorias contra la 

mujer en el ámbito del empleo, como ocurre en la 

industria maquiladora;  

 

 b) Garantice la implementación 

efectiva del protocolo para la intervención en 

casos de hostigamiento sexual en la 

administración pública y adopte medidas 

semejantes para prevenir ese delito en el sector 

privado;  

 

 c) Adopte medidas que permitan 

mejorar la situación de la mujer en el sector no 

estructurado, supervisar sus efectos y asegurar la 

continuación del programa Seguro Popular, 

orientado a la prestación de servicios de salud a 

ese grupo de mujeres; 

 

 d) Revise el marco jurídico de 

protección social para formular una política 

integral que asegure a los trabajadores domésticos 

acceso en pie de igualdad a una remuneración y 

tratamiento iguales por trabajo de igual valor, con 

inclusión de prestaciones, así como acceso en pie 

de igualdad a la seguridad social y a condiciones 

de trabajo seguras;  

 

 e) Ratifique el Convenio núm. 156 de 

la OIT sobre los trabajadores con 

responsabilidades familiares, y el Convenio núm. 

189 sobre el trabajo decente para las trabajadoras 

y los trabajadores domésticos.  

 

Observaciones finales sobre el noveno informe 

periódico de México (CEDAW/C/MEX/9) en sus 

sesiones 1608ª y 1609ª, de octubre de 2018 

 

30. El Comité acoge con satisfacción los 

esfuerzos que se están realizando para promover la 

integración de la mujer en el mercado de trabajo, 

como las reformas de la Ley Federal del Trabajo. 

Sin embargo, le preocupa: 

 

 a) La escasa participación económica 

de las mujeres en el Estado parte (el 44% frente al 

78% de los hombres); 

 

 b) La persistente disparidad 

salarial por razón de género (el 5,8% in 2017) 

tanto en el sector público como en el privado; 

 

 c) La distribución desigual del trabajo 

doméstico y asistencial entre las mujeres y los 

hombres y los breves períodos de licencia de 

paternidad, que obligan a muchas mujeres a 

aceptar empleos de bajos ingresos a tiempo parcial 

en el sector informal; 

 

 d) La situación de precariedad en que 

se encuentran las trabajadoras domésticas, que, 

por término medio, ganan menos de la mitad del 

salario mínimo, no pueden acceder a la seguridad 

social ni a prestaciones de salud y no están 

amparadas jurídicamente por la Ley Federal del 

Trabajo;  

 

 e) El limitado acceso al mercado de 

trabajo formal de las mujeres migrantes, 

indígenas, afromexicanas y con discapacidad. 

 

31. El Comité reitera sus recomendaciones 

anteriores (CEDAW/C/MEX/CO/7-8, párr. 29) y 

recomienda al Estado parte que:  

 

 a) Adopte medidas para aumentar el 

acceso de las mujeres al mercado de trabajo formal 

y promueva su empleo en sectores mejor 

remunerados tradicionalmente reservados a los 

hombres, y cree oportunidades de empleo para los 

grupos desfavorecidos de mujeres, adoptando 

medidas especiales de carácter temporal de 
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conformidad con el artículo 4.1, de la Convención 

y su recomendación general núm. 25; 

 

 b) Aplique el principio de la 

igualdad de remuneración por un trabajo de 

igual valor, de conformidad con el Convenio 

sobre Igualdad de Remuneración, 1951 (núm. 

100) de la OIT e intensifique sus esfuerzos para 

reducir y cerrar la brecha salarial por razón de 

género, entre otras cosas adoptando nuevas 

medidas como los métodos analíticos de 

clasificación y evaluación de puestos neutros en 

cuanto al género, y la realización periódica de 

encuestas sobre remuneraciones; 

 

 c) Vigile y haga cumplir las leyes de 

protección y promoción de las licencias de 

maternidad, aumente los incentivos para que los 

hombres ejerzan su derecho a la licencia parental 

y agilice la aprobación de la política nacional de 

cuidado para ofrecer servicios de guardería 

suficientes y adecuados; 

 

 d) Reforme la Ley Federal del Trabajo 

para dar cobertura a los trabajadores domésticos, 

realice inspecciones de trabajo periódicas en 

domicilios privados y ratifique el Convenio sobre 

las Trabajadoras y los Trabajadores Domésticos, 

2011 (núm. 189) de la OIT con carácter prioritario. 

 

De lo anteriormente expuesto se desprende las 

siguientes premisas sobre las que se motiva la 

Iniciativa con proyecto de decreto. 

 

 A pesar de la presencia en la Ley del 

principio de Igualdad Salarial, (Art. 123 

Constitucional), sus objetivos no se han 

logrado, principalmente por la prevalencia 

de la “División Sexual del Trabajo”. 

 

 La División Sexual del Trabajo no solo 

determina las actividades que desarrollaran 

hombres y mujeres a lo largo de su vida, 

sean remuneradas o no, un ejemplo es el 

trabajo del hogar no remunerado o en el caso 

particular de las actividades de traspatio en 

el sector rural, son ejercidas solamente por 

mujeres, “El trabajo doméstico como 

consecuencia o resultado histórico de una 

división del trabajo (público y privado), 

asigna de forma exclusiva la 

responsabilidad, cuidado de los hijos e hijas 

y el trabajo de los quehaceres del hogar a las 

mujeres; es una de las áreas críticas y 

discriminatorias que ha limitado, 

obstaculizado e impedido su acceso a los 

recursos productivos, recreativos y sus 

beneficios, así como su participación 

pública y política en las instancias de toma 

de decisiones y al ejercicio del poder. Es 

decir, el trabajo doméstico asignado casi 

exclusivamente a las mujeres ha implicado 

un serio obstáculo a su desarrollo humano. 

(Zamudio Sanchez & Nuñez Vera, 2011) “. 

En este sentido la determinación del ingreso 

está íntimamente ligada a la División Sexual 

del Trabajo lo que nos conlleva a proponer 

lo siguiente: 

 

 Las desigualdades en el ingreso, por 

vía del salario y la propiedad, tienen su 

origen en una acción sociológica llamada 

“División Sexual del Trabajo”, la cual ha 

asignado habilidades, competencias, 

valores y responsabilidades a las personas 

con base en sus características biológicas, 

además de que no sólo ha determinado las 

actividades para hombres y mujeres sino 

también su ingreso. 
 

 Derivado de lo anterior las mujeres 

tienen menores ingresos, porque tienen 

diferentes trabajos que están tasados con 

base a una discriminación por motivos de 

género.  

 

 Observemos con detalle la Tabla de 

Salarios Mínimos Profesionales vigentes en 

nuestro país a partir del 01 de enero de 2019.  
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En ella existe una amplia división de los 

empleos que hacen hombres y mujeres y 

muy pocos de naturaleza mixta, quizá solos 

los que se refieren al sector terciario en 

ventas al público. Se puede inferir que la 

mayoría de los trabajos sobre los cuales la 

Comisión Nacional de los Salarios Mínimos 

realiza su medición, son ejercidos por 

varones, quienes ocupan la mayoría de los 

empleos en los sectores primario y 

secundario de la economía estructurada y 

como ya lo ha referido el Comité sobre los 

Derechos de la Mujer, 56 de cada 100 

mujeres laboran en el denominado sector 

informal, donde no existe una medición de 

ingreso. 

 

 Ahora bien, retomemos el concepto 

trabajo de igual valor, lo que la OIT 

manifiesta con este término, es la necesidad 

de evaluar el tipo de trabajo en función de 

diversos factores, primero si es una 

actividad primordialmente ejercida por 

mujeres, segundo si existe un trabajo 

desarrollado primordialmente por hombres, 

que sea equiparable en su participación 

económica y su contribución al desarrollo 

con un empleo desarrollado por mujeres. 
 

 A manera de ejemplo retomemos la 

Tabla de Salarios Mínimos Profesionales, 

para exponer con más detalle lo que se 

plantea; se tiene el empleo “Costurero(a) en 

confección de ropa en trabajo a domicilio” 

con un salario diario de 110.08 pesos, y en 

contraposición el empleo “Sastrería en 

trabajo a domicilio, oficial de” con un 

salario diario de 121.37 pesos, es decir entre 

ambos salarios hay una diferencia de 10% 

entre ambos, es claro que existe una división 

sexual del trabajo, porque en el primero es 

un empleo desarrollado en su mayoría por 

mujeres y de forma inversa para el otro 

empleo. Pero objetivamente ambos empleos 

tienen como finalidad confeccionar ropa o 

repararla a domicilio y quizá en términos de 

participación económica, ambos generen la 

misma productividad, pero observamos que 

en este sentido una mujer no podría ser 

contratada como sastre, e inversamente un 

hombre como costurero. 

 

 Así es complicado que mujeres y 

hombres tengan igualdad salarial porque 

la División Sexual del Trabajo hace que 

ambos sexos tengan diferentes empleos 

los cuales no están igualados en base a su 

valor, sino que pondera quien lo realiza 

hombres o mujeres.  
 

 Entonces es necesario una política de 

revisión de cada uno de los empleos 

medibles por la CONASAMI para 

identificar estas desigualdades e 

incorporar otros empleos mayormente 

realizados por mujeres, para 

equipararlos con los hombres, un ejemplo 

podría ser el trabajo doméstico a 

domicilio, que podría empatizarse con 

alguno de los 59 tipos de empleo 

registrados en la Tabla de Salarios 

Mínimos Profesionales. 
 

 Por lo tanto, es necesario que las 

instituciones construyan acciones necesarias 

para eliminar este tipo de inequidades, de lo 

contrario se mantendrá la desigualdad por 

motivos de género. 

 

A continuación, se plantea un cuadro comparativo 

de las reformas propuestas: 

 

Ley General para la Igualdad entre Mujeres y 

Hombres: 

 

Dice Debe Decir 

Artículo 34. Para 

los efectos de lo 

previsto en el 

artículo anterior, 

las autoridades 

correspondientes 

garantizarán el 

principio de 

igualdad sustantiva 

entre mujeres y 

Artículo 34. Para los 

efectos de lo previsto 

en el artículo anterior, 

las autoridades 

correspondientes 

garantizarán el 

principio de igualdad 

sustantiva entre 

mujeres y hombres en 

el ámbito del empleo, 
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hombres en el 

ámbito del empleo, 

así como el 

derecho 

fundamental a la no 

discriminación de 

aquellas en las 

ofertas laborales, 

en la formación y 

promoción 

profesional, en las 

condiciones de 

trabajo, incluidas 

las retributivas, y 

en la afiliación y 

participación en las 

organizaciones 

sindicales, 

empresariales o en 

cualquier 

organización cuyos 

miembros ejerzan 

una profesión 

concreta, para lo 

cual desarrollarán 

las siguientes 

acciones: 

así como el derecho 

fundamental a la no 

discriminación de 

aquellas en las ofertas 

laborales, en la 

formación y 

promoción 

profesional, en las 

condiciones de 

trabajo, incluidas las 

retributivas y de 

seguridad social, y en 

la afiliación y 

participación en las 

organizaciones 

sindicales, 

empresariales o en 

cualquier organización 

cuyos miembros 

ejerzan una profesión 

concreta, para lo cual 

desarrollarán las 

siguientes acciones: 

I. a VIII.  … I. a VIII. … 

IX. … 

a) a c) … 

IX. … 

a) a c) … 

d) Sin correlativo d) La aplicación de 

entrevista a por lo 

menos una mujer 

para la contratación 

en puestos 

directivos; 

e) Las demás 

consideraciones 

en materia de 

salubridad, 

protección y 

prevención de la 

desigualdad en el 

ámbito laboral; 

e) Las demás 

consideraciones en 

materia de 

salubridad, 

protección y 

prevención de la 

desigualdad en el 

ámbito laboral; 

X. a XIII. … X. a XIII. … 

XIV. Sin 

Correlativo 

XIV. Desarrollar 

políticas públicas 

para identificar 

desigualdades en el 

salario entre mujeres 

y hombres, que 

conlleven a 

equiparar trabajos 

de igual valor en la 

participación 

económica. 

 

Ley Federal del Trabajo 

 

DICE DEBE DECIR 

Artículo 56. Las 

condiciones de 

trabajo basadas en el 

principio de igualdad 

sustantiva entre 

mujeres y hombres 

en ningún caso 

podrán ser inferiores 

a las fijadas en esta 

Ley y deberán ser 

proporcionales a la 

importancia de los 

servicios e iguales 

para trabajos iguales, 

sin que puedan 

establecerse 

diferencias y/o 

exclusiones por 

motivo de origen 

étnico o 

nacionalidad, sexo, 

género, edad, 

discapacidad, 

condición social, 

condiciones de salud, 

religión, opiniones, 

preferencias 

sexuales, 

condiciones de 

embarazo, 

responsabilidades 

familiares o estado 

civil, salvo las 

modalidades 

expresamente 

Artículo 56. Las 

condiciones de trabajo 

basadas en el principio 

de igualdad sustantiva 

entre mujeres y 

hombres en ningún 

caso podrán ser 

inferiores a las fijadas 

en esta Ley y deberán 

ser proporcionales a la 

importancia de los 

servicios e iguales 

para trabajos iguales o 

para trabajos de 

igual valor, sin que 

puedan establecerse 

diferencias y/o 

exclusiones por 

motivo de origen 

étnico o nacionalidad, 

sexo, género, edad, 

discapacidad, 

condición social, 

condiciones de salud, 

religión, opiniones, 

preferencias sexuales, 

condiciones de 

embarazo, 

responsabilidades 

familiares o estado 

civil, salvo las 

modalidades 

expresamente 

consignadas en esta 
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consignadas en esta 

Ley. 

Artículo 93.- Los 

salarios mínimos 

profesionales regirán 

para todos los 

trabajadores de las 

ramas de actividad 

económica, 

profesiones, oficios o 

trabajos especiales 

que se determinen 

dentro de una o 

varias áreas 

geográficas de 

aplicación. 

Artículo 93.- Los 

salarios mínimos 

profesionales regirán 

para todos los 

trabajadores de las 

ramas de actividad 

económica, 

profesiones, oficios o 

trabajos especiales que 

se determinen dentro 

de una o varias áreas 

geográficas de 

aplicación. 

Sin Correlativo Los salarios mínimos 

profesionales 

deberán 

determinarse de 

acuerdo con el 

principio de igual 

remuneración para 

trabajos de igual 

valor. 

Artículo 562.- … 

I. … 

a) a d). … 

Artículo 562.- … 

I. … 

a) a d) … 

e) Sin Correlativo e) Los factores que 

determinan el igual 

valor en la 

participación 

económica, entre los 

trabajos 

desempeñados por 

mujeres y hombres. 

II. … 

a) a b). … 

II. … 

a) a b). … 

c) Sin Correlativo c) Las condiciones de 

desigualdad y acceso 

al trabajo entre 

hombres y mujeres. 

 

Es por lo anteriormente expuesto y de acuerdo con 

los artículos citados en el proemio que se presenta 

ante esta H. Soberanía el siguiente: 

Proyecto de decreto 

 

Primero. - Se reforma el primer párrafo y se 

adicionan el inciso d) recorriéndose al 

subsecuente en su orden, y la fracción XIV, todo 

del artículo 34 de la Ley General para la Igualdad 

entre Mujeres y Hombres para quedar en los 

siguientes términos: 

 

Artículo 34. Para los efectos de lo previsto en el 

artículo anterior, las autoridades correspondientes 

garantizarán el principio de igualdad sustantiva 

entre mujeres y hombres en el ámbito del empleo, 

así como el derecho fundamental a la no 

discriminación de aquellas en las ofertas laborales, 

en la formación y promoción profesional, en las 

condiciones de trabajo, incluidas las retributivas y 

de seguridad social, y en la afiliación y 

participación en las organizaciones sindicales, 

empresariales o en cualquier organización cuyos 

miembros ejerzan una profesión concreta, para lo 

cual desarrollarán las siguientes acciones: 

 

I. a VIII. … 
 

IX. … 

 

a) a c) … 
 

d) La aplicación de entrevista a por lo menos 

una mujer para la contratación en puestos 

directivos; 
 

e) Las demás consideraciones en materia de 

salubridad, protección y prevención de la 

desigualdad en el ámbito laboral; 
 

X. a XIII. … 
 

XIV. Desarrollar políticas públicas para 

identificar desigualdades en el salario entre 

mujeres y hombres, que conlleven a equiparar 

trabajos de igual valor en la participación 

económica. 

 

Segundo. - Se reforma el primer párrafo del 

artículo 56 y se adicionan el segundo párrafo del 

artículo 93, el inciso e) de la fracción I y el inciso 
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c) de la fracción II ambas del artículo 562 todos de 

la Ley Federal del Trabajo, para quedar en los 

siguientes términos. 

 

Artículo 56. Las condiciones de trabajo basadas 

en el principio de igualdad sustantiva entre 

mujeres y hombres en ningún caso podrán ser 

inferiores a las fijadas en esta Ley y deberán ser 

proporcionales a la importancia de los servicios e 

iguales para trabajos iguales o para trabajos de 

igual valor, sin que puedan establecerse 

diferencias y/o exclusiones por motivo de origen 

étnico o nacionalidad, sexo, género, edad, 

discapacidad, condición social, condiciones de 

salud, religión, opiniones, preferencias sexuales, 

condiciones de embarazo, responsabilidades 

familiares o estado civil, salvo las modalidades 

expresamente consignadas en esta. 

 

Artículo 93.- Los salarios mínimos profesionales 

regirán para todos los trabajadores de las ramas de 

actividad económica, profesiones, oficios o 

trabajos especiales que se determinen dentro de 

una o varias áreas geográficas de aplicación. 

 

Los salarios mínimos profesionales deberán 

determinarse de acuerdo con el principio de 

igual remuneración para trabajos de igual 

valor. 
 

Artículo 562.- … 

 

I. … 

 

a) a d) … 

 

e) Los factores que determinan el igual valor en 

la participación económica, entre los trabajos 

desempeñados por mujeres y hombres. 

 

II. … 

 

a) a b). … 

                                                 
1 INMUJERES, a partir de INEGI. Encuesta Nacional sobre la 

Dinámica de las Relaciones en los Hogares (ENDIREH) 

2011 y 2016. Base de datos.  

c) Las condiciones de desigualdad y acceso al 

trabajo entre hombres y mujeres. 
 

Transitorio 

 

Único. - El presente decreto entrará en vigor al día 

siguiente de su publicación en el Diario Oficial de 

la Federación. 

 

Dip. Silvia Lorena Villavicencio Ayala 

 

 

 

 
 

 

 

DE LA DIP. MILDRED CONCEPCIÓN ÁVILA CON 

PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE 

REFORMA DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA LEY 

GENERAL DE ACCESO DE LAS MUJERES A UNA 

VIDA LIBRE DE VIOLENCIA EN MATERIA 

OBSTÉTRICA 

 

Con fundamento en lo dispuesto en el artículo 71, 

fracción II, de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos; artículos 6, fracción I, 

77 y 78 del Reglamento de la Cámara de 

Diputados, somete a consideración de esta 

asamblea, la iniciativa con proyecto de decreto por 

el que se reforma diversas disposiciones de la Ley 

general de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre 

de Violencia, en materia de violencia obstétrica, a 

cargo de la diputada Mildred Concepción Ávila 

Vera, integrante del Grupo Parlamentario Morena. 

 

Problemática 

 

Respecto de la atención obstétrica recibida por las 

mujeres entre 15 a 49 años de edad, que tuvieron 

un parto en los últimos 5 años (octubre de 2011 a 

octubre de 2016), destaca que1:  

 

INEGI. Encuesta Nacional sobre la Dinámica de las 

Relaciones en los Hogares (ENDIREH) 2011 y 2016. 

Tabulados predefinidos.  
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 33.4% de las mujeres de 15 a 49 años que 

tuvieron un nacimiento de una hija o hijo entre 

2011 y 2016, reportaron incidentes de maltrato en 

la atención obstétrica. 

 A 11.2% le gritaron o la regañaron durante 

la labor de parto o cesárea.  

 A 10.3% tardaron mucho en atenderla 

porque le dijeron que estaba gritando o quejándose 

mucho. 

 A 9.9% la ignoraban cuando preguntaba 

cosas sobre su parto o bebé;  

 A 9.2% la presionaron para que aceptara 

que le pusieran un dispositivo o la operaran para 

ya no tener hijos.  

 Entre las mujeres que tuvieron cesárea, a 

10.3% no le informaron de una manera clara y 

comprensible por qué era necesario practicarle 

dicha intervención quirúrgica, en tanto que 9.7% 

no dio el permiso o autorización para que le 

hicieran la cesárea.  

 

Resumen de hallazgos con base en la ENDIREH 

2016, en relación a expresiones o eventos sufridos, 

que suponen violencia obstétrica al momento del 

parto, entre mujeres mexicanas: 

 

 
Fuente: ENDIREH 2016 

 

Antecedentes 

 

A pesar de las recomendaciones que le hicieran al 

estado mexicano en cuanto a la necesidad de 

legislar respecto de la violencia obstétrica, no ha 

sido posible su incorporación en el marco de la 

Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida 

Libre de Violencia. 

 

Conforme a las observaciones finales que hiciera 

el Comité para la Eliminación de la 

Discriminación contra la Mujer 

(CEDAW/C/MEX/9), sobre el noveno informe 

periódico de México, el 25 de julio de 2018 se 

destaca, en cuanto a las observaciones de salud, lo 

siguiente: 

 
[…] Apartado 41. El Comité reitera las 

preocupaciones que manifestó previamente 

(CEDAW/C/MEX/CO/7-8, párr. 30) y toma nota de 

los esfuerzos del Estado parte por fortalecer y 

armonizar la Ley General de Víctimas en los planos 

federal y estatal en relación con el aborto en casos 

de violación, así como de la adopción de la 

Estrategia Nacional para la Prevención del 

Embarazo en Adolescentes. Sin embargo, está 

preocupado por:  

 

a) … 

b) … 

c) … 

d) Las denuncias de actos de violencia obstétrica por 

parte del personal médico durante el parto;  

e) Las tasas desproporcionadamente altas de 

mortalidad materna entre las mujeres de 

comunidades indígenas;  

f) Las denuncias de esterilización forzada de mujeres 

y niñas, y el acceso limitado a los servicios de salud 

reproductiva, en particular para las mujeres y las 

niñas con discapacidad mental y de otra índole. 

 

El mismo documento de observaciones finales 

emitido por el Comité para la Eliminación de la 

Discriminación contra la Mujer, señala la 

siguiente recomendación: 
[…] 42. En consonancia con su recomendación 

general núm. 24 (1999) sobre la mujer y la salud, el 

Comité recomienda al Estado parte que: 

a)… 

b)… 

c)… 

d) Armonice las leyes federales y estatales para 

calificar la violencia obstétrica como una forma de 

violencia institucional y por razón de género, de 

conformidad con la Ley General de Acceso de las 

Mujeres a una Vida Libre de Violencia, y garantice 

el acceso efectivo a la justicia y a medidas integrales 

de reparación a todas las mujeres víctimas de la 

violencia obstétrica; 
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e) Reduzca la incidencia de la mortalidad materna, 

en particular mediante la colaboración con las 

parteras tradicionales y la capacitación de los 

profesionales sanitarios, especialmente en las zonas 

rurales, velando por que todos los partos cuenten con 

la asistencia de personal sanitario especializado, de 

conformidad con las metas 3.1 y 3.7 de los Objetivos 

de Desarrollo Sostenible;  

f) Vele por que el personal médico solicite el 

consentimiento plenamente informado antes de 

realizar esterilizaciones, que se sancione a los 

profesionales que realicen esterilizaciones sin dicho 

consentimiento y que se ofrezcan reparaciones e 

indemnizaciones monetarias a las mujeres víctimas 

de esterilizaciones no consentidas 

 

Ante el visible y creciente panorama de la 

violencia obstétrica en el país, varias entidades 

federativas han legislado en la materia, con muy 

diversas y particulares definiciones, por lo que esta 

iniciativa se plantea desde una visión amplia, 

integrando los elementos sustantivos de los 

diferentes criterios y conceptos señalados en las 

distintas entidades, así como aquellos emanados 

de recomendaciones internacionales y del acervo 

público en la materia. 

 

A partir del 2008, el concepto de violencia 

obstétrica fue incorporado en el orden jurídico de 

algunas entidades federativas, como los estados de 

Aguascalientes, Baja California, Coahuila, 

Tlaxcala, Nayarit, Veracruz, Chiapas, Guanajuato, 

Durango, Chihuahua, Quintana Roo, Tamaulipas, 

Campeche, Colima, Estado de México, Hidalgo, 

Morelos, Puebla, Querétaro y San Luis Potosí1. 

 

Cabe destacar que en los estados de Veracruz, 

Guerrero, Chiapas y Estado de México, esta 

conducta se encuentra tipificada como delito2. 

 

A continuación, se señalan algunas definiciones 

establecidas en las distintas leyes estatales de 

Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de 

Violencia. 

 

                                                 
1 Recomendación General no. 31/2017 sobre la violencia 

obstétrica en el Sistema Nacional de Salud. Ciudad de 

Acorde a la Ley de Acceso de las Mujeres a una 

Vida Libre de Violencia para el estado de Hidalgo, 

ésta define a la violencia obstétrica como: 

 
[…] ARTÍCULO 5.- Los tipos de violencia contra las 

mujeres son: 

 

I al V… 

 

VI. Violencia obstétrica: Es toda acción u omisión 

ejercida por el sistema de salud público o privado o 

cualquier agente ajeno que asista a la mujer, o incida 

directamente en ella en el proceso de embarazo, 

parto o puerperio, que viole sus derechos humanos y 

que puede ser expresada de cualquiera de las 

siguientes formas:  

 

a) Atención inoportuna e ineficaz de las urgencias 

obstétricas;  

b) Trato deshumanizado;  

c) Patologización del proceso de embarazo, parto o 

puerperio;  

d) Medicar sin causa justificada el proceso de 

embarazo, parto o puerperio; e) Negativa u 

obstaculización del apego precoz del recién nacido 

con su madre sin justificación terapéutica;  

 

Acorde a la Ley de Acceso de las Mujeres a una 

Vida Libre de Violencia para el estado de 

Chihuahua, ésta define a la violencia obstétrica 

como: 

 

[…] ARTÍCULO 5.- Los tipos de violencia contra las 

mujeres son: 

I al V… 

 

VI. Violencia obstétrica: Es todo acto u omisión 

intencional, por parte del personal de salud que, en 

el ejercicio de su profesión u oficio, dañe, lastime o 

denigre a la mujer durante el embarazo, parto y 

puerperio, así como la negligencia en su atención 

médica, y alterar el proceso natural del parto de bajo 

riesgo, mediante el uso de técnicas de aceleración, y 

practicar el parto vía cesárea, existiendo condiciones 

para el parto natural, sin obtener el consentimiento 

voluntario, expreso e informado de la mujer. 

 

Acorde a la Ley de Acceso de las Mujeres a una 

Vida Libre de Violencia para el Estado de 

México, a 31 de julio de 2017. Comisión Nacional de los 

Derechos Humanos. 

 
2 Ídem. 
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Quintana Roo, ésta define a la violencia obstétrica 

como: 

 

[…] ARTÍCULO 5.- Los tipos de violencia contra las 

mujeres son: 

I al VI… 

VII. Violencia obstétrica: Es toda acción u omisión 

intencional por parte del personal de salud, que 

dañe, lastime o denigre a la mujer durante el 

embarazo y parto, así como la negligencia en su 

atención médica que se exprese en un trato 

deshumanizado, en un abuso de medicalización y 

patologización de los procesos naturales, trayendo 

consigo pérdida de autonomía y capacidad de decidir 

libremente sobre sus cuerpos y sexualidad; 

considerando como tales, la omisión de la atención 

oportuna y eficaz de las emergencias obstétricas y 

practicar el parto por vía de cesárea, existiendo 

condiciones para el parto natural, sin obtener el 

consentimiento voluntario, expreso e informado de la 

mujer. 

 

Consideraciones 

 

Como puede apreciarse, en el país al menos 20 

entidades federativas contemplan la Violencia 

Obstétrica en su marco legal, específicamente en 

la Ley de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre 

de Violencia o su equivalente, mientras que, la Ley 

General de Acceso de las Mujeres a una Vida 

Libre de Violencia no señala a la violencia 

obstétrica entre los distintos tipos de violencia.  

 

Actualmente la Ley General de Acceso de las 

Mujeres a una Vida Libre de Violencia, no 

contempla la Violencia Obstétrica y establece los 

siguientes tipos de violencia: 

 

[…] ARTÍCULO 6. Los tipos de violencia contra las 

mujeres son:  

I. La violencia psicológica. Es cualquier acto u 

omisión que dañe la estabilidad psicológica, que 

puede consistir en: negligencia, abandono, descuido 

reiterado, celotipia, insultos, humillaciones, 

devaluación, marginación, indiferencia, infidelidad, 

comparaciones destructivas, rechazo, restricción a la 

autodeterminación y amenazas, las cuales conllevan 

a la víctima a la depresión, al aislamiento, a la 

devaluación de su autoestima e incluso al suicidio;  

 

 

II. La violencia física. - Es cualquier acto que 

inflige daño no accidental, usando la fuerza física o 

algún tipo de arma u objeto que pueda provocar o no 

lesiones ya sean internas, externas, o ambas;  

 

III. La violencia patrimonial. - Es cualquier acto u 

omisión que afecta la supervivencia de la víctima. Se 

manifiesta en: la transformación, sustracción, 

destrucción, retención o distracción de objetos, 

documentos personales, bienes y valores, derechos 

patrimoniales o recursos económicos destinados a 

satisfacer sus necesidades y puede abarcar los daños 

a los bienes comunes o propios de la víctima;  

 

IV. Violencia económica. - Es toda acción u 

omisión del Agresor que afecta la supervivencia 

económica de la víctima. Se manifiesta a través de 

limitaciones encaminadas a controlar el ingreso de 

sus percepciones económicas, así como la 

percepción de un salario menor por igual trabajo, 

dentro de un mismo centro laboral; 

 

V. La violencia sexual. - Es cualquier acto que 

degrada o daña el cuerpo y/o la sexualidad de la 

Víctima y que por tanto atenta contra su libertad, 

dignidad e integridad física. Es una expresión de 

abuso de poder que implica la supremacía masculina 

sobre la mujer, al denigrarla y concebirla como 

objeto, y  

 

VI. Cualesquiera otras formas análogas que 

lesionen o sean susceptibles de dañar la dignidad, 

integridad o libertad de las mujeres. 

 

Adicionalmente, la Recomendación General no. 

31/2017 sobre la violencia obstétrica en el Sistema 

Nacional de Salud, del 31 de julio de 2017, emitida 

por la Comisión Nacional de los Derechos 

Humanos, a partir de diversos análisis a los marcos 

normativos, de diferentes investigaciones 

académicas y de casos atendidos por quejas 

respecto de violencia sufrida por mujeres en la 

prestación de servicios de salud obstétrica, 

propone definir la violencia obstétrica como: 

 
[…] Una modalidad de la violencia institucional y 

de género, cometida por prestadores de servicios de 

la salud, por una deshumanizada atención médica 

a las mujeres durante el embarazo, parto o 

puerperio que le genere una afectación física, 

psicológica o moral, que incluso llegue a provocar 

la pérdida de la vida de la mujer o, en su caso, del 

producto de la gestación o del recién nacido, 

derivado de la prestación de servicios médicos, 

abuso de medicalización y patologización de 

procedimientos naturales, entre otros. 
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Finalmente, ya ha habido esfuerzos por diferentes 

congresistas en legislaturas recientes para incluir 

el concepto de violencia obstétrica en el marco de 

la Ley General de Acceso de las Mujeres a una 

Vida Libre de Violencia, sin que este pueda verse 

incorporada en la legislación nacional. 

 

A continuación, se señalan algunas de las 

iniciativas presentadas anteriormente, para incluir 

a la Violencia Obstétrica en el marco de la Ley 

General de Acceso de las Mujeres a una Vida 

Libre de Violencia. 

 

Fecha Promovente 

 

23 de julio de 2014 

 

Del diputado Abel 

Octavio Salgado Peña, 

del Grupo 

Parlamentario del 

Partido 

Revolucionario 

Institucional, con 

proyecto de decreto 

por el que se reforman 

y adicionan diversas 

disposiciones de la Ley 

General de Acceso de 

las Mujeres a una Vida 

Libre de Violencia, de 

la Ley General de 

Salud, de la Ley del 

Seguro Social y de la 

Ley del Instituto de 

Seguridad y Servicios 

Sociales de los 

Trabajadores del 

Estado, en materia de 

atención obstétrica y 

prevención de 

violencia 

obstétrica.- Se turnó a 

la Comisión de 

Igualdad de Género de 

la Cámara de 

Diputados. 

 

 

15 de diciembre de 

2014 

De la diputada Martha 

Lucia Micher 

Camarena, del grupo 

parlamentario PRD, 

que propone el 

concepto de violencia 

obstétrica en la Ley 

General de Acceso de 

las Mujeres a una Vida 

Libre de Violencia en 

su artículo sexto. 

 

Violencia 

obstétrica: Es toda 

acción u omisión 

por parte del 

personal de 

Sistema Nacional 

de Salud, de tipo 

médico o 

administrativo, que 

dañe, lastime o 

denigre a las 

mujeres de 

cualquier edad 

durante el 

embarazo, parto o 

puerperio, así 

como la 

negligencia en su 

atención médica; 

se expresa en la 

negación de la 

apropiación del 

cuerpo y procesos 

reproductivos a las 

mujeres, trato 

deshumanizado, 

abuso de 

medicación y 

patologización de 

los procesos 

naturales, pérdida 

de autonomía y 

capacidad para 

decidir libremente 

sobre sus cuerpos y 

sexualidad. 
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28 de abril de 2015 

 

De la Senadora 

Alejandra Barrales 

Magdaleno del grupo 

parlamentario PRD 

que propone el 

concepto de violencia 

obstétrica en la Ley 

General de Acceso de 

las Mujeres a una Vida 

Libre de Violencia en 

su artículo sexto.  

 

Violencia 

obstétrica: Es todo 

acto u omisión por 

el personal de 

salud, tanto 

médico, auxiliar y 

administrativo, que 

en el ejercicio de su 

profesión u oficio, 

dañe, lastime o 

denigre a la mujer 

en su salud física y 

psicoemocional, 

durante el periodo 

de embarazo, 

parto, posparto, 

puerperio y 

procesos 

reproductivos, en 

los que se presuma 

negligencia en la 

atención médica 

que exprese un 

trato 

deshumanizado, 

que conlleve a la 

pérdida de 

autonomía y 

capacidad de 

decidir libremente 

sobre sus cuerpos y 

capacidad 

reproductiva. 

 

6 de octubre de 2015 

 

De la diputada Erika 

Irazema Briones Pérez 

grupo parlamentario 

PRD que propone el 

concepto de violencia 

obstétrica en la Ley 

General de Acceso de 

las Mujeres a una Vida 

Libre de Violencia en 

su artículo sexto. 

 

Violencia obstétrica: 

Es la acción u omisión 

por parte del personal 

médico o 

administrativo, que 

dañe, lastime o 

denigre a las mujeres 

durante el embarazo, 

parto o puerperio, así 

como la negligencia 

en su atención 

médica; se expresa en 

la negación de la 

apropiación del 

cuerpo y procesos 

reproductivos a las 

mujeres, trato 

deshumanizado, 

abuso de medicación y 

patologización de los 

procesos naturales, 

pérdida de autonomía 

y capacidad para 

decidir libremente 

sobre sus cuerpos y 

sexualidad. 

 

 

Se propone 

 

Agregar a los tipos de violencia, que plantea la Ley 

General de Acceso de las Mujeres a una Vida 

Libre de Violencia, en su artículo sexto, a la 

Violencia Obstétrica, quedando de la siguiente 

manera: 
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TEXTO VIGENTE PROPUESTA 

Artículo 6. Los tipos 

de violencia contra 

las mujeres son:  

 

I. La violencia 

psicológica. Es 

cualquier acto u 

omisión que dañe la 

estabilidad 

psicológica, que 

puede consistir en: 

negligencia, 

abandono, descuido 

reiterado, celotipia, 

insultos, 

humillaciones, 

devaluación, 

marginación, 

indiferencia, 

infidelidad, 

comparaciones 

destructivas, 

rechazo, restricción 

a la 

autodeterminación y 

amenazas, las cuales 

conllevan a la 

víctima a la 

depresión, al 

aislamiento, a la 

devaluación de su 

autoestima e incluso 

al suicidio;  

II. La violencia 

física. - Es cualquier 

acto que inflige daño 

no accidental, 

usando la fuerza 

física o algún tipo de 

arma u objeto que 

pueda provocar o no 

lesiones ya sean 

internas, externas, o 

ambas;  

III. La violencia 

patrimonial. - Es 

cualquier acto u 

Artículo 6. Los tipos de 

violencia contra las 

mujeres son: 

 

I a V. … 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

omisión que afecta la 

supervivencia de la 

víctima. Se 

manifiesta en: la 

transformación, 

sustracción, 

destrucción, 

retención o 

distracción de 

objetos, documentos 

personales, bienes y 

valores, derechos 

patrimoniales o 

recursos económicos 

destinados a 

satisfacer sus 

necesidades y puede 

abarcar los daños a 

los bienes comunes o 

propios de la 

víctima;  

IV. Violencia 

económica. - Es toda 

acción u omisión del 

Agresor que afecta la 

supervivencia 

económica de la 

víctima. Se 

manifiesta a través 

de limitaciones 

encaminadas a 

controlar el ingreso 

de sus percepciones 

económicas, así 

como la percepción 

de un salario menor 

por igual trabajo, 

dentro de un mismo 

centro laboral; 

V. La violencia 

sexual. - Es 

cualquier acto que 

degrada o daña el 

cuerpo y/o la 

sexualidad de la 

Víctima y que por 

tanto atenta contra 

su libertad, dignidad 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



Enlace Parlamentario 36  

 

Jueves 25 de abril de 2019 

e integridad física. 

Es una expresión de 

abuso de poder que 

implica la 

supremacía 

masculina sobre la 

mujer, al denigrarla 

y concebirla como 

objeto, y  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

VI.- Violencia 

Obstétrica: es toda 

acción u omisión 

intencional por parte 

del personal de salud, 

que dañe, lastime o 

denigre a la mujer 

durante el embarazo, 

parto o puerperio, así 

como la negligencia en 

su atención médica que 

se exprese en un trato 

deshumanizado, en un 

abuso de 

medicalización y 

patologización de los 

procesos naturales, 

trayendo consigo 

consecuencias como: la 

pérdida de la 

autonomía y capacidad 

de decidir libremente 

sobre sus cuerpos y su 

sexualidad, la pérdida 

de la vida de la mujer o, 

en su caso, del producto 

de la gestación o del 

recién nacido. 

Entre las acciones u 

omisiones se incluyen: 

a) La omisión de la 

atención oportuna y 

eficaz de las 

emergencias 

obstétricas.  

b) Practicar el 

parto por vía de 

cesárea, existiendo 

condiciones para el 

parto natural, sin 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

VI. Cualesquiera 

otras formas 

análogas que 

lesionen o sean 

susceptibles de 

dañar la dignidad, 

integridad o libertad 

de las mujeres. 

obtener el 

consentimiento 

voluntario, expreso e 

informado de la mujer,  

c) Negativa u 

obstaculización del 

apego precoz del recién 

nacido con su madre 

sin justificación 

terapéutica. 

d) Practicar 

esterilización posparto 

sin el consentimiento 

voluntario, expreso e 

informado de la mujer 

o bajo coacción. 

e) Toda práctica de 

violencia física, sexual 

o emocional incluyendo 

el maltrato verbal, 

durante el embarazo, 

parto o puerperio, y 

VII. Cualesquiera otras 

formas análogas que 

lesionen o sean 

susceptibles de dañar la 

dignidad, integridad o 

libertad de las mujeres. 

 

 

Por lo anteriormente expuesto, someto a la 

consideración de esta soberanía, el siguiente: 

 

DECRETO POR EL QUE SE MODIFICAN 

EL ARTÍCULO 6 DE LEY GENERAL DE 

ACCESO DE LAS MUJERES A UNA VIDA 

LIBRE DE VIOLENCIA 

 

Único. Se adiciona una fracción VI, al artículo 6, 

recorriendo la subsecuente en la Ley General de 

Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de 

Violencia, para quedar de la siguiente forma: 

 

Artículo 6. Los tipos de violencia contra las 

mujeres son: 
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I a V. … 

VI.- Violencia Obstétrica: es toda acción u 

omisión intencional por parte del personal 

de salud, que dañe, lastime o denigre a la 

mujer durante el embarazo, parto o 

puerperio, así como la negligencia en su 

atención médica que se exprese en un trato 

deshumanizado, en un abuso de 

medicalización y patologización de los 

procesos naturales, trayendo consigo 

consecuencias como: la pérdida de la 

autonomía y capacidad de decidir 

libremente sobre sus cuerpos y su 

sexualidad, la pérdida de la vida de la 

mujer o, en su caso, del producto de la 

gestación o del recién nacido. 

 

Entre las acciones u omisiones se incluyen: 

a) La omisión de la atención oportuna y 

eficaz de las emergencias obstétricas.  

b) Practicar el parto por vía de cesárea, 

existiendo condiciones para el parto 

natural, sin obtener el consentimiento 

voluntario, expreso e informado de la 

mujer. 

c) Negativa u obstaculización del apego 

precoz del recién nacido con su madre sin 

justificación terapéutica. 

d) Practicar esterilización posparto sin el 

consentimiento voluntario, expreso e 

informado de la mujer o bajo coacción. 

e) Toda práctica de violencia física, 

sexual o emocional incluyendo el maltrato 

verbal, durante el embarazo, parto o 

puerperio, y 

 

VII. Cualesquiera otras formas análogas que 

lesionen o sean susceptibles de dañar la dignidad, 

integridad o libertad de las mujeres. 
 

Transitorio 
 

Único. El presente decreto entrará en vigor al día 

siguiente de su publicación en el Diario Oficial 

de la Federación. 

 

Palacio Legislativo, a 23 de abril de 2019 

 

Dip. Mildred Concepción Ávila Vera 

DE LAS DIPUTADAS INTEGRANTES DE LA 

COMISIÓN DE IGUALDAD DE GÉNERO CON 

PROYECTO DE DECRETO QUE REFORMA Y 

ADICIONA DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA LEY 

GENERAL DE ACCESO DE LAS MUJERES A UNA 

VIDA LIBRE DE VIOLENCIA 

 

Las diputadas federales de la LXIV Legislatura, 

integrantes de la Comisión de Igualdad de Género, 

con fundamento en los artículos 71, fracción II, de 

la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos; así como los artículos 77, numeral 1, 

y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, 

sometemos a consideración de esta asamblea la 

siguiente iniciativa con proyecto de decreto por la 

cual se reforman y adicionan diversas 

disposiciones de la Ley General de Acceso de las 

Mujeres a una Vida Libre de Violencia, con 

fundamento en los siguientes: 

 

Antecedentes 

 

En el marco del Foro: “Diálogos hacia la Igualdad 

y Seguridad de Todas”, celebrado el 5 de abril de 

2019 en la Cámara de Diputados, ratificando la 

voluntad de parte del ejecutivo por realizar 

cambios estructurales. La Dra. María Candelaria 

Ochoa Ávalos, titular de la Comisión Nacional 

para Prevenir y Erradicar la Violencia Contra las 

Mujeres (Conavim) expuso un panorama amplio 

de acción en materia de atención a víctimas y 

presentó ante el legislativo iniciativas que 

permiten fortalecer el ámbito normativo en 

materia de las alertas por violencia de género, 

sobre tortura sexual y distintos tipos de violencia 

ejercida contra las mujeres. 

 

Dichas propuestas fueron entregadas a la 

Comisión de Igualdad de Género en un gesto de 

colaboración interinstitucional, por lo que 

reconocemos que el Gobierno de México asume 

como parte de la responsabilidad el diálogo 

permanente entre poderes, a favor de la paz y la 

seguridad de las mexicanas. En este sentido, nos 

actuamos en consecuencia, presentando estas 

iniciativas e impulsándolas hasta su mejor término 

legislativo.  
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Asimismo, las diputadas de la Comisión de 

Igualdad de Género recogemos este diálogo y 

concretando en acción articulada, esta propuesta y 

compromiso del estado, teniendo la claridad del 

objetivo de ir contra todas las violencias ejercidas 

contra niñas, adolescentes y mujeres. 

 

Exposición de motivos 

 

La violencia contra las mujeres se alimenta de la 

cultura androcentrista y misógina que gangrena 

nuestra sociedad. La escala de violencia es tan 

grave, que prácticamente todas las mujeres en 

México han sufrido, por lo menos en algún 

momento de su vida, alguno de los varios tipos de 

violencia de género, es decir sólo por el hecho de 

ser mujeres, desde el acoso sexual callejero hasta 

el feminicidio. 

 

En México, el marco legal para la defensa y 

protección de los derechos humanos de las 

mujeres tiene su legado más importante en la Ley 

General de Acceso de las Mujeres a una Vida 

Libre de Violencia (LGAMVLV) vigente desde 

2007. A partir de la sentencia de la Corte 

Interamericana de Derechos Humanos, dictada en 

2009 en el caso: González y Otras contra México, 

conocida como la Sentencia del Campo 

Algodonero, el Estado mexicano está obligado a 

crear y proveer acciones de política pública para 

prevenir, erradicar y sancionar la violencia contra 

las mujeres y particularmente la violencia 

feminicida. Como efecto de esa sentencia los 

congresos de los 32 estados de la república han 

legislado sobre el tipo penal de feminicidio. Se ha 

avanzado en algunas legislaciones penales para 

sancionar los diferentes tipos de violencia de 

género que agravian a niñas y mujeres.  

 

A partir de 2011 gracias a una reforma 

constitucional, se clarifican las obligaciones de 

todas las autoridades de aplicar instrumentos 

internacionales de defensa y protección de los 

derechos humanos bajo estándares de prevención, 

erradicación y sanción  

 

No obstante, estos avances a nivel jurídico en 

nuestro país, que se reconocen como el piso 

mínimo para la vigencia de los derechos de las 

mujeres, la realidad cotidiana dista mucho de 

apegarse al marco legal. Las niñas y mujeres se 

siguen enfrentando día a día a condiciones 

estructurales que permiten o mantienen la 

misoginia, la discriminación y el acoso. En nuestro 

país, las instituciones de procuración e impartición 

de justicia no muestran capacidad de respuesta 

efectiva para investigar la violencia contra las 

mujeres desde la perspectiva de género y combatir 

la impunidad con que se ejecuta esta violencia. El 

marco legal de protección no se aplica con la 

misma elocuencia y seguridad con que se invoca 

en los discursos oficiales, la implementación de 

las acciones legales y de política pública fallan en 

la realidad cotidiana de las mujeres, esta realidad 

da cuenta de graves omisiones, retrasos, 

negligencias y violaciones a los derechos humanos 

de niñas y mujeres en todos los ámbitos. Sigue 

existiendo en legislaciones locales y federales 

disposiciones que se traducen como “agravio 

comparado” al afectar de manera significativa la 

realidad de las mujeres, como algunas definiciones 

sobre el aborto y el infanticidio, entre otras. Las 

mujeres víctimas de violencia por el hecho de ser 

mujeres, siguen recibiendo violencia institucional, 

maltrato y negación de la justicia por parte de 

servidoras y servidores públicos que están 

obligados a erradicar estereotipos de género 

discriminadores y a actuar con debida diligencia y 

bajo perspectiva de género. Las víctimas se 

enfrentan a un sistema de justicia viciado porque 

existen fiscales, policías y personal pericial, juezas 

y jueces que obstaculizan la impartición de justicia 

al minimizar y justificar la violencia que reciben 

las mujeres.  

 

En México, la violencia contra las mujeres no 

cede, sino que entraña cada vez más gravedad en 

su comisión e impunidad. El Estado mexicano ha 

estado sujeto al escrutinio periódico de las 

agencias internacionales de derechos humanos 

como el Comité de la Convención sobre la 

Eliminación de Todas las Formas de 

Discriminación contra la Mujer (CEDAW), con 

resultados nada presumibles en el concierto 

internacional, por lo que se repiten las 

prácticamente las mismas recomendaciones a 
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nuestro gobierno para erradicar las condiciones 

que promueven la violencia contra las mujeres y 

mantienen la marginación de sus derechos por la 

ineficacia en la implementación de las políticas 

públicas orgánicas de los gobiernos de los tres 

niveles de administración. 

 

Ante este horizonte, resulta imperativo evaluar la 

utilidad de la LGAMVLV para cumplir con su 

función de instrumentar mecanismos de 

coordinación interinstitucional entre la federación, 

las entidades federativas,  el gobierno de la Ciudad 

de México y los municipios en la creación e 

implementación de acciones que corrijan, ordenen 

y promuevan las condiciones estructurales para 

garantizar la vigencia de los derechos humanos de 

niñas y mujeres al desarrollo económico y social y 

a vivir sin violencia; en suma, para prevenir, 

sancionar y erradicar la violencia contra las 

mujeres, así como los principios y modalidades 

para garantizar su acceso a una vida libre de 

violencia que favorezca su desarrollo y bienestar 

conforme a los principios de igualdad y de no 

discriminación. 

 

Efectivamente, al reconocer que se ha fallado en la 

implementación de las acciones en favor de los 

derechos de las mujeres, estamos ante el 

requerimiento de que no sólo hace falta la voluntad 

política para que servidoras y servidores públicos 

comprendan, acaten e instrumenten con calidad y 

eficacia los mecanismos de coordinación que la 

ley determina, sino que, además, se debe revisar 

las posibles falencias que la ley contiene para 

actualizarla y hacerla más útil y sancionable.  

 

En una primera visión de la ley, es importante 

observar el mecanismo denominado alerta de 

violencia de género contra las mujeres, que se 

declara ante fenómenos de violencia feminicida y 

de desaparición de mujeres, entre otros,  cuyo 

objetivo,  de acuerdo a la exposición de motivos 

de la ley, es situar las zonas del territorio nacional 

con mayor índice de violencia hacia las mujeres, 

detectar en qué órdenes de gobierno no se cumple 

la ley y con ello generar e implementar 

mecanismos para sancionar a quienes la 

transgredan. 

Es decir, la alerta de género es el conjunto de 

acciones gubernamentales de emergencia para 

enfrentar y erradicar la violencia feminicida en un 

territorio determinado, ya sea ejercida por 

individuos o por la propia comunidad. Se 

pretende, como su objetivo fundamental, que las 

acciones que determine la declaratoria de alerta 

garanticen la seguridad de las mujeres, el cese de 

la violencia en su contra y eliminar las 

desigualdades producidas por una legislación que 

agravia sus derechos humanos.  

 

Sin embargo, la eficacia de este mecanismo en los 

resultados y efectos no ha sido lo que se esperaba. 

No sólo por el tiempo y trámite innecesarios para 

declarar la alerta, sino el hecho de que ninguna 

alerta ha logrado los objetivos para los que fue 

declarada en términos reales. Se hace urgente 

repensar este mecanismo. 

 

En un inicio, las solicitudes para declarar las 

alertas fueron rechazadas, sin fundamento o 

motivos claros, por las y los integrantes del 

Sistema Nacional para Prevenir, Atender, 

Sancionar y Erradicar la Violencia contra las 

Mujeres (en adelante: Sistema Nacional). Desde la 

creación del mecanismo hasta al año 2012, en el 

marco se presentaron cuatro solicitudes de 

investigación sobre la procedencia de declaratoria 

de alerta de violencia de género en los estados de 

Chiapas (2009), Guanajuato (2009), Estado de 

México (2010) y Nuevo León (2012).  Ante estos 

rechazos sin fundamento legal las organizaciones 

civiles solicitantes combatieron estas reiteradas 

negativas vía amparo obteniendo las garantías de 

la justicia federal y obligando al Sistema Nacional 

a declarar las alertas.  

 

Actualmente, hasta marzo de 2018, según datos de 

la Comisión Nacional para Prevenir y Erradicar la 

Violencia contra las Mujeres (Conavim), se han 

declarado 18 alertas de violencia de género para: 

Campeche, Colima, Chiapas, Durango, Estado de 

México (11 municipios), Guerrero (8 municipios), 

Jalisco (10 municipios), Michoacán (14 

municipios), Morelos (8 municipios), Nayarit (7 

municipios), Nuevo León (5 municipios), Oaxaca 

(40 municipios), Quintana Roo (3 municipios), 
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San Luis Potosí (6 municipios), Sinaloa (5 

municipios), Zacatecas y Veracruz  (11 

municipios). 

 

En proceso de declararse la alerta se ubican para: 

Ciudad de México, para siete municipios de 

Estado de México y Puebla. No declaradas para 28 

Municipios de Puebla, Coahuila, Querétaro, Baja 

California, Guanajuato, para el municipio de 

Cajeme en Sonora, Tabasco, 13 municipios de 

Tlaxcala y para 10 municipios de Yucatán. 

 

El 25 de noviembre de 2013 se modificó el 

Reglamento de la LGAMVLV con el propósito de 

eliminar algunas disposiciones como el requisito 

de integrar un grupo interinstitucional y 

multidisciplinario para el estudio y análisis de la 

posible emisión de alerta de violencia de género 

contra las mujeres. Con la reforma se determinó 

que sería el Instituto Nacional de las Mujeres el 

órgano encargado de seleccionar personas 

expertas en el tema para formar un grupo de 

trabajo que se encargaría del análisis de la 

situación y emisión del informe. 

 

Para ello se implantó un procedimiento que 

incluye otorgarle un tiempo al titular del Ejecutivo 

estatal a fin de que cumpla propuestas de acciones 

preventivas, de seguridad y justicia para enfrentar 

y abatir la violencia feminicida o el agravio 

comparado; en el caso de que no cumpla o no 

acepte cumplir, se emitirá la alerta de género. Esta 

pauta que se otorga a las autoridades estatales 

minimiza la gravedad y el impacto de la 

declaración de alerta porque, si la autoridad estatal 

no cumplió inicialmente ¿en qué condiciones se le 

va a constreñir a cumplir después de emitir la 

alerta de género? 

 

Aun con la ésta reforma del reglamento de la 

LGAMVLV, se advierte que siguen existiendo 

requisitos de difícil aplicación o acreditación para 

que procedan las solicitudes de declaración de la 

alerta de género de violencia contra las mujeres. 

Por ejemplo: la verificación de la existencia del 

agravio comparado y que estas circunstancias sean 

suficientes para que sea la sociedad quien reclame 

la existencia de delitos del orden común contra la 

vida, la libertad, la integridad y la seguridad de las 

mujeres; y que, además, perturben la paz social en 

un territorio determinado, como lo señala la 

fracción IV del artículo 33 del actual Reglamento. 

 

Desde la implantación de este mecanismo las 

organizaciones civiles interesadas en la defensa y 

protección de los derechos humanos de las 

mujeres han emitido varias quejas indicando que 

el procedimiento queda al arbitrio de servidoras o 

servidores públicos, cuyo conocimiento y trabajo 

empírico y voluntad política en el tema puede ser 

cuestionado. La selección de las personas que 

integrarían el grupo de trabajo cuya 

responsabilidad es analizar la situación que guarda 

el territorio sobre el que se señala que existe 

violación a los derechos humanos de las mujeres 

queda en manos de representantes del gobierno 

federal. 

 

De tal suerte, que para dar nitidez e imparcialidad 

a la selección de las personas que finalmente 

habrán de investigar la solicitud de alerta, esta 

iniciativa propone que exista un comité de 

selección más amplio que elija a las integrantes del 

comité de expertas, quienes, como grupo de 

trabajo, deberán ser electas después de una 

convocatoria pública. 

 

Esta iniciativa plantea, además, la reestructuración 

del mecanismo para hacerlo más eficiente. Las 

modificaciones y adiciones que se proponen 

contemplan cambios en la regulación para la 

ejecución de este mecanismo en cuanto a las 

atribuciones y obligaciones del Poder Ejecutivo 

federal y las bases de coordinación entre éste, las 

entidades federativas y los municipios. 

 

La propuesta de esta iniciativa se apuntala con las 

observaciones que realizó el Comité de la 

CEDAW, a través del informe de Observaciones 

finales emitidas por el Comité para la Eliminación 

de la Discriminación contra la Mujer (70º periodo 

de sesiones 2018, después de examinar  el noveno 

informe periódico del Gobierno de México 

(CEDAW/C/MEX/9), mediante el cual emitió  

recomendaciones al Estado mexicano, expresando 

su preocupación por las ineficacias en el 
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procedimiento que impiden la activación del 

mecanismo de la alerta de género, en el sentido de 

 

-Evaluar la repercusión del mecanismo de alerta de 

violencia de género, a fin de garantizar una 

utilización amplia y armonizada y la coordinación en 

los planos federal, estatal y municipal, y velar por la 

participación de organizaciones no 

gubernamentales, experta/os del mundo académico y 

defensores de la perspectiva de género y los derechos 

humanos, así como mujeres víctimas de la violencia. 

 

Diputadas de la LXII Legislatura presentaron una 

iniciativa, que no se dictaminó, cuyo contenido se 

refrenda en esta propuesta que ahora se apuntala 

con adiciones para fortalecer y mejorar el 

procedimiento mediante el que las y los 

solicitantes de una declaración de alerta de 

violencia de género tengan expedita la respuesta 

de las autoridades en beneficio de la prevención, 

atención, sanción y erradicación de la violencia 

contra las mujeres. 

 

La omisión y negligencia para atender, sancionar 

y erradicar todos los tipos de violencia contra las 

mujeres es otra forma de violencia –institucional- 

y la violencia perpetrada desde el Estado agravia 

más que la infringida por cualquier persona desde 

la sociedad, ya que quien trabaja en los gobiernos 

ya sea en la atención de víctimas de violencia, 

procuración o impartición de justicia tienen 

obligación estricta, desde sus competencias, de 

defender y promover los derechos humanos y 

prevenir, erradicar, combatir y sancionar la 

violencia contra las mujeres desde la perspectiva 

de género con calidez y calidad. Conforme la 

CEDAW que les obliga, son los primeros 

llamados a cambiar la cultura androcentrista y 

machista de las instituciones, a través de modificar 

en sus actuaciones los estereotipos 

discriminatorios contra mujeres y hombres que 

generan, mantienen y perpetúan las conductas de 

violencia de género. 

 

De acuerdo al 1º constitucional, todas las 

autoridades en el ámbito de sus competencias 

tienen bajo su responsabilidad prevenir 

violaciones a derechos humanos e interpretarlos 

conforme los tratados y convenciones 

internacionales que el Estado mexicano ha 

suscrito, de tal suerte que esta responsabilidad se 

ha plasmado en las reformas legislativas de las 

leyes penales que tipifican el delito de feminicidio 

como la privación de la vida de una niña o mujer 

enfocando su investigación y sanción desde la 

perspectiva de género, distinta al homicidio por 

considerar que el feminicidio protege diferentes y 

más bienes jurídicos que el delito de homicidio, a 

saber, no sólo la vida de la víctima, sino 

violaciones a sus derechos a la dignidad, 

autonomía y  a vivir sin violencia, por el hecho de 

ser mujer.   

 

Por lo expuesto me permito poner a la 

consideración de esta honorable soberanía la 

siguiente: 

 

Iniciativa con proyecto de decreto por el que se 

reforman y adicionan diversas disposiciones de 

la Ley General de Acceso de las Mujeres a una 

Vida Libre de Violencia. 

 

Proyecto para refomar las siguientes 

disposiciones de la Ley General de Acceso de las 

Mujeres a una Vida Libre de Violencia: 

 

Único. Del título I, capítulo I, “Disposiciones 

generales”, se adicionan en el artículo 4 las 

fracciones I y II, se elimina la actual III y se 

recorren las siguientes, y en el artículo 5 las 

fracciones VI, XII y XIII; del título II, capítulo 

V, se adicionan las fracciones VI y VII del 

artículo 6; se reforman en su totalidad los 

artículos 21 y 22, se adicionan los artículos 22 A, 

22 B y 22 C; se reforma el 23, se adicionan las 

fracciones I y II, IV y VII; se deroga el artículo 

24, se adiciona la sección primera, “Del comité de 

selección y del comité de expertas” , que va de los 

artículos 25 A a 25 H ; se adiciona la sección 

segunda, “Disposiciones generales para la 

solicitud de la declaratoria de alerta por violencia 

contra las mujeres”, que va de los artículos 25 I a 

25 L ; se adiciona la sección tercera, “Del 

procedimiento para la declaratoria de alerta por 

violencia estructural contra las mujeres”, que va de 

los artículos 25 M al 25 O; se adiciona la sección 

cuarta, “De la declaratoria de alerta de violencia 
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contra las mujeres por agravio comparado”, con el 

artículo 25 P; se adiciona la sección quinta, “De 

las obligaciones de la Secretaría de Gobernación 

ante la declaratoria por violencia contra las 

mujeres”, que va de los artículos 25 Q a 25 V; y se 

adiciona la sección sexta, “Seguimiento a la alerta 

por violencia contras las mujeres”, que va de los 

artículos 25 V a 25 Z de la Ley General de Acceso 

de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia, para 

quedar como sigue: 

 

Artículo 4. Los principios rectores para el acceso 

de todas las mujeres a una vida libre de violencia 

que deberán ser observados en la elaboración y 

ejecución de las políticas públicas federales y 

locales son: 

 

I. La igualdad sustantiva; 

 

II. La perspectiva de género; 
 

III. El respeto a la dignidad de las mujeres;  

 

IV. Debida Diligencia:  La obligación de 

las y los servidores públicos, las 

dependencias y entidades del gobierno de 

atender y actuar dentro de un tiempo 

razonable y brindar una respuesta 

eficiente, eficaz, oportuna, responsable 

desde el enfoque de los derechos humanos 

y la perspectiva de género, cumpliendo 

con parámetros que determina el artículo 

1º Constitucional para la prevención, 

atención, investigación, sanción y 

reparación integral del daño a las mujeres 

víctimas de violencia; y 

 

V. [...] 

 

Artículo 5. Para los efectos de la presente ley se 

entenderá por 

 

I. a V. [...] 

 

VI. Agravio comparado: Es el daño, 

menoscabo, no reconocimiento, 

impedimento de goce o ejercicio de los 

derechos de las mujeres, a causa de la sola 

vigencia o aplicación de una norma o 

política pública que transgrede sus derechos 

humanos, que puede actualizarse cuando un 

ordenamiento jurídico vigente y/o política 

pública contenga alguno de los siguientes 

supuestos: 

 

a) Distinciones, restricciones o 

disposiciones específicas que discriminen a 

las mujeres y las niñas, siempre y cuando no 

cumplan con los principios de igualdad, 

legalidad, idoneidad, necesidad y 

proporcionalidad; 

 

b) Que propicie o incremente la brecha de 

desigualdad entre mujeres y hombres al 

brindar un trato desigual frente al acceso y 

ejercicio de los derechos humanos 

universales, ya sea en una entidad federativa 

frente a otra, en un municipio frente a otro o 

una delegación política frente a otra u otro 

municipio, o incluso en el territorio nacional 

a través de normas legales discriminatorias; 

 

c) Que contravenga o no cumpla con los 

estándares establecidos en el derecho 

internacional de los derechos humanos; y 

 

d) Que el resultado discrimine o profundice 

la desigualdad entre mujeres y hombres. 

 

VII. a XI [...] 

 

XII. Igualdad sustantiva: Condiciones 

estructurales y objetivas en las que las niñas 

y las mujeres tengan las mismas 

oportunidades de acceso, disfrute y 

desarrollo que los niños y los hombres, 

considerando sus diferencias biológicas y de 

género que la cultura construye, disponiendo 

de un entorno real y jurídico que les permita 

conseguir y disfrutar la igualdad en los 

resultados. Incluye, en ciertas 

circunstancias, un trato no idéntico para 

mujeres y hombres con el fin de equilibrar 

esas diferencias. Es obligación de los 

órganos de gobierno, de procuración e 

impartición de justicia y de sus funcionarias 
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y funcionaras adoptar toda medida o acción 

para proveer esas condiciones así como 

evitar y erradicar obstáculos jurídicos, 

formales y de fondo para lograr el objetivo 

de la igualdad sustantiva; lo que exige 

instrumentar acciones específicas dentro de 

una estrategia eficaz encaminada a corregir 

la representación insuficiente de las mujeres 

en los ámbitos políticos, de desigual 

oportunidad de empleo, reducir la brecha 

salarial, de desarrollo económico, social y 

cultural, a través de acciones afirmativas 

para equilibrar el poder entre  mujeres y 

hombres. 

 

XIII. Violencia estructural contra las 

mujeres: Es toda acción u omisión que 

mediante la realización de uno o varios tipos 

de violencia cause daño, sufrimiento o 

violación a los derechos humanos de las 

mujeres de cualquier edad, tanto en el 

ámbito público como privado en un contexto 

de permisividad social o institucional. 

 

Se refiere a conductas ejercidas por las 

personas, el Estado y la sociedad, así como 

la ejercida en comunidades, relaciones 

humanas, prácticas e instituciones sociales, 

que el Estado reproduce y tolera al no 

garantizar la igualdad sustantiva, al 

perpetuar formas jurídicas, políticas, 

económicas y sociales androcéntricas y de 

jerarquía de género; así como al no dar 

garantías de seguridad a las mujeres durante 

todas las etapas de su vida. 

Se manifiesta en conductas asociadas con la 

exclusión, la subordinación, la 

discriminación, la marginación y la 

explotación, consustanciales a la 

dominación estructural de género 

masculina, afectando los derechos de las 

mujeres de cualquier edad. 

 

Artículo 6. 

I. a V.  [...] 

VI. Violencia Obstétrica. Es cualquier 

acción u omisión o negligencia médica 

cometida por el personal médico, de 

enfermería o administrativo del sector salud 

que discrimine, dañe, lastime, obstaculice, 

retarde una atención digna, oportuna y 

eficaz a las mujeres, de cualquier edad, en el 

embarazo, parto, puerperio o en 

emergencias obstétricas; altere el proceso 

natural del parto de bajo riesgo, con técnicas 

que no se comuniquen de manera suficiente, 

oportuna y se practiquen sin consentimiento 

informado a la paciente, esterilización 

forzada o negación de los servicios de salud, 

trato inhumano o impedir el apego precoz 

del infante a la madre sin causa médica 

justificada. 

 

VII. Violencia Política. Es toda acción u 

omisión agresiva o no que atente contra la 

dignidad de las mujeres candidatas o que 

realicen actividad política electoral, 

cometida por cualquier persona, por sí o a 

través de terceros, que causen daño a la 

mujer política o afecten el ejercicio de sus 

derechos político electorales. Se consideran 

actos de violencia política, entre otros, los 

que: 

 

a) Impongan responsabilidades o 

actividades basadas en estereotipos de 

género ajenas a las tareas o funciones 

políticas o inherentes a su cargo.  

 

b) Obstaculicen que las mujeres electas, 

titulares o suplentes, o designadas a una 

función pública, asistan a las sesiones de 

índole político o a cualquier otra actividad 

pública o privada que implique la toma de 

decisiones, impidiendo o suprimiendo el 

derecho a voz y voto en igualdad de 

condición que los hombres. 

 

c) Discriminen a la autoridad electa 

designada o en el ejercicio de la función 

político-pública, por encontrarse en estado 

de embarazo o parto o por su aspecto físico; 

y, 
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d) Divulguen o revelen información 

personal y privada de las mujeres 

candidatas, electas, designadas o en el 

ejercicio de funciones político electorales, 

tendiente a denigrar su imagen, atentar 

contra su dignidad como mujer, con el fin 

de presionar públicamente para obtener, 

contra su voluntad, la renuncia y o licencia 

al cargo que ejercen o postulan; y, 

 

e) Cualquier otro acto que limite o restrinja 

la participación política de las mujeres. 

 

Artículo 7 al 20.  [...] 

 

Artículo 21. Violencia Feminicida: Es la forma 

extrema de violencia de género contra las mujeres 

y niñas, producto de la violación de sus derechos 

humanos en los ámbitos público y privado, 

conformada por el conjunto de conductas 

misóginas que pueden conllevar impunidad social 

y del Estado y puede culminar en feminicidio. 

 

El feminicidio es la privación de la vida de una 

mujer, de cualquier edad, por razones de 

género, existen razones de género cuando 

concurran una o más de las siguientes 

circunstancias: 

 

I. La víctima presente signos de violencia 

sexual de cualquier tipo. 

 

II. A la víctima se le hayan infligido 

lesiones infamantes o degradantes o 

mutilaciones, previas o posteriores a la 

privación de la vida. 

 

III. Existan antecedentes o datos de 

cualquier tipo de violencia en el ámbito 

familiar, laboral, escolar, institucional, o 

comunitario o cualquier otro ámbito del 

sujeto activo en contra de la víctima. 

 

IV. Haya existido entre el activo y la 

víctima una relación de parentesco por 

consanguinidad o afinidad, de 

matrimonio, concubinato, noviazgo, o 

cualquier otra relación de hecho o 

amistad o de confianza. 

 

V. Exista o haya existido entre el activo y 

la victima una relación laboral, escolar, o 

cualquier otra que implique confianza, 

subordinación o superioridad. 

 

VI. Existan datos que establezcan que 

hubo amenazas, acoso o lesiones del 

sujeto activo en contra de la víctima. 

 

VII. La víctima haya sido incomunicada, 

cualquiera que sea el tiempo previo a la 

privación de la vida; y, 

 

VIII. El cuerpo de la víctima sea expuesto, 

depositado, arrojado, colocado o exhibido 

en un lugar público. 

 

Toda muerte violenta de mujer deberá 

investigarse desde un inicio como feminicidio, 

incluyendo aparentes suicidios, para descartar 

que no existan razones de género en su 

comisión. Los poderes legislativos estatales 

deberán homologar la tipificación penal de esta 

conducta conforme las hipótesis de las razones 

de género y, además de la sanción que se 

imponga bajo los criterios de proporcionalidad, 

se deberá establecer que la persona agresora 

perderá todos los derechos con relación a la 

víctima, incluidos los de carácter sucesorio, 

patria potestad o tutela en caso de existencia de 

hijas e hijos en común. 

 

E incluir en la legislación penal la advertencia 

y sanción de inhabilitación además de la que 

corresponda de privación de la libertad, a 

aquellas o aquellos servidores públicos que, por 

acción u omisión, negligencia o abuso de 

autoridad, retarden u obstaculicen la 

impartición de justicia, minimicen o justifiquen 

los hechos de violencia o por influencia de algún 

estereotipo de género discriminatorio hacia las 

mujeres. 

 

Artículo 22. La alerta por violencia contra las 

mujeres es el mecanismo de protección colectivo, 
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emergente y temporal que concentra las acciones 

coordinadas de los gobiernos federal, estatal y 

municipal, como corresponda, para garantizar una 

vida libre de violencia a las mujeres, en un 

territorio determinado. 

 

La alerta por violencia contra las mujeres procede 

bajo dos supuestos: 

 

I. Por violencia estructural en contra de las 

mujeres y niñas; y 

 

II. Por agravio comparado, ostensible en un 

ordenamiento jurídico aprobado o vigente 

y/o política pública. 

 

III. Los organismos de derechos humanos 

nacional o de las entidades federativas, así lo 

soliciten.  

 

Artículo 22 A. En el mecanismo de alerta por 

violencia contra las mujeres intervienen: 

 

1. La persona o personas que interponen la 

solicitud, organizaciones de la sociedad 

civil, instituciones académicas, organismos 

públicos de derechos humanos nacional o de 

las entidades federativas y organismos 

internacionales. 

 

2. El Inmujeres, en su calidad de Secretaría 

Ejecutiva del Sistema Nacional para 

Prevenir, Atender, Sancionar y Erradicar la 

Violencia contra las Mujeres; 

 

3) El comité de selección; y 

 

4) El comité de expertas. 

 

Artículo 22 B. La solicitud de declaratoria de 

alerta por violencia contra las mujeres podrá ser 

presentada ante la Secretaría Ejecutiva del Sistema 

Nacional para Prevenir, Atender, Sancionar y 

Erradicar la Violencia contra las Mujeres por: 

 

I. Organizaciones o colectivos de la 

sociedad civil; 

 

II. Comisiones de derechos humanos u 

organismos de protección de los derechos 

humanos; 

 

III. Consejo Nacional para Prevenir la 

Discriminación. 

 

IV. Organismos internacionales de defensa 

y promoción de los derechos humanos; y 

 

V. Mecanismos para el adelanto de las 

mujeres federales, estatales y municipales. 

 

Las solicitudes de declaratoria de alerta por 

violencia no serán excluyentes entre sí pudiendo 

ser presentadas simultáneamente, por los mismos 

u otros hechos diferentes, así como por una o más 

instancias de las mencionadas en este artículo. 

 

Artículo 22 C. Cuando ocurran hechos públicos y 

notorios de violencia contra las mujeres, aunque 

no se hubiese presentado la solicitud de Alerta por 

Violencia, la Comisión Nacional de Derechos 

Humanos o los organismos públicos de derechos 

humanos de las entidades federativas, así como el 

Inmujeres, podrán actuar de oficio para iniciar un 

procedimiento de declaratoria de alerta de 

violencia ante el Sistema Nacional. 

 

Artículo 23. La alerta de violencia de género 

contra las mujeres tendrá como objetivo 

fundamental garantizar la seguridad y acceso a la 

justicia de las mismas en condiciones de 

igualdad sustantiva en los ámbitos jurídicos, 

político, social, económicos y de salud 

reproductiva;  la revisión de indicadores de 

impacto, desempeño y resultado del sistema de 

justicia para verificar el cumplimiento de la 

debida diligencia y desde la perspectiva de 

género del derecho de las mujeres a la verdad, 

justicia y reparación del daño; el cese de la 

violencia en su contra y/o eliminar las 

desigualdades producidas por una legislación 

que agravia sus derechos humanos, por lo que 

se deberá: 

I. Conformar un comité de selección; 
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II. Establecer un comité de expertas en 

derechos humanos, justicia y perspectiva 

de género para integrar el grupo 

interinstitucional y multidisciplinario; 
 

III. Implementar las acciones preventivas de 

seguridad y justicia, para enfrentar y abatir 

la violencia feminicida; 

 

IV. Impulsar políticas públicas de 

formación de estudiantes de licenciatura 

de derecho y otras ramas de las ciencias 

sociales y de la salud; así como a las y los 

servidores públicos del sistema de 

justicia, en el conocimiento de los 

derechos humanos de las mujeres y la 

perspectiva de género; 
 

V. Elaborar reportes especiales sobre la zona 

y el comportamiento de los indicadores de la 

violencia contra las mujeres, haciendo 

hincapié en los indicadores de impacto y 

resultados; 
VI. Asignar los recursos presupuestales 

necesarios para hacer frente a la 

contingencia de alerta de violencia de 

género contra las mujeres, destinando 

presupuestos diferenciados para las 

medidas inmediatas y estructurales,  

 

VII. Impulsar una política pública de 

rendición de cuentas, deslinde de 

responsabilidades y la correspondiente 

sanción a quienes por omisión, abuso o 

negligencia promuevan la impunidad de 

los delitos de violencia de género; y 

 

VIII. Hacer del conocimiento público el 

motivo de la alerta de violencia de género 

contra las mujeres, las acciones propuestas 

al ejecutivo estatal y la zona territorial que 

abarcan las medidas a implementar. 

 

IX. Diseñar un catálogo de 

responsabilidades que contemple todos 

los órganos de gobierno involucrados en 

el proceso entero de la alerta de género 

basado en el principio de transversalidad. 

 

X. Fomentar la armonización legislativa y 

de operación respecto de la alerta de 

género en todas las entidades de la 

república. 
 

XI. Crear un consejo interinstitucional de 

seguimiento a las alertas emitidas 

integrado por la Comisión Nacional para 

Prevenir y Erradicar la Violencia Contra 

las Mujeres (CONAVIM), el Instituto 

Nacional de las Mujeres (Inmujeres), 

integrantes de los Mecanismos para el 

Adelanto de las Mujeres de los sistemas 

estatales y municipales para prevenir y 

erradicar la violencia contra las mujeres 

donde se emita la alerta y una Comisión 

diseñada específicamente para ello del 

Poder Legislativo federal. 
 

Se deroga el artículo 24: 

 

Artículo 25. [...] 

 

Sección Primera 

 

Del Comité de Selección y del Comité de 

Expertas 

 

Artículo 25 A. Corresponderá a la Secretaría 

Ejecutiva del sistema formar el comité de 

selección, el cual se integrará por 

 

I. La titular del Instituto Nacional de las 

Mujeres; 

 

II. La titular de la Comisión Nacional para 

Prevenir y Erradicar la Violencia contra las 

Mujeres; 

 

III. Una persona invitada de la 

representación en México de ONU Mujeres; 

 

IV. Una persona invitada representante del 

Poder Judicial de la Federación, 

preferentemente de la Unidad de Igualdad de 

Género de la Suprema Corte de Justicia de 

la Nación; 
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V. Una persona representante de la Fiscalía 

General de la República; 

 

VI. Una persona representante de alguna 

institución académica universitaria de alto 

prestigio en estudios de género o derechos 

humanos de las mujeres; y 

 

VII. La persona titular del Programa de 

Asuntos de la Mujer y de Igualdad entre 

Mujeres y Hombres de la Comisión 

Nacional de los Derechos Humanos. 

 

Las personas integrantes contarán voz y voto en 

condiciones de igualdad. 

 

El comité de selección tiene como objetivo evaluar 

y seleccionar a las integrantes del comité de 

expertas, para lo cual contará con 30 días naturales 

improrrogables para el proceso de selección. 

 

Artículo 25 B. El Comité de Expertas representa 

un cuerpo técnico y colegiado, con independencia 

de decisión, responsable de la recepción, análisis, 

evaluación e investigación de los hechos que narre 

o aporte la solicitud de declaración de alerta de 

violencia de género, y de la emisión de un informe 

en el que se determinen cuáles, cómo y en qué 

dependencia gubernamental o situación social, 

delincuencial o jurídica, se detectan las 

violaciones a derechos humanos de las mujeres de 

acuerdo con los conceptos de la alerta de género y 

será el grupo encargado de la emisión las 

respectivas recomendaciones relativas a echar a 

andar el mecanismo de la alerta de violencia de 

género contra las mujeres y niñas. 

 

Las expertas que conformen el comité serán 

elegidas mediante convocatoria pública, con 

cobertura nacional, que emitirá la Secretaría de 

Gobernación debiendo reunir los siguientes 

requisitos: 

 

I. No contar con inhabilitación en el servicio 

público o con recomendaciones de los 

organismos públicos de protección de los 

derechos humanos; 

 

II. No ocupar un cargo público; 

 

III. Que no se encuentre enfrentando 

proceso penal por delito grave y no tenga 

antecedentes de señalamientos sobre ejercer 

cualquier tipo de violencia contra las 

mujeres; 

 

IV. Contar con reconocida experiencia y 

conocimientos en perspectiva de género y 

derechos humanos de las mujeres; y 

 

V. Demostrar trayectoria profesional de por 

lo menos 5 años en alguna o varias de las 

siguientes áreas: investigación de casos de 

violencia, atención, defensa, promoción, 

acceso y procuración de justicia con 

perspectiva de género, así como en la 

elaboración de políticas públicas, estudios e 

investigaciones relacionadas con estos 

temas y de desarrollo económico, social y 

político de las mujeres, así como en materia 

de igualdad sustantiva. 

 

Artículo 25 C. La duración del encargo de cada 

una de las expertas del comité, será por el período 

de 2 años, reelegible por un periodo igual. La 

Conavim emitirá carta de designación de la 

experta. La titular de la Conavim resolverá en 

derecho todo lo relacionado a esa designación y 

desempeño, en caso de conductas de 

incumplimiento reiterado, ausencia, conflicto de 

interés, deshonestidad o falta de responsabilidad 

en el encargo, por instrucciones de la o el titular de 

la Segob, la titular de Conavim podrá dar por 

concluido la participación de la experta, sin 

responsabilidad alguna para la institución federal. 

 

Artículo 25 D. Una vez concluido el proceso de 

selección e integración, el comité de expertas 

quedará conformado por cinco mujeres o personas 

con identidad de género femenina que reúnan 

preferentemente los siguientes perfiles: 

 

I. Una experta en derecho internacional, 

nacional y local de los derechos humanos de 

las mujeres y las niñas; 
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II. Una defensora, activista o integrante de 

una organización de la sociedad civil con 

amplia y reconocida trayectoria, de los 

derechos humanos de las mujeres y las 

niñas; 

 

III. Una experta en diseño, programación y 

evaluación de políticas públicas; así como 

en evaluación de la eficiencia institucional 

por indicadores; 

 

IV. Una experta en procuración e 

impartición de justicia, con reconocida 

trayectoria por su trabajo empírico en el 

acceso a la justicia para las mujeres; y 

 

V. Una experta en seguridad ciudadana con 

enfoque de seguridad humana. 

 

Artículo 25 E. La Secretaría de Gobernación 

otorgará las facilidades y recursos para su 

funcionamiento, conforme lo establecen los 

ordenamientos correspondientes y se cerciorará de 

que los mecanismos de convocatoria y selección 

se implementen. 

 

Lo anterior no implicará una relación laboral ni de 

subordinación entre la Secretaría de Gobernación 

y las integrantes del comité de expertas. 

 

El Comité podrá solicitar a la autoridad 

correspondiente las medidas de protección 

necesarias para salvaguardar su integridad en el 

ejercicio de sus funciones, así como para solicitar 

las medidas necesarias para proteger a las 

presuntas víctimas durante la revisión de los casos. 

 

Artículo 25 F. El Comité de Expertas deberá 

sesionar formalmente para conocer de manera 

inmediata, en un término no mayor a 5 días hábiles 

las solicitudes de alerta por violencia contra las 

mujeres presentadas ante la Secretaría Ejecutiva 

del Sistema Nacional. 

 

Artículo 25 G. El comité de expertas determinará 

la metodología que emplearán para dar respuesta a 

cada una de las solicitudes, cumpliendo con el 

procedimiento establecido en esta ley y su 

reglamento. Recibirá, investigará, analizará y 

emitirá un informe y las recomendaciones 

correspondientes en cada una de las solicitudes de 

alerta por violencia contra las mujeres que reciba. 

 

Artículo 25 H. El comité de expertas elegirá por 

consenso de entre sus integrantes a su 

coordinadora y su suplente, quien colaborará con 

la coordinadora para el mejor desempeño de sus 

funciones; durarán en su cargo un año, con opción 

a ser reelectas por un año más. En caso de ausencia 

temporal o impedimento de la coordinadora, la 

sustituirá la suplente y el comité elegirá a una 

nueva suplente. 

 

El comité tiene facultades para apoyarse en la 

opinión de otras personas especialistas o 

instituciones académicas y/o educativas 

nacionales, estatales y/o municipales, cuando así 

lo consideren necesario, así como para designar y 

coordinar los equipos técnicos que se requieran 

para dar cumplimiento a las labores para las que 

fueron electas. 

 

Sección Segunda 

 

Disposiciones Generales para la Solicitud de la 

Declaratoria de Alerta por Violencia contra 

las Mujeres 

 

Artículo 25 I. La solicitud de declaratoria de 

alerta por violencia contra las mujeres, se 

presentará por escrito o bien, a través de correo 

electrónico, en la oficina de la titular de la 

Secretaría Ejecutiva; una vez admitida se dará 

conocimiento al Sistema Nacional para Prevenir, 

Atender, Sancionar y Erradicar la Violencia contra 

las Mujeres, sin necesidad de que se convoque a 

sesión, y la turnará inmediatamente al comité de 

expertas. 

 

Artículo 25 J. La solicitud de alerta por violencia 

contra las mujeres deberá contener los siguientes 

requisitos: 

I. Nombre o razón social de quien 

promueva; 
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II. Los documentos que sean necesarios para 

acreditar su personalidad jurídica; 

 

III. Domicilio para recibir notificaciones, así 

como nombre de la persona o personas 

autorizadas para recibirlas; 

 

IV. Narración de los hechos violatorios de 

los derechos humanos de las mujeres y o por 

agravio comparado, en un territorio 

determinado; y 

 

V. Los elementos con que se cuente para 

fundamentar y sostener su petición, las 

solicitudes contendrán información 

constitutiva de indicios de los hechos o 

eventos que denuncie. 

 

Será labor del Comité de Expertas, realizar las 

investigaciones necesarias para determinar o no la 

existencia de cualquier tipo y o modalidad de 

violencia en contra de las mujeres y niñas que 

constituya violencia estructural, así como la 

existencia o no de agravio comparado, la 

integración de la documentación y de la 

información relativa a acreditar o sustentar o no la 

solicitud de alerta por violencia contra las mujeres 

 

Cuando la solicitud no contenga los requisitos del 

presente artículo, la Secretaría Ejecutiva del 

sistema deberá prevenir a quien solicita por 

escrito, por una sola vez, para que subsane la 

omisión dentro del plazo de cinco días hábiles. 

Transcurrido el plazo sin que se desahogue la 

prevención, se desechará el trámite. Una vez 

desahogada la prevención, se continuará con el 

análisis de la solicitud. 

 

Artículo 25 K. Las autoridades federales, 

estatales, de la Ciudad de México y municipales, 

están obligadas a proporcionar todo tipo de 

información y documentación que tenga relación 

con los hechos que se afirman en la solicitud, y que 

les sea requerido por el Comité de Expertas a 

través de Conavim; o en su caso, brindar el apoyo 

necesario para la realización de la investigación 

correspondiente. 

 

La falta de cooperación o la negativa de 

proporcionar información por parte de las 

autoridades, presumirá la veracidad de los hechos 

alegados en la solicitud. 

 

Artículo 25 L. La documentación y demás 

información que genere el Comité de Expertas 

observará lo dispuesto en la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública 

Gubernamental, la Ley Federal de Datos 

Personales en Posesión de Particulares y demás 

normatividad aplicable en esta materia, así como 

la estricta confidencialidad de datos de víctimas 

del delito y sus familiares. 

 

Sección Tercera 

 

Del Procedimiento para la Declaratoria de 

Alerta por Violencia Estructural contra las 

Mujeres 

 

Artículo 25 M. En el proceso de investigación 

para la declaratoria de la alerta por violencia 

contra las mujeres, solicitado bajo el supuesto de 

la fracción I del artículo 22, el Comité de Expertas 

deberá estar enfocada en los hechos o eventos 

denunciados en la solicitud e incluir los siguientes 

elementos: 

 

I. Descripción de los hechos que incluya: 

 

a) La situación de violencia contra las 

mujeres y las niñas, haciendo énfasis en el 

estado que guarda el derecho de acceso a la 

justicia. 

 

b) El lugar o territorio donde acontecieron 

los hechos. 

 

II. La metodología de revisión del caso: 

 

a) Análisis e interpretación de la 

información. 

 

b) Fuentes de información, personas y o 

instituciones consultadas para ampliar la 

investigación. 
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III. Conclusiones. Consideraciones de hecho 

y de derecho que resulten del análisis de los 

casos, los elementos que lleven a determinar 

si procede o no una declaratoria de alerta por 

violencia contra las mujeres. 

 

IV. Recomendaciones: 

 

a) La propuesta de reparación del daño con 

perspectiva de género y con base a 

jurisprudencia nacional y de la Corte 

Interamericana de Derechos Humano a 

víctimas directas o indirectas, por 

violaciones a derechos humanos, si así fuera 

procedente; 

 

b) La procedencia en los casos donde sea 

pertinente de solicitar el inicio e 

investigación de las responsabilidades 

administrativas o penales de las y los 

servidores públicos involucrados; 

 

c) Las acciones integrales de emergencia, 

preventivas, de atención, procuración de 

justicia y sanción de servidoras o servidores 

públicos, dirigidas a las instituciones y 

dependencias responsables de los 3 órdenes 

de gobierno, estableciendo los plazos para 

su cumplimiento; y 

 

d) La propuesta de plazos para el 

cumplimiento de las recomendaciones. 

 

Artículo 25 N. Las solicitudes de información que 

se requieran a las autoridades federales, estatales, 

de la Ciudad de México y/o municipales por parte 

del Comité de Expertas, se realizará por conducto 

de la Secretaría de Gobernación. 

 

La Secretaría de Gobernación deberá brindar todas 

las facilidades para contar la información de 

manera pronta y expedita.  

Artículo 25 O. Una vez reunida la información 

requerida, el comité de expertas dispondrá de 45 

días naturales, para integrar una investigación 

sobre los hechos, emitir el informe y sus 

recomendaciones. 

 

Sección Cuarta 

 

De la Declaratoria de Alerta de Violencia 

contra las Mujeres por Agravio Comparado 

 

Artículo 25 P. Para el proceso de investigación 

para la declaratoria de la alerta por violencia 

contra las mujeres, solicitado bajo el supuesto de 

la fracción II del artículo 22, deberá incluir los 

siguientes elementos: 

 

I. Descripción de los hechos que incluya 

 

a) La situación de violencia contra las 

mujeres y las niñas. 

 

b) El lugar o territorio donde acontecieron 

los hechos; 

 

c) Descripción de los elementos que 

constituyan el agravio comparado, y 

 

d) Las afectaciones que la norma o política 

pública, con base en los más altos estándares 

internacionales de protección de los 

derechos humanos de las mujeres, el 

principio pro persona y la perspectiva de 

género, ha generado en agravio de las niñas 

o mujeres de la colectividad. 

 

II. La metodología de revisión de esta 

modalidad de violencia, la cual implica: 

 

a) El análisis e interpretación de los 

informes aportados por el solicitante, si lo 

hiciere, la autoridad responsable y cualquier 

otro alternativo que sirva para formar 

criterio; y 

 

b) Fuentes de información, personas y o 

instituciones consultadas para ampliar la 
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investigación, salvaguardando los datos 

personales. 

 

III. Conclusiones 

 

a) Las medidas recomendadas para eliminar 

la violencia contra las mujeres y las niñas 

por agravio comparado; 

 

b) La sanción a servidoras o servidores 

públicos si fuera procedente; 

 

c) Las propuestas de adición, modificación o 

derogación de la ley o política pública de 

que se trate; 

 

d) Las acciones integrales de emergencia, 

preventivas, de atención y sanción dirigidas 

a las instituciones y dependencias 

encargadas de su ejecución; 

 

e) La propuesta de reparación del daño, con 

perspectiva de género y en base a 

jurisprudencia nacional y de la Corte 

Interamericana de Derechos Humano; y 

 

f) La propuesta de plazos para su 

cumplimiento. 

 

Sección Quinta 

 

De las Obligaciones de la Secretaría de 

Gobernación ante la Declaratoria por 

Violencia contra las Mujeres 

 

Artículo 25 Q. Corresponderá a la Secretaría de 

Gobernación en su calidad de dependencia que 

preside el Sistema Nacional para Prevenir, 

Atender, Sancionar y Erradicar la Violencia contra 

las Mujeres, declarar o negar la alerta por 

violencia contra las mujeres, debiendo fundar y 

motivar su resolución, considerando de manera 

integral el informe y las recomendaciones 

emitidas por el comité de expertas. 

 

El procedimiento que corresponde a la declaración 

de la alerta de violencia contra las mujeres deberá 

regirse por los principios de 

a) Pro persona; 

 

b) Debida diligencia; 

 

c) Igualdad sustantiva; 

 

d) Perspectiva de género; 

 

e) Mayor protección; y 

 

f) Interés superior de la niñez. 

 

Artículo 25 R. La Secretaría de Gobernación 

habiendo recibido el informe y las 

recomendaciones del Comité de Expertas 

determinará en un plazo de 6 días hábiles 

improrrogables la procedencia o improcedencia de 

la emisión de la alerta por violencia estructural 

contra las mujeres o por agravio comparado. 

 

En ambos casos deberá notificar a las autoridades 

responsables, en su caso, a quien presentó la 

solicitud y al sistema nacional en un plazo no 

mayor a 5 días hábiles siguientes a la declaratoria. 

 

Artículo 25 S. La declaratoria de alerta por 

violencia estructural contra las mujeres que emita 

la Secretaría de Gobernación deberá contener: 

 

a) Las políticas, acciones y demás 

formas de coordinación. 

 

b) Monto de los recursos 

presupuestales para hacer frente a la 

contingencia; y, 

 

c) Explicitar los plazos en que se 

realizarán las acciones, identificando 

acciones inmediatas, a mediano, 

largo plazo y permanentes, 

atendiendo al diseño y aplicación de 

indicadores de resultados, 

desempeño de las y los funcionarios 

públicos involucrados e impacto, 

considerando los plazos sugeridos 

por el Comité de Expertas. 
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Artículo 25 T. La declaratoria de alerta por 

violencia contra las mujeres por agravio 

comparado que emita la Secretaría de 

Gobernación, deberá contener: 

 

a) La propuesta de modificación, 

reforma, adición, derogación y/o 

abrogación de ordenamientos 

jurídicos. 

 

b) Todas aquellas propuestas de 

modificación y eliminación de 

políticas públicas discriminatorias; 

y, 

 

c) Explicitar los plazos en que se 

realizarán las acciones, identificando 

acciones inmediatas, a mediano, 

largo plazo y permanentes, 

considerando los plazos sugeridos 

por el Comité de Expertas. 

 

Artículo 25 U. En ambos supuestos, la 

declaratoria de alerta por violencia deberá 

publicarse en el Diario Oficial de la Federación, en 

los periódicos o gacetas oficiales estatales, en los 

medios impresos y electrónicos de mayor 

audiencia nacional, de las entidades federativas y 

Ciudad de México de que se trate; así como en los 

sitios electrónicos oficiales de las dependencias 

involucradas. 

 

Artículo 25 V. Una vez notificada, las autoridades 

señaladas en el informe contarán con un plazo de 

treinta días hábiles para iniciar el desahogo de las 

medidas recomendadas, rindiendo informes 

trimestrales sobre el avance en el cumplimiento a 

la Secretaría de Gobernación. 

 

La Secretaría de Gobernación deberá hacer 

público estos informes y enviarlos a las 

instituciones que integran el Sistema Nacional. 

 

Sección Sexta 

 

Seguimiento a la Alerta por Violencia contras 

las Mujeres 

 

Artículo 25 W. La Secretaría de Gobernación, en 

coordinación con la Secretaría Ejecutiva del 

Sistema Nacional, dará seguimiento al 

cumplimiento de las medidas que se hayan emitido 

para hacer frente a la contingencia motivo de la 

alerta por violencia. 

 

Artículo 25 X. Una vez recibidos los informes 

finales la Secretaría de Gobernación determinará 

la procedencia del levantamiento de la alerta. 

Esta determinación se hará del conocimiento 

público por los mismos medios de difusión que se 

dio a conocer la declaratoria de alerta. 

 

Artículo 25 Y. En caso de que la Secretaría de 

Gobernación determine la improcedencia de 

levantar la declaratoria de alerta, las autoridades 

responsables deberán continuar con la aplicación 

de las medidas recomendadas hasta que cesen los 

efectos que motivaron la alerta. 

 

Artículo 25 Z. Las autoridades federales, 

estatales, de la Ciudad de México y municipales 

que correspondan, estarán obligadas en términos 

de esta Ley a dar cumplimiento a los 

requerimientos de información, apoyo y 

determinaciones que se emitan para hacer frente a 

la contingencia de Alerta por Violencia, en el 

entendido de que sus omisiones, obstaculizaciones 

o negativas serán causa de responsabilidad 

jurídica a la que haya lugar. 

 

Corresponderá a cada entidad federativa la labor 

de llevar a cabo las gestiones necesarias para la 

armonización legislativa con miras a alcanzar, en 

el mediano plazo, un pleno y eficaz 

funcionamiento de la alerta de género en todos los 

niveles de gobierno. 

 

... 

 

Transitorios 

 

Primero. El presente decreto entrará en vigor el 

día siguiente al de su publicación en el Diario 

Oficial de la Federación. 
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Segundo. Quedará sin efecto cualquier 

disposición que se oponga al presente 

ordenamiento. 

 

Tercero. El Ejecutivo federal, en un plazo que no 

exceda de 90 noventa días naturales después de 

publicado el presente decreto, deberá reformar el 

reglamento de la Ley en aquellas partes que 

resulten necesarias para la implantación de este 

ordenamiento. 

 

Cuarto. La Cámara de Diputados del Congreso de 

la Unión deberá mantener y garantizar la 

progresividad de la asignación presupuestaria para 

la ejecución de las reformas a la Ley General de 

Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de 

Violencia, contenidas en el presente decreto. 

 

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 23 de abril de 

2019 

 

Dip. María Wendy Briceño Zuloaga 

Dip. Socorro Bahena Jiménez 

Dip. María Elizabeth Díaz García 

Dip. García Cayetano Dorheny 

Dip. Beatriz Rojas Martínez 

Dip. Rocío del Pilar Villarauz Martínez 

Dip. Verónica María Sobrado Rodríguez 

Dip. María Ester Alonzo Morales 

Dip.  Clementina Marta Dekker Gómez 

Dip. Ma. Guadalupe Almaguer Pardo 

Dip. Socorro Irma Andazola Gómez 

Dip. Laura Patricia Avalos Magaña 

Dip. Mildred Concepción Ávila Vera 

Dip. Madeleine Bonnafoux Alcaraz 

Dip. Katia Alejandra Castillo Lozano 

Dip. Melba Nelia Farías Zambrano 

Dip. Sylvia Violeta Garfias Cedillo 

Dip. María Eugenia Hernández Pérez 

Dip. Fabiola Raquel Guadalupe Loya Hernández 

Dip. Cynthia Iliana López Castro 

Dip. Laura Martínez González 

Dip. Jacquelina Martínez Juárez 

Dip. Martínez Ruiz Maribel 

Dip. Carmen Patricia Palma Olvera 

Dip. Ana Patricia Peralta de la Peña 

Dip. Ximena Puente de la Mora 

Dip. Ana Lucía Riojas Martínez 

Dip. Nayeli Salvatori Bojalil 

Dip. María Liduvina Sandoval Mendoza 

Dip. Olga Patricia Sosa Ruíz 

Dip. Julieta Kristal Vences Valencia 

 

 

 

 
 

 

 

DE LAS DIPUTADAS INTEGRANTES DE LA 

COMISIÓN DE IGUALDAD DE GÉNERO CON 

PROYECTO DE DECRETO QUE REFORMA Y 

ADICIONA DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA LEY 

GENERAL PARA PREVENIR, INVESTIGAR Y 

SANCIONAR LA TORTURA Y OTROS TRATOS O 

PENAS CRUELES INHUMANOS O DEGRADANTES 

 

Las diputadas federales de la LXIV Legislatura, 

integrantes de la Comisión de Igualdad de Género, 

con fundamento en los artículos 71, fracción II, de 

la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos; así como los artículos 77, numeral 1, 

y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, 

sometemos a consideración de esta asamblea la 

siguiente iniciativa con proyecto de decreto por la 

cual se reforman y adicionan diversas 

disposiciones de la Ley General para Prevenir, 

Investigar y Sancionar la Tortura y otros Tratos o 

Penas Crueles Inhumanos o Degradantes.   

 

Antecedentes 

 

En el marco del Foro “Diálogos hacia la Igualdad 

y Seguridad de Todas”, celebrado el 5 de abril de 

2019 en la Cámara de Diputados, ratificando la 

voluntad de parte del ejecutivo por realizar 

cambios estructurales, La Dra. María Candelaria 

Ochoa Ávalos, titular de la Comisión Nacional 

para Prevenir y Erradicar la Violencia Contra las 

Mujeres (Conavim) expuso un panorama amplio 

de acción en materia de atención a víctimas y 

presentó ante el legislativo iniciativas que 

permiten fortalecer el ámbito normativo en 

materia de las Alertas por violencia de género, 
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sobre tortura sexual y distintos tipos de violencia 

ejercida contra las mujeres. 

 

Dichas propuestas fueron entregadas a la 

Comisión de Igualdad de Género en un gesto de 

colaboración interinstitucional, por lo que 

reconocemos que el Gobierno de México asume 

como parte de la responsabilidad el diálogo 

permanente entre poderes, a favor de la paz y la 

seguridad de las mexicanas. En este sentido, nos 

actuamos en consecuencia, presentando estas 

iniciativas e impulsándolas hasta su mejor término 

legislativo.  

 

Asimismo, las diputadas de la Comisión de 

Igualdad de Género recogemos este diálogo y 

concretando en acción articulada, esta propuesta y 

compromiso del estado, teniendo la claridad del 

objetivo de ir contra todas las violencias ejercidas 

contra niñas, adolescentes y mujeres. 

 

Exposición de motivos 

 

La violencia de género es una realidad presente. 

Es un tema lacerante en este Estado mexicano que 

se ha proclamado defensor, promotor, protector y 

garante de los derechos humanos, en particular, de 

los derechos de las niñas y mujeres. 

 

Y aunque ya se ha establecido en la normatividad 

mexicana las diversas formas y modalidades de 

violencia contra las mujeres, en especial en la Ley 

General de Acceso de las Mujeres a una Vida 

Libre de Violencia, aún otras expresiones están 

fuera de la ley, como sucede con la tortura sexual. 

 

El conocido caso “Atenco”1 puso énfasis en 

demostrar cómo la tortura de actores públicos que 

se ejerce sobre mujeres y hombres no se manifiesta 

de la misma forma; en ello destaca la violencia 

sexual, cuando se convierte en forma de amenaza, 

                                                 
1 Caso Mujeres Víctimas de Tortura Sexual en Atenco vs. 

México, sentencia de 28 de noviembre de 2018, Corte 

Interamericana de Derechos Humanos. 
2 Caso Fernández Ortega y otros vs. México, sentencia de 30 

de agosto de 2010, Corte Interamericana de Derechos 

Humanos. 

dominio y autoridad de las mujeres en casos de 

detención o privación de la libertad. 

 

Antes de estos indignantes hechos, lo sucedido a 

Inés Fernández Ortega2 y Valentina Rosendo 

Cantú3 en la zona de La Montaña de Guerrero, 

también evidenció cómo los grupos armados 

estatales ejercen poder y control violento 

estructurado por las ideas del privilegio 

masculino, combinadas con las inequidades 

étnicas, generacionales o de clase entre las 

mujeres. 

 

No pasa desapercibido que actores privados, como 

los de la delincuencia organizada, también 

cometen distintos repertorios de violencia y 

gobierno en contra de mujeres y hombres, 

convirtiéndose particularmente las mujeres en 

botín, intercambio y receptoras de violencia sexual 

extrema, según su origen étnico o nacional, 

condición económica, posición social o alguna 

otra circunstancia que las coloque en una situación 

de vulnerabilidad. 

 

El tema no es nuevo y menos para el derecho 

internacional de los derechos humanos o el 

derecho internacional humanitario. Existe una 

prohibición internacional de la tortura y todas las 

formas de tratos crueles, inhumanos y degradantes 

desde la aprobación de la Declaración Universal 

de Derechos Humanos, en 1948. 

 

Posteriormente, la Convención para la 

Eliminación de Todas las Formas de 

Discriminación Contra la Mujer (CEDAW, 1979) 

dio aportes fundamentales no sólo en torno a la 

discriminación contra las mujeres y las 

obligaciones del Estado en relación con la 

adopción e implementación de medidas 

legislativas, administrativas y de otra índole que 

prevengan, prohíban y sancionen la 

discriminación contra la mujer. Si bien en el 

3 Caso Rosendo Cantú y otros vs. México, sentencia de 31 

de agosto de 2010, Corte Interamericana de Derechos 

Humanos. 
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tratado no se estableció expresamente el tema de 

la violencia, sí se creó el Comité de seguimiento 

desde el que se ha desarrollado el discurso que 

asocia a la violencia con la discriminación, como 

sucedió en su Recomendación General número 19 

de 1992, la cual señaló que la violencia contra la 

mujer es una forma de discriminación que impide 

gravemente el goce y ejercicio de derechos y 

libertades en pie de igualdad con los hombres. En 

este sentido el Comité ha afirmado que la 

definición de discriminación contra la mujer de 

CEDAW incluye la violencia basada en el sexo; 

esta violencia incluye actos que infringen daños o 

sufrimientos de índole física, mental o sexual, 

amenazas a cometer esos actos, coacción y otras 

formas de privación de la libertad. 

 

Cabe destacar que este Comité en el 2012 en sus 

Observaciones Finales del informe que rindió el 

Estado mexicano, expresó su preocupación por el 

incremento de la violencia en contra de mujeres y 

niñas mexicanas: 

 

“Al Comité le preocupa que las mujeres […] se vean 

sometidas a unos niveles cada vez mayores y a 

diferentes tipos de violencia por motivos de género 

como la violencia doméstica, desapariciones 

forzosas, torturas y asesinatos, en particular el 

feminicidio, por agentes estatales, incluidos 

funcionarios encargados de hacer cumplir la ley y 

fuerzas de seguridad, así como por agentes no 

estatales como grupos de delincuentes organizados”. 

 

Ante ello recomendó prevenir la violencia contra 

las mujeres, incluida la violencia doméstica, las 

desapariciones forzosas, las torturas y los 

asesinatos, en particular el feminicidio; investigar, 

enjuiciar y sancionar a los autores de los delitos, 

ya sean entidades estatales o no, y proporcionar 

reparación a las mujeres que hayan sido víctimas 

de la violencia, independientemente del contexto 

y de los presuntos responsables. 

 

                                                 
4 El texto del Estatuto de Roma que se distribuyó como 

documento A/CONF.183/9, de 17 de julio de 1998, 

enmendado por los procesos verbales de 10 de noviembre de 

1998, 12 de julio de 1999, 30 de noviembre de 1999, 8 de 

Igualmente, el Comité expresó su preocupación 

por la impunidad ante los casos de violencia contra 

las mujeres, incluyendo los casos de tortura sexual 

en contra de mujeres, como ocurrió en el caso de 

San Salvador Atenco. 

 

Por su parte, la inclusión de los delitos 

relacionados con el género y los delitos de 

violencia sexual fueron reconocidos en el Estatuto 

de Roma de la Corte Penal Internacional4, donde 

se afirma que la violación, la esclavitud sexual, la 

prostitución forzada, el embarazo forzado, la 

esterilización forzada y otras formas de violencia 

sexual constituyen, en determinadas 

circunstancias, un crimen de lesa humanidad o un 

crimen de guerra, reiterando que los actos de 

violencia sexual en situaciones de conflicto 

armado pueden constituir violaciones o 

infracciones graves del derecho internacional 

humanitario. 

 

La Comisión de Derechos Humanos en Naciones 

Unidas hizo referencia a ello en la Resolución 

2002/525, en la cual condenó la violencia contra la 

mujer cometida en situaciones de conflicto 

armado, tales como el asesinato, la violación, la 

esclavitud sexual y el embarazo forzado y pidió 

una reacción efectiva ante estas violaciones de los 

derechos humanos internacionales y del derecho 

humanitario. 

 

Otro aspecto importante en el avance internacional 

de los derechos de las mujeres se refiere a la 

aprobación de las Resoluciones del Consejo de 

Seguridad de la Organización de las Naciones 

Unidas relativas al rol de las mujeres en los 

conflictos armados y a la condena de la violencia 

contra las mujeres.  

 

En primer término, la Resolución 1325, Mujer, 

Paz y Seguridad, del año 2000, por parte de dicho 

Consejo. Este documento fue la primera 

resolución de este órgano que reconoció las 

mayo de 2000, 17 de enero de 2001 y 16 de enero de 2002. 

El Estatuto entró en vigor el 1º de julio de 2002. 
5 Comisión de Derechos Humanos, Resolución 2002/52, 23 

de abril de 2002. 
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consecuencias específicas de los conflictos sobre 

las mujeres y niñas, en especial de la violencia 

sexual, y abogó para que las mujeres participaran 

activamente en las negociaciones de paz. Éste es 

un marco de trabajo importante para desarrollar y 

mejorar la política y los programas enfocados en 

cuestiones de género, desarrollo, paz y seguridad. 

Pero lo más trascendente es que esta resolución 

pone enfusíais en el hecho de que la sociedad civil, 

particularmente las organizaciones de mujeres, 

puedan exigir una respuesta eficiente de los 

gobiernos y planteen la problemática de la 

violencia sexual en tiempos de inseguridad, 

violencia social, guerras o post guerras desde un 

punto de vista público y político. 

 

Posteriormente, en la Resolución 1820 de 2008, el 

Consejo de Seguridad condenó enérgicamente la 

violencia sexual y cualquier otro tipo de violencia 

contra mujeres, niñas y niños, reconociendo 

además que la violencia contra las mujeres en 

algunas situaciones, se ha vuelto sistemática y 

generalizada. Asimismo, el Consejo reconoció los 

obstáculos que dificultan la intervención de la 

mujer en la prevención y resolución de conflictos, 

tales como la violencia, la intimidación y la 

discriminación. Por otro lado, la Resolución 

señala que la violencia sexual, cuando se utiliza o 

se hace utilizar como táctica de guerra dirigida 

deliberadamente contra civiles o como parte de un 

ataque generalizado o sistemático contra las 

poblaciones civiles, puede agudizar 

significativamente las situaciones de conflicto 

armado y constituir, en algunos casos, un 

impedimento para el restablecimiento de la paz y 

seguridad internacional. También sostiene que la 

violación y otras formas de violencia sexual 

pueden constituir un crimen de guerra, un crimen 

de lesa humanidad o un acto constitutivo con 

respecto al genocidio. La lucha contra la 

impunidad en este tema debe excluir que la 

violencia sexual sea objeto de cualquier 

disposición de amnistía. 

 

También uno de los aportes más significativos al 

tema se encuentra en el Manual para la 

Investigación y documentación eficaces de tortura 

y otros tratos o penas crueles, inhumanos o 

degradantes, conocido como Protocolo de 

Estambul, presentado a la Oficina del Alto 

Comisionado de las Naciones Unidas para los 

Derechos Humanos en 1999. En dicho protocolo 

se explica que la tortura sexual suele comenzar con 

la desnudez de la persona y que ésta incluye la 

violación, las amenazas verbales, los insultos, y 

que las burlas sexuales forman parte de la tortura 

ya que incrementan la humillación y sus aspectos 

degradantes. El mismo documento señala que en 

la mayor parte de los casos interviene un elemento 

sexual perverso y en otros, la tortura sexual se 

dirige a los genitales. 

 

Al respecto, este documento indica que existen 

diferencias entre la tortura sexual del hombre y la 

de la mujer. En el hombre, la mayor parte de las 

veces los choques eléctricos y los golpes se dirigen 

a los genitales, con o sin tortura anal adicional. Al 

traumatismo físico resultante se le añade el 

maltrato verbal; también son frecuentes las 

amenazas de pérdida de la masculinidad, con la 

consiguiente pérdida de dignidad ante la sociedad. 

Para las mujeres, de acuerdo al Protocolo, el 

traumatismo puede verse potenciado por el miedo 

a la violación, dado el profundo estigma cultural 

que va vinculado a ésta, o el trauma de un posible 

embarazo, el temor a perder la virginidad y a 

quedar infecundas.  

 

Este Protocolo de Estambul es una herramienta 

fundamental para guiar las investigaciones de 

tortura y malos tratos, por lo que profesionales de 

la medicina, personas expertas y peritos, y 

autoridades particularmente de la región de 

América Latina, han hecho suya la noción de 

tortura sexual.  

 

Por otro lado, en la visita que hiciera a México el 

Relator Especial contra la Tortura y otros tratos o 

penas, crueles, inhumanos o degradantes en el 

2014, Juan E. Méndez, en su informe 

(A/HRC/28/68/Add.3.), utilizó el concepto de 

tortura sexual, principalmente respecto a mujeres 

detenidas. Estableció que la tortura sexual incluye 

desnudez forzada, insultos y humillaciones 

verbales, manoseos en los senos y genitales, 

introducción de objetos en genitales y violación 



Enlace Parlamentario 57  

 

Jueves 25 de abril de 2019 

sexual reiterada y por varias personas, destacando 

que en la mayoría de estos casos ésta no ha sido 

investigada ni sancionada, o bien las conductas 

que la constituyen han sido calificadas como 

conductas de menor gravedad6. 

 

Como vemos, los tres casos ya sentenciados en la 

Corte Interamericana de Derechos Humanos en 

contra del Estado mexicano en 2010 y 2018, el 

corpus iuris internacional e interamericano y las 

demandas específicas de las organizaciones de la 

sociedad civil por sancionar esta forma estructural 

de violencia, acompañada de una adecuada 

reparación del daño, evidencian la necesidad de 

contemplar a la tortura sexual como una forma 

adicional de las expresiones de la tortura, tratos 

crueles, inhumanos o degradantes, y es que si bien 

es cierto que la Ley general para prevenir, 

investigar y sancionar la tortura y otros tratos o 

penas crueles inhumanos o degradantes de 2017 

contempla en la fracción V del artículo 27 que se 

aumente en una mitad más la sanción a la tortura 

cuando la víctima sea sometida a cualquier forma 

de violencia sexual, también lo es que no todas las 

modalidades en que se dan las conductas de tortura 

sexual están previstas en la legislación penal. 

 

De ahí la necesidad de contar con un tipo penal 

específico que contemple los elementos de la 

tortura sexual, no sólo para investigar y sancionar 

de manera adecuada, sino porque es necesaria una 

reparación del daño integral acorde al tipo de 

perjuicio causado a las niñas y mujeres. 

 

De igual manera, se debe tener presente la 

necesidad de adoptar criterios diferenciados para 

la protección de los grupos en especial situación 

de vulnerabilidad, como las mujeres indígenas, sus 

pueblos y comunidades, las mujeres migrantes, las 

mayores, privadas de la libertad, entre otras. 

 
Hacer visible todo tipo de vejaciones de índole 

sexual es el propósito de quienes abogamos por los 

derechos plenos de las mujeres; prevenirlas, 

atenderlas, sancionarlas y repararlas es obligación 

del Estado. 

                                                 
6 Párrafo 28. 

Por las consideraciones antes expuestas, se somete 

a consideración la presente: 

 

PROPUESTA DE REFORMA Y ADICIÓN A 

LA LEY GENERAL PARA PREVENIR, 

INVESTIGAR Y SANCIONAR LA TORTURA 

Y OTROS TRATOS O PENAS CRUELES, 

INHUMANOS O DEGRADANTES. 

 

Se propone adicionar el artículo 25 Bis para 

definir el tipo penal de tortura sexual, para 

quedar como sigue: 

 

Artículo 25 Bis. Comete el delito de tortura sexual 

el servidor público o el particular que basado en la 

discriminación por razón de género, violente el 

cuerpo de una persona, por medio de agresiones 

sexuales tales como desnudez forzada, insultos o 

humillaciones verbales de índole sexual, 

manoseos en los senos o genitales, introducción de 

objetos en genitales, violación, agresiones físicas 

en las partes más íntimas o la amenaza de cometer 

estos actos. 

 

Se propone reformar la fracción V, del artículo 

27 para quedar como sigue: 

 

Artículo 27.- Las penas previstas… 

 

I. a IV. … 

 

V. Se trate de tortura sexual; 

 

VI. a IX. … 

 

Se propone adicionar un párrafo al artículo 93, 

para quedar como sigue: 

 

Artículo 93. Las Víctimas del… 

 

En el caso de tortura sexual, además, se deberá 

incluir el tratamiento de traumas y otras formas de 

rehabilitación individualizada incluidas la 

atención física, psicológica y de servicios sociales, 

sin discriminación. 
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Transitorios 

 

Primero. El presente decreto entrará en vigor el 

día siguiente al de su publicación en el Diario 

Oficial de la Federación. 

 

Segundo. Quedará sin efecto cualquier 

disposición que se oponga al presente 

ordenamiento. 

 

Tercero. El Ejecutivo federal, en un plazo que no 

exceda de 90 noventa días naturales después de 

publicado el presente decreto, deberá reformar el 

reglamento de la Ley en aquellas partes que 

resulten necesarias para la implantación de este 

ordenamiento. 

 

Cuarto. La Cámara de Diputados del Congreso de 

la Unión deberá mantener y garantizar la 

progresividad de la asignación presupuestaria para 

la ejecución de las reformas contenidas en el 

presente decreto. 

 

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 23 de abril de 

2019 

 

Dip. María Wendy Briceño Zuloaga 

Dip. Socorro Bahena Jiménez 

Dip. María Elizabeth Díaz García 

Dip. Dorheny García Cayetano 

Dip. Beatriz Rojas Martínez 

Dip. Rocío del Pilar Villarauz Martínez 

Dip. Verónica María Sobrado Rodríguez 

Dip. María Ester Alonzo Morales 

Dip.  Clementina Marta Dekker Gómez 

Dip. Ma. Guadalupe Almaguer Pardo 

Dip. Socorro Irma Andazola Gómez 

Dip. Laura Patricia Avalos Magaña 

Dip. Mildred Concepción Ávila Vera 

Dip. Madeleine Bonnafoux Alcaraz 

Dip. Katia Alejandra Castillo Lozano 

Dip. Melba Nelia Farías Zambrano 

Dip. Sylvia Violeta Garfias Cedillo 

Dip. María Eugenia Hernández Pérez 

Dip. Fabiola Raquel Guadalupe Loya Hernández 

Dip. Cynthia Iliana López Castro 

Dip. Laura Martínez González 

Dip. Jacquelina Martínez Juárez 

Dip. Maribel Martínez Ruiz 

Dip. Carmen Patricia Palma Olvera 

Dip. Ana Patricia Peralta de la Peña 

Dip. Ximena Puente de la Mora 

Dip. Ana Lucia Riojas Martínez 

Dip. Nayeli Salvatori Bojalil 

Dip. María Liduvina Sandoval Mendoza 

Dip. Olga Patricia Sosa Ruíz 

Dip. Julieta Kristal Vences Valencia 

 

 

 

 
 

 

 

PROPOSICIONES 

 

DEL DIP. CAROL ANTONIO ALTAMIRANO CON 

PUNTO DE ACUERDO QUE EXHORTA A LA 

SEMARNAT Y A LA CONAFOR, A ASUMIR LOS 

INCENDIOS FORESTALES COMO UNA 

EMERGENCIA, DESTINANDO A LOS MUNICIPIOS 

AFECTADOS RECURSOS DE EMPLEO TEMPORAL 

 

El que suscribe, Carol Antonio Altamirano, 

diputado federal integrante del Grupo 

Parlamentario de Morena en la LXIV Legislatura 

del Congreso de la Unión, con fundamento en lo 

dispuesto en los artículos 6, numeral 1, fracción I, 

y 79, numerales 1, fracción II, del Reglamento de 

la Cámara de Diputados, somete a consideración 

de esta soberanía el presente punto de acuerdo, al 

tenor de los siguientes: 

 

Antecedentes 

 

En lo que va del año, se han registrado 3,012 

incendios forestales en 29 entidades federativas, 

afectando una superficie de 71,070.56 hectáreas, 

de esta superficie, el 93.90% correspondió́ a 

vegetación en los estratos herbáceo y arbustivo y 

el 6.10% a arbóreo. Las entidades federativas con 

mayor número de incendios fueron: Estado de 

México, Ciudad de México, Michoacán, Puebla, 

Tlaxcala, Chiapas, Oaxaca, Morelos, Jalisco y 

Veracruz, que representan el 83.13% del total 

nacional. Las entidades federativas con mayor 
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superficie afectada fueron: Puebla, Oaxaca, 

Guerrero, Chiapas, México, Michoacán, 

Aguascalientes, Yucatán, Tlaxcala y Guanajuato, 

que representan el 70.67% del total nacional. 

 

Tan solo de la semana del 12 al 18 de abril de 

2019, se presentaron 312 incendios forestales en 

23 entidades federativas, afectando un total de 

12,260.69 hectáreas, de ésta superficie, el 89.68% 

correspondió a vegetación en los estratos herbáceo 

y arbustivo y el 10.32% a arbóreo. Las entidades 

federativas más afectadas fueron: Oaxaca, 

Yucatán, Michoacán, Tlaxcala y México, que 

representan el 53.36% del total de la semana. 

 

En el reporte semanal se integraron datos de 162 

incendios que se presentaron en fechas anteriores, 

con una afectación de 4,104.34 hectáreas, cuyos 

datos no habían sido reportados al Centro 

Nacional de Manejo del Fuego. Las cifras de estos 

reportes extemporáneos de incendios están 

incluídos en los datos acumulados anuales y en la 

hoja número 3 de este informe. 

 

El fin de semana pasado, los incendios forestales 

afectaron los bosques de varias comunidades 

indígenas entre ellas las de San Pedro Quiatoni, las 

de Nativitas Coatlan, San José el Paraíso 

pertenecientes al municipio de Tehuantepec, el 

municipio de Salina Cruz entre otros. 

 

Consideraciones 

 

Que la instancia del gobierno federal encargada de 

prevenir, controlar y sofocar los incendios 

forestales es la Comisión Nacional Forestal 

(Conafor), órgano desconcentrado de la Secretaría 

de Medio Ambiente. 

 

Que para el combate a los siniestros la Conafor 

dispone de 50 por ciento menos presupuesto 

respecto a 2018. El presupuesto destinado a los 

incendios bajó de 300 a 150 millones de pesos, 

según datos de la coordinación general de 

Conservación y Restauración del organismo. 

 

Para el combate a los siniestros, la Conafor 

promueve brigadas rurales de incendios forestales, 

con apoyo de las cuadrillas oficiales y con los 

centros estatales de manejo de fuego. Cada equipo 

debe estar formado por un máximo de 10 personas, 

y el mayor monto de apoyo es de 217 mil pesos 

para que participen en los meses críticos del 

estiaje, los recursos se destinarán al pago de 

jornales de los integrantes de las brigadas, y 

deberán presentar informes de labores. 

 

El riesgo de incendios se eleva con el cambio 

climático, por lo que es probable que en los 

próximos años se vean temporadas más 

complicadas de incendios con los pronósticos 

adversos de condiciones climatológicas, ya que si 

disminuye el manejo y cuidado de los bosques se 

acumulará combustible en los predios. 

 

Que la teoría básica de los incendios es que se 

requieren tres condiciones: temperatura, oxígeno y 

combustible. De éstas sólo se puede tener control 

sobre la última en el manejo forestal, que implica 

la limpieza del bosque, tala controlada, 

supervisión y aprovechamiento forestal para evitar 

siniestros. 

 

Por lo expuesto someto a consideración de esta 

soberanía el siguiente: 

 

Punto de acuerdo 

 

Único. Se exhorta a la Secretaría de Medio 

Ambiente y a la Comisión Nacional Forestal, para 

solicitar a dichas dependencias que asuman los 

incendios forestales como una emergencia, 

destinando a los municipios afectados recursos de 

empleo temporal de manera extraordinaria, 

además solicitarles que abran una mesa de trabajo 

para que las autoridades municipales y estatales 

sean atendidas de inmediato.  

 

Palacio Legislativo de San Lázaro a 23 de abril de 

2019 

 

Dip. Carol Antonio Altamirano 
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DE LA DIP. RAQUEL BONILLA HERRERA CON 

PUNTO DE ACUERDO POR EL QUE SE SOLICITA A 

LA COMISIÓN NACIONAL DE SEGURIDAD QUE 

UNA VEZ QUE ENTRE EN OPERACIÓN EL 

COMPLEJO PENITENCIARIO FEDERAL PAPANTLA, 

SEAN TRANSFERIDOS LOS RECLUSOS ADSCRITOS 

EN LOS CENTROS DE READAPTACIÓN SOCIAL DE 

LA ENTIDAD FEDERATIVA DE VERACRUZ DE 

IGNACIO DE LA LLAVE  

 

La que suscribe, Raquel Bonilla Herrera, diputada 

integrante del Grupo Parlamentario de Morena, 

con fundamento en lo dispuesto por la fracción I 

del numeral 1 del artículo 6 y la fracción III, del 

numeral 2 del artículo 79 del Reglamento de la 

Cámara de Diputados del Congreso de la Unión, 

someto a la consideración de esta Honorable 

Asamblea, la siguiente Proposición con punto de 

acuerdo por el que se solicita a la Comisión 

Nacional de Seguridad a que a través del Órgano 

Administrativo Desconcentrado Prevención 

Social y Readaptación Social (OADPRS), a que en 

el ámbito de sus respectivas competencias, 

acuerde una vez que entre en operación el 

Complejo Penitenciario Federal Papantla, sean 

transferidos reclusos adscritos en los Centros de 

Readaptación Social de la entidad federativa de 

Veracruz de Ignacio de la Llave, a fin de atender 

la sobrepoblación que presentan dichos centros, al 

tenor de la siguiente: 

 

Exposición de motivos 
 

El sistema penitenciario es un componente de 

suma importancia para la seguridad pública, que 

se conforma por un conjunto de instituciones que 

procuran la reinserción social de la población 

                                                 
1 Luis María Aguilar, manifestó que la premisa básica de la 

reforma constitucional, con la cual, se da origen al nuevo 

Sistema de Justicia Penal, fue desmontar la concepción 

monolítica del proceso: el castigo como su única finalidad, 

el juicio como único camino, el Estado como único decisor, 

un tratamiento único para todas las conductas”. Aguilar, Luis 

María, “Reforma constitucional en materia penal de 2008. 
Antecedentes, objetivos y ejes rectores”, en El Sistema 

Penal Acusatorio en México, INACIPE, México, 2016, p. 

33. 
2 Un ejemplo, es Alemania, en donde la pena busca la 

resocialización del sujeto, proteger a la sociedad y que no se 

privada de la libertad. En el caso de nuestro país el 

sistema penitenciario durante años ha estado 

enfocado en la privación de la libertad como 

castigo, para posteriormente por mandato 

constitucional se  encaminó a la reinserción 

social.1 

 

Es preciso señalar que nuestra ley fundamental, ha 

encomendado distintas funciones al sistema 

penitenciario, en este sentido, el artículo 18 

constitucional precisa que privar de la libertad 

aspira a reinsertar al sentenciado a la sociedad. Por 

tal motivo, nuestro sistema penitenciario, está 

regulado por un diverso cúmulo de disposiciones 

y normas que establecen las penas, delitos y 

procesos; además de señalar a las autoridades de 

los distintos niveles de gobierno encargadas de su 

ejecución y administración. 

 

Es preciso recordar que con la reforma 

constitucional en materia de derechos humanos de 

2011, se transformó al sistema penitenciario en un 

garante de la reinserción social de la persona 

sentenciada mediante el trabajo, la capacitación, la 

educación, la salud, el deporte y el respeto a sus 

derechos fundamentales.2 En este sentido los 

objetivos y principios3 sobre los cuales tiene que 

organizarse el sistema penitenciario mexicano, 

son, respeto a los derechos humanos; reinserción 

de las personas sentenciadas a través del trabajo, 

capacitación y educación; y garantizar que las 

mujeres cumplan sus condenas en lugares distintos 

a los destinados para los hombres. 

 

Para la Oficina de las Naciones Unidas contra la 

Droga y el Delito (UNODC), los objetivos del 

encarcelamiento, son castigar a las personas que 

vuelvan a cometer delitos. Aunque en su sistema penal solo 

el 6% de los delitos son sancionados a través de la privación 

de la libertad. Dolores Fernández, “El sistema de sanciones 

en la República Federal de Alemania”, Boletín Mexicano de 

Derecho Comparado, núm. 76, enero-abril 2017, disponible 

en https://revistas.juridicas.unam.mx/index.php/derecho-

comparado/article/view/3035/3292  
3 Contreras, Miguel Ángel, 10 temas de derechos humanos, 

CODHEM, Toluca, 2002, disponible en http://www. 

codhem.org.mx/LocalUser/codhem.org/difus/libros/10tema

s.pdf   

https://revistas.juridicas.unam.mx/index.php/derecho-comparado/article/view/3035/3292
https://revistas.juridicas.unam.mx/index.php/derecho-comparado/article/view/3035/3292
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cometieron un delito mediante la privación de su 

libertad; mantenerlos resguardados para que no 

comentan más crímenes y, teóricamente, 

rehabilitarlos para evitar que reincidan.44  

 

En la actualidad nuestro sistema penitenciario 

demuestra a través de diversos estudios privados, 

internacionales y por las propias cifras expuestas 

por el Instituto Nacional de Estadística y 

Geografía (Inegi), que existen elementos de 

sobrepoblación penitenciaria siendo esta situación 

prevalente en la mayoría de los centros 

penitenciarios del país. 

 

En lo que respecta a su estructura, el sistema 

penitenciario mexicano está a cargo de dos 

ámbitos de gobierno federal y estatal. A nivel 

federal, la institución competente de organizar y 

administrar los Centros Federales de Readaptación 

Social (Ceferesos), es el Órgano Administrativo 

Desconcentrado Prevención Social y 

Readaptación Social (OADPRS) que depende 

directamente de la Comisión Nacional de 

Seguridad. 

 

Esta instancia es la encargada de instrumentar la 

política penitenciaria nacional, encaminada a 

prevenir la comisión del delito, readaptar a los 

sentenciados y dar tratamiento a los menores 

infractores, mediante sistemas idóneos que 

permitan su readaptación a la sociedad, con la 

participación de los diversos sectores sociales y 

los tres órdenes de gobierno. Además, es el órgano 

que contribuye al fortalecimiento del Sistema 

Nacional de Seguridad Pública, mediante la 

aplicación de la política penitenciaria para la 

readaptación a la vida social y productiva de los 

sentenciados, con estricto apego a la ley y respeto  

a los derechos humanos, consolidando las 

libertades, el orden y la paz pública, así como la 

preservación del estado de derecho y prevención 

del delito.5 En tanto a nivel estatal, los gobiernos 

                                                 
4 Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito, 

Custodial and Non-Custodial Measures. Alternatives to 

Incarceration, UNODC, 2006, disponible en 

https://www.unodc.org/documents/justice-and-prison-

reform/cjat_eng/3_Alternatives_ Incarceration.pdf  

de las entidades federativas, han designado a 

distintas autoridades penitenciarias para cumplir 

con esta función.  

 

El Censo Nacional de Gobierno, Seguridad 

Pública y Sistema Penitenciario Estatales 2017, 

elaborado por el Instituto Nacional de Estadística 

y Geografía (Inegi), reportó 267 establecimientos 

penitenciarios estatales registrados al cierre de 

2016; 92 recintos para hombres, 17 femeniles, 157 

mixtos y un centro de alta seguridad para delitos 

de alto impacto, estos establecimientos albergan a 

188 mil 262 personas privadas de la libertad, 

aunque la capacidad instalada es de 170 mil 772 

camas útiles. 

 

 
 

Fuente: INEGI, Estadísticas sobre el sistema penitenciario estatal 

en México, Documentos de Análisis y Estadísticas, 2017, 

disponible en 

http://internet.contenidos.inegi.org.mx/contenidos/Productos/prod

_serv/contenidos/espanol/bvinegi/productos/nueva_estruc/702825

098575.pdf 

 

  

5 Comisión Nacional de Seguridad, Órgano Administrativo 

Desconcentrado Prevención Social y Readaptación Social, 

Misión y Visión, disponible en 

https://www.gob.mx/prevencionyreadaptacion/que-

hacemos  

 

https://www.unodc.org/documents/justice-and-prison-reform/cjat_eng/3_Alternatives_%20Incarceration.pdf
https://www.unodc.org/documents/justice-and-prison-reform/cjat_eng/3_Alternatives_%20Incarceration.pdf
http://internet.contenidos.inegi.org.mx/contenidos/Productos/prod_serv/contenidos/espanol/bvinegi/productos/nueva_estruc/702825098575.pdf
http://internet.contenidos.inegi.org.mx/contenidos/Productos/prod_serv/contenidos/espanol/bvinegi/productos/nueva_estruc/702825098575.pdf
http://internet.contenidos.inegi.org.mx/contenidos/Productos/prod_serv/contenidos/espanol/bvinegi/productos/nueva_estruc/702825098575.pdf
https://www.gob.mx/prevencionyreadaptacion/que-hacemos
https://www.gob.mx/prevencionyreadaptacion/que-hacemos


Enlace Parlamentario 62  

 

Jueves 25 de abril de 2019 

La sobrepoblación en las cárceles es un problema 

para el sistema penitenciario, sólo basta observar 

que la densidad penitenciaria es mayor, porque 

hay más personas presas que la capacidad 

establecida para una prisión o para la totalidad del 

sistema.  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

                                                 
6 Carranza, Elías, “Situación Penitenciaria en América 

Latina y el Caribe. ¿Qué hacer?, en Anuario de Derechos 

En este tema, para medir la sobrepoblación es 

necesario conocer la capacidad instalada de los 

establecimientos penitenciarios, es decir, los 

espacios destinados para albergar a la población 

reclusa (camas útiles), y posteriormente establecer 

la relación con el total de las personas privadas de 

la libertad.6 

  

Humanos, Universidad de Chile, Santiago de Chile, 2012, 

p.32  

Fuente: INEGI, Censo Nacional de Gobierno, Seguridad Pública y Sistema Penitenciario Estatales 

2018,Diciembre2018,http://www.beta.inegi.org.mx/contenidos/programas/cngspspe/2018/doc/cngspspe_2018_resulta

dos.pdf 

 

http://www.beta.inegi.org.mx/contenidos/programas/cngspspe/2018/doc/cngspspe_2018_resultados.pdf
http://www.beta.inegi.org.mx/contenidos/programas/cngspspe/2018/doc/cngspspe_2018_resultados.pdf
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De acuerdo con el Censo Nacional de Gobierno, 

Seguridad Pública y Sistema Penitenciario 

Estatales desde 2011 y hasta 2017, los centros 

penitenciarios administrados por las entidades 

federativas alojan a más gente de la que pueden 

acoger. Este aumento en la población reclusa en 

México puede atribuirse a los siguientes 

elementos; incremento de los índices delictivos; 

reformas que han endurecido las penas y medidas 

administrativas que dificultan la preliberación de 

las personas internadas en las cárceles.7  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

                                                 
7 En los hechos, no existen sanciones alternativas a la cárcel 

porque no existen los mecanismos ni la infraestructura para 

hacerlas operables. En el caso de delitos menores y no 

violentos, otros mecanismos de sanciones pudieran ser más 

Otro aspecto de la saturación de los penales, es el 

referente a las personas recluidas sin condena, este 

tipo de población se encuentra encarcelada debido 

a que fueron acusados de cometer un delito, sin 

embargo, aún se encuentran en proceso de tal 

modo que aún no tienen una sentencia. Al cierre 

del 2016, 65 mil 021 de las personas recluidas en 

los establecimientos penitenciarios no tenían 

sentencia, es decir, 35% de la población reclusa, 

de las cuales 93% son hombres. La proporción de 

personas sentenciadas fue de 65% para ese mismo 

año.  

  

efectivos y menos onerosos en términos sociales y 

económicos. Bergman, Marcelo, y Azaola, Elena, “Cárceles 

en México: Cuadros de una crisis”, en Revista 

Latinoamericana de Seguridad Ciudadana, No. 1, Flacso, 

Ecuador, 2007. 

Fuente: INEGI, Censo Nacional de Gobierno, Seguridad Pública y Sistema Penitenciario 

Estatales2018,Diciembre2018,http://www.beta.inegi.org.mx/contenidos/programas/cngspspe/2018/doc/cngspspe_20

18_resultados.pdf 

 

 

http://www.beta.inegi.org.mx/contenidos/programas/cngspspe/2018/doc/cngspspe_2018_resultados.pdf
http://www.beta.inegi.org.mx/contenidos/programas/cngspspe/2018/doc/cngspspe_2018_resultados.pdf
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Fuente: INEGI, Censo Nacional de Gobierno, Seguridad Pública y Sistema Penitenciario Estatales 2018, Diciembre 

2018, http://www.beta.inegi.org.mx/contenidos/programas/cngspspe/2018/doc/cngspspe_2018_resultados.pdf 

 

http://www.beta.inegi.org.mx/contenidos/programas/cngspspe/2018/doc/cngspspe_2018_resultados.pdf
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El aumento acelerado de la población reclusa ha 

llevado a precisar que se requiere de una inversión 

constante que permita construir o ampliar las 

unidades de albergue, incrementar los programas 

y personal de tratamiento, aumentar la seguridad y 

el personal a cargo de ella, así como ampliar los 

servicios de administración propios de un 

establecimiento penitenciario, como alimentación, 

limpieza, mantenimiento, lavandería, control de 

plagas, entre otros. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

                                                 
8 CHDH, Diagnostico Nacional de Supervisión Penitenciaria 

2017, 

En lo que respecta al Estado de Veracruz de 

Ignacio de la Llave, actualmente existen 17 

Centros de Reinserción Social (Ceresos), en donde 

la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, 

en su Diagnóstico Nacional de Supervisión 

Penitenciaria 2017, ha manifestado que aún se 

presentan múltiples necesidades y privaciones, en 

dicho documento se evidencian los problemas e 

insuficiencias para atender a los reclusos y 

asegurar el respeto a sus derechos humanos, dando 

una calificación 6.02 para la entidad, y colándola 

en semáforo amarillo.8 

  

http://www.cndh.org.mx/sites/all/doc/sistemas/DNSP/DNS

P_2017.pdf 

http://www.cndh.org.mx/sites/all/doc/sistemas/DNSP/DNSP_2017.pdf
http://www.cndh.org.mx/sites/all/doc/sistemas/DNSP/DNSP_2017.pdf
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Ante estos hechos, en Veracruz persiste el 

hacinamiento, autogobierno, actividades ilícitas, 

falta de equipamiento, insuficiente personal de 

seguridad y custodia, limitadas instalaciones y 

capacitación; además carencias alimentarias, y 

médicas, aunado a ello, existe insuficiencia en los 

programas para la prevención y atención de 

incidentes violentos; así como en las condiciones 

materiales, dormitorios y de higiene en las 

instalaciones para alojar a los internos. Se ha 

detectado desorden en cuanto a clasificación entre 

procesados y sentenciados, actividades laborales, 

poca capacitación y medidas o acciones 

relacionadas con los beneficios de libertad 

anticipada. 

 

 

 

 

 

 

 

                                                 
9 Secretaria de Hacienda y Crédito Público, Complejo 

Penitenciario Federal Papantla, Veracruz, Clave de Cartera, 

0836E000019, Rehabilitar, adecuar y construir inmuebles e 

infraestructura así como el equipamiento tecnológico de 

última generación en sistemas de seguridad y comunicación 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Es preciso señalar que en el Presupuesto de 

Egresos de la Federación para el ejercicio fiscal de 

2019, en el rubro de Asociación Público-Privada, 

se etiqueto la cantidad de 2 mil 562 millones de 

pesos, por concepto de Construcción, 

Rehabilitación, Adecuación, Equipamiento y 

Amueblado del Complejo Penitenciario Federal 

Papantla,9 este proyecto tendrá como finalidad 

concluir una obra que fue licitada desde 2009, sin 

embargo hasta la fecha aún continua inconclusa, 

debido a que sólo se observa la estructura, pero no 

fueron acondicionados los espacio destinados para 

los internos. En 2018, se determinó volver a licitar 

la obra, para tal efecto se utilizó la figura de 

Asociación Público-Privada, con el objetivo de 

que aquella empresa a quien se le adjudicara la 

obra acondicionara el centro penitenciario para 

que sea operable. 

 

Brevemente haremos un recuento de la obra en 

comento, en 2008, la administración federal, 

anunció la construcción de 12 centros federales de 

alta seguridad, entre ellos, el mencionado en 

Papantla, Veracruz, durante el periodo de 2009 a 

2015, tuvo dos adjudicaciones directas y diversos 

contratos. En el año 2009, la obra se adjudicó a 

que permita cubrir las necesidades de reclusión de internos 

de baja, mediana y alta peligrosidad en un sólo complejo 

penitenciario, 

https://www.pef.hacienda.gob.mx/work/models/PEF2019/d

ocs/51/app.pdff  

https://www.pef.hacienda.gob.mx/work/models/PEF2019/docs/51/app.pdff
https://www.pef.hacienda.gob.mx/work/models/PEF2019/docs/51/app.pdff
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través del contrato 

OADPRS/DGA/DOPRMSG/OP/O/AD/021/2009

,las empresas beneficiadas fueron: 

"Desarrolladora y Constructora de Proyectos 

Integrales Typp, S.A. de C.V.; Tradeco 

infraestructura, S.A. de C.V., y Promotora y 

Desarrolladora mexicana S.A. de C.V".10 Para 

noviembre del 2011, las empresas lograron un 

segundo contrato, para el equipamiento del penal, 

y en mayo del 2012, se autorizó a Typp S.A. un 

nuevo contrato para la construcción de un módulo 

de máxima seguridad. Es preciso remarcar que el 

penal se planeó como centro de admisión de reos 

federales para su clasificación y posterior traslado 

a otros centros federales.11 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

                                                 
10 Auditoria Superior de la Federación (ASF), Informe del 

Resultado de la Fiscalización Superior de la Cuenta Pública 

2013, Prevención y Readaptación Social Construcción, 

Rehabilitación, Adecuación, Equipamiento y Amueblado 

del Complejo Penitenciario de Papantla, Veracruz Auditoría 

de Inversiones Físicas: 13-1-04D00-04-0058, disponible en 

https://www.asf.gob.mx/Trans/Informes/IR2013i/Documen

tos/Auditorias/2013_0058_a.pdff  
11 Auditoria Superior de la Federación (ASF), Informe del 

Resultado de la Fiscalización Superior de la Cuenta Pública 

2013, Prevención y Readaptación Social Construcción, 

Rehabilitación, Adecuación, Equipamiento y Amueblado 

del Complejo Penitenciario de Papantla, Veracruz Auditoría 

de Inversiones Físicas: 13-1-04D00-04-0058, disponible en 

https://www.asf.gob.mx/Trans/Informes/IR2013i/Documen

tos/Auditorias/2013_0058_a.pdff  
12 Auditoria Superior de la Federación (ASF), Informe del 

Resultado de la Fiscalización Superior de la Cuenta Pública 

2013, Prevención y Readaptación Social Construcción, 

Rehabilitación, Adecuación, Equipamiento y Amueblado 

Sin embargo, la Auditoría Superior de la 

Federación (ASF), en su revisión de la Cuenta 

Pública 2013, en el expediente 13-1-04D00-04-

0058, señalo que la obra incrementó su costo en 

sólo cuatro años, precisando que dicha obra no 

estaba en funcionamiento debido a que no se han 

concluido en su totalidad los trabajos, con un 

avance estimado del 85%.12 Ante tal situación en 

2018, se anunció que se concluirá el penal, por lo 

que se adjudicó nuevamente la obra, ahora a la 

empresa Greenfield, por 22 años. Con la firma del 

contrato se especificó que el penal deberá estar 

operando en mayo del 202013. 

  

del Complejo Penitenciario de Papantla, Veracruz Auditoría 

de Inversiones Físicas: 13-1-04D00-04-0058, disponible en 

https://www.asf.gob.mx/Trans/Informes/IR2013i/Documen

tos/Auditorias/2013_0058_a.pdff  
13 El proyecto tiene el fin de concluir las instalaciones, 

generar áreas nuevas, equipar con tecnologías de última 

generación, dotar de vehículos, equipo y mobiliario al 

Complejo Penitenciario Federal Papantla, mismo que cuenta 

con una superficie de 28.1 hectáreas y está parcialmente 

construido para resguardar a Personas Privadas de su 

Libertad (PPL), permitiéndole así ser el primer Centro 

Penitenciario en México que tendrá cuatro niveles de 

clasificación de internamiento para PPL que requieren 

medidas especiales de seguridad, estimando un incremento 

en su capacidad para que pueda alojar a 2,160 PPL. 

Comisión Nacional de Seguridad, Ampliación y 

Equipamiento del Complejo Penitenciario en Papantla, 

https://www.gob.mx/shcp/acciones-y-

programas/ampliacion-y-equipamiento-del-complejo-

penitenciario-en-papantla?state=published  

Fuente:https://www.proyectosmexico.gob.mx/wpcontent/cache/tmp/pdf_detalle_proyectos/15399.pdf 

 

https://www.asf.gob.mx/Trans/Informes/IR2013i/Documentos/Auditorias/2013_0058_a.pdff
https://www.asf.gob.mx/Trans/Informes/IR2013i/Documentos/Auditorias/2013_0058_a.pdff
https://www.asf.gob.mx/Trans/Informes/IR2013i/Documentos/Auditorias/2013_0058_a.pdff
https://www.asf.gob.mx/Trans/Informes/IR2013i/Documentos/Auditorias/2013_0058_a.pdff
https://www.asf.gob.mx/Trans/Informes/IR2013i/Documentos/Auditorias/2013_0058_a.pdff
https://www.asf.gob.mx/Trans/Informes/IR2013i/Documentos/Auditorias/2013_0058_a.pdff
https://www.gob.mx/shcp/acciones-y-programas/ampliacion-y-equipamiento-del-complejo-penitenciario-en-papantla?state=published
https://www.gob.mx/shcp/acciones-y-programas/ampliacion-y-equipamiento-del-complejo-penitenciario-en-papantla?state=published
https://www.gob.mx/shcp/acciones-y-programas/ampliacion-y-equipamiento-del-complejo-penitenciario-en-papantla?state=published
https://www.proyectosmexico.gob.mx/wpcontent/cache/tmp/pdf_detalle_proyectos/15399.pdf
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Es indudable la trascendencia de concluir la obra 

y por consiguiente alcanzar la operatividad del 

Complejo Penitenciario Federal Papantla, con su 

funcionamiento, la Comisión Nacional de 

Seguridad podrá acordar transferir población 

reclusa que se encuentra en los Centros de 

Readaptación Social del Estado de Veracruz, con 

el objetivo de bajar la sobrepoblación que persiste 

en estos reclusorios, en razón a que en estos 

centros estatales se han detectado diversas 

incidencias como sobrepoblación, la nula 

separación entre procesados y sentenciados, 

insuficiencia de personal de seguridad y custodia, 

hacinamiento, autogobierno y cogobierno, así 

como falta de prevención y atención de incidentes 

violentos. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Por ello, es fundamental que las autoridades 

encargadas de conducir el Sistema Penitenciario 

Nacional, desarrollen acciones y planes enfocados 

a optimizar las condiciones de gobernabilidad de 

los centros, garantizando la integridad física de los 

reclusos, así como la aplicación de programas 

destinados a la reinserción social de las personas 

privadas de la libertad. 

 

Para la Corte Interamericana de Derechos 

Humanos (CIDH), mezclar a quienes cumplen una 

sentencia condenatoria con quienes aún son parte 

de un proceso, vulnera los derechos humanos, 

pues este grupo no solo pierde sus ingresos sino 

además son separadas de sus familias, también 

están expuestos a violencia, insalubridad, así 

como la corrupción que se vive en las cárceles. 

Esta situación la viven aún sin haber demostrado 

su culpabilidad. Además, mantener reclusos a 

Fuente:https://www.proyectosmexico.gob.mx/wpcontent/cache/tmp/pdf_detalle_proyectos/15399.pdf 

 

 

https://www.proyectosmexico.gob.mx/wpcontent/cache/tmp/pdf_detalle_proyectos/15399.pdf
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personas con procesos inconclusos, propicia que 

los jueces sean más propensos a dictar sentencias 

condenatorias, pues de lo contrario sería admitir 

que mantuvieron preso a un inocente.14 

 

No olvidar que, en nuestro país, la pena privativa 

de libertad está destinada a buscar la reinserción 

social a través del trabajo, la capacitación para el 

mismo, educación, salud, deporte y respeto a los 

derechos humanos.  

 

Por todo lo anteriormente expresado, presento ante 

el pleno de esta Cámara de Diputados, la siguiente 

proposición con punto de acuerdo: 

 

Único: La Cámara de Diputados del H. Congreso 

de la Unión solicita a la Comisión Nacional de 

Seguridad, a través del Órgano Administrativo 

Desconcentrado Prevención Social y 

Readaptación Social (OADPRS), a que en el 

ámbito de sus respectivas competencias, acuerde 

una vez que entre en operación el Complejo 

Penitenciario Federal Papantla, sean transferidos 

reclusos adscritos en los Centros de Readaptación 

Social de la entidad federativa de Veracruz de 

Ignacio de la Llave, a fin de atender la 

sobrepoblación que presentan dichos centros, 

teniendo como prioridad el ubicado en Poza Rica. 

 

Palacio Legislativo de San Lázaro a 23 de abril de 

2019 

 

Dip. Raquel Bonilla Herrera 

 

 

 

 

 

 
 

 

                                                 
14 Comisión Interamericana de Derechos Humanos, Informe 

sobre el uso de la prisión preventiva en las Américas, 

Organización de Estados Americanos y Comisión 

EFEMÉRIDE 
 

 

CON MOTIVO DEL 25 DE ABRIL, ANIVERSARIO 

DEL NATALICIO DE BELISARIO DOMÍNGUEZ 

PALENCIA  
 

Hoy, 25 de abril, se conmemora el natalicio de 

Belisario Domínguez Palencia; médico de 

profesión, presidente municipal de Comitán y 

senador por Chiapas, quien se convirtió en un 

símbolo de la libertad de expresión y la defensa de 

las instituciones por su abierta oposición al 

régimen del presidente Victoriano Huerta.  

 

Con el permiso de la Presidencia 

Compañeras y compañeros legisladores: 

 

¡Si en México hay alguien que simbolice la 

libertad de expresión y la defensa de las 

instituciones, ése es Don Belisario Domínguez 

Palencia! 

 

Nació el 25 de abril de 1863 en Comitán, Chiapas. 

 

Médico de profesión y político de ideología liberal 

por convicción. 

 

Fue presidente municipal de su ciudad natal, 

posteriormente senador de la República en 

representación de Chiapas, posición donde se 

opuso y criticó abiertamente al régimen del 

presidente Victoriano Huerta. 

 

Su postura fue replicada por amenazas y 

persecución política. 

 

Como consecuencia de sus célebres discursos del 

23 y 29 de septiembre, la noche del 7 de octubre 

de 1913 fue hecho prisionero y conducido al 

Panteón de Xoco, en Coyoacán, donde fue 

martirizado y asesinado. 

Interamericana de Derechos Humanos, 2013, disponible en  

http://www.oas.org/es/cidh/ppl/informes/pdfs/informe-pp-

2013-es.pdf 
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Se dice, además, que le fue cortada la lengua y 

enviada a Victoriano Huerta, en calidad de cruel 

ofrenda. 

 

El suceso significó el descrédito del presidente y 

marcó el inicio de la caída del régimen, pero 

también, puso de manifiesto la necesidad de 

defender, desde una curul, un escaño o en 

cualquier ámbito de la vida pública, el derecho a 

la libertad de expresión, a la democracia y a los 

derechos humanos. 

 

En homenaje a su elocuencia y valentía, en 1936 

la Cámara de Diputados aprobó que su nombre 

fuera inscrito con letras de oro en el Congreso de 

la Unión y a partir de 1953, cada 7 de octubre, el 

Senado de la República otorga la Medalla 

Belisario Domínguez.  

 

El principal objetivo de entregar tan reconocida 

presea es “premiar a los hombres y mujeres 

mexicanos que se hayan distinguido por su ciencia 

o su virtud en grado eminente, como servidores de 

nuestra Patria o de la Humanidad.” 

 

¡Viva Belisario Domínguez! 

 

Palacio Legislativo de San Lázaro a 25 de abril de 

2019 
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